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PRESENTACIÓN

Esta edición impresa número 28 de la Revista Análisis de 
la Realidad Nacional se publica en un período singular de 
la vida nacional, marcada por el calendario de renovación, 
por vías electorales, de las instituciones nacionales y mu-
nicipales, cuyo círculo temporal cierra en enero de 2020. 
Es un lapso de pocos meses que nutrió las grandes líneas, 
un colofón que, al mismo tiempo, marca el inicio de un nue-
vo ciclo en la historia del país

tanto aspectos generales como par-
ticulares de una agenda de país. En 
buena medida, esta segunda sección 
es la continuidad del tema central de 
la edición 27 (enero-marzo 2019), de-
dicado a lo que llamamos “los anda-
mios de la agenda estrategia nacio-
nal” en virtud de que, tanto entonces 
como en este número, los autores de 
los artículos parten de la Agenda Es-
tratégica 2020-2024, una propuesta 
desde la Universidad de San Carlos de 
Guatemala, formulada con los apor-
tes de más un centenar de expertos 
convocados a instancias del Consejo 
Superior Universitario de la USAC.

En un primer bloque de esta sección 
aparecen los trabajos de Edgar Bal-
sells, Darío Monterroso y Magaly 
Arrecis, cuyos denominadores co-

Ver hacia adelante

Los hitos principales de poco más o 
menos un semestre –de abril a sep-
tiembre de 2019– se analizan en el 
primero de los artículos de la sección 
dedicada a la coyuntura nacional, 
pero también se ofrece una perspecti-
va más dilatada en el segundo trabajo 
de esa misma sección, de la autoría 
de Cristhians Castillo, quien aborda el 
nexo entre los acontecimientos desa-
rrollados a partir de 2015 y el desenla-
ce en vías de concreción, cuatro años 
más tarde.

Con toda su importancia para com-
prender de dónde viene, dónde está 
y hacia dónde va el país, el análisis 
de coyuntura es solamente el pórti-
co para llegar a la sección central de 
esta edición de la revista: dedicada 
a ver hacia adelante y a profundizar 
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munes son los componentes econó-
micos, sociales y ambientales de la 
agenda estratégica, a su vez enlaza-
dos con los Objetivos del Desarrollo 
Sostenible, a cuyo cumplimiento está 
comprometido el Estado guatemalte-
co. En la misma línea, pero enfocado 
en la construcción de garantías para 
la salud y la seguridad social, se sitúa 
el aporte de Adrián Chávez, en tanto 
que los artículos de Lizandro Acuña y 
Edgar Celada Q., con los cuales se cie-
rra la sección, se ocupan de asuntos 
particulares relacionados con la justi-
cia y la seguridad ciudadana.

La tercera y última sección de la re-
vista se dedica a un asunto de la ma-
yor actualidad nacional y regional: la 
cuestión migratoria, la cual se aborda 
en una colaboración especial de Mar-
cel Arévalo. Tratado en profundidad 
el controvertido tema del tercer país 
seguro, el trabajo del académico de la 
Facultad Latinoamericana de Ciencias 
Sociales se divide en dos partes, de 
las cuales en este número publicamos 
la primera.

La preparación y publicación de esta 
nueva edición impresa de la Revista 
Análisis de la Realidad Nacional co-
rrió paralela a un intenso período de 

trabajo del Instituto de Investiga-
ción y Análisis de la Realidad Nacio-
nal (IPNUSAC), que en el semestre 
de referencia tuvo como actividades 
centrales la coordinación, sistemati-
zación, publicación y difusión de la ya 
citada propuesta universitaria para 
una agenda nacional, así como la no 
menos absorbente e importante or-
ganización, coordinación y realiza-
ción del Observatorio Democrático 
de la USAC, a través del cual miles de 
estudiantes, docentes y trabajadores 
de la universidad pública hicimos un 
aporte voluntario para el desarrollo 
de las jornadas electorales de junio y 
agosto de este mismo año.

Todo este esfuerzo académico y cí-
vico de proyección universitaria se 
refl eja, de un modo u otro, en las pá-
ginas de esta revista. La entregamos 
a la consideración refl exiva y crítica 
de la comunidad sancarlista y de la 
nación, convencidos de que con este 
producto concreto cumplimos con 
nuestro mandato institucional y con 
el siempre vigente lema de la USAC: 
“Id y enseñad a todos”.

Geidy De Mata
Directora del IPNUSAC
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Análisis de
Coyuntura
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El período que media entre la publicación del anterior número 
de la edición impresa de la Revista Análisis de la Realidad 
Nacional y esta edición está marcado por tres grandes pro-

cesos, en algunos momentos convergentes, aunque con dinámicas 
propias: el proceso electoral concluido en agosto, las tensiones con 
Estados Unidos a propósito de la política migratoria y la fase fi nal 
de existencia de la Comisión Internacional Contra la Impunidad en 
Guatemala (CICIG).

Poco nuevo bajo el sol

Relevo bajo 
presión geopolítica

Luego de la segunda ronda de 
las elecciones presidenciales del 
11 de agosto en Guatemala, en 
la que se impuso el binomio for-
mado por Alejandro Giammattei y 
Guillermo Castillo, se inició en el 
país una transición política e insti-
tucional que no prefigura cambios 
dramáticos o sorpresivos en térmi-
nos de las tendencias marcadas a 
partir de las elecciones generales 
del 16 de junio pasado. Cabe de-
cir, con propiedad, que en la rea-
lidad política guatemalteca hay 
poco nuevo bajo el sol.

Esa afirmación, sin embargo, es 
inevitablemente relativa puesto 

que a partir del 14 de enero de 
2020 Giammattei asumirá como 
presidente de la República, en sus-
titución de Jimmy Morales, y Cas-
tillo hará lo propio respecto de 
Jafeth Cabrera en la vicepresiden-
cia. Son personas distintas, con 
historias políticas e institucionales 
también diferentes, pero el relevo 
será lo más cercano al continuis-
mo que podría haberse esperado 
luego del curso que tomó el pro-
ceso electoral, tras de la depura-
ción de aspirantes presidenciales 
concretada el 16 de junio. 

Tampoco es que un eventual 
triunfo de la fórmula Sandra To-
rres-Carlos Raúl Morales, del 
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partido Unidad Nacional de la 
Esperanza (UNE) hubiese signifi-
cado un cambio radical, pero sin 
duda la victoria de los candidatos 
del partido Vamos por una Guate-
mala Diferente (Vamos) parece ser 
lo más “cómodo” para el estatus 
quo reinante en el país y lo más 
alejado de las aspiraciones refor-
mistas o de cambio reverdecidas 
a partir de los acontecimientos de 
2015. En breve, el próximo go-
bierno nacional se situará en las 
mismas coordenadas conservado-
ras del que está terminando con 
más pena que gloria.

El dato del abstencionismo que 
caracterizó a los comicios del 11 
de agosto es, con mucho, el más 
relevante en el balance de lo ocu-
rrido y en su proyección, tanto en 
la transición iniciada como en las 
condiciones con que Giammattei 
y Castillo iniciarán su gobierno en 
enero próximo. 

Con una participación del 42.7 
por ciento del total de empadro-
nados, los votos obtenidos por el 
binomio ganador lo colocan con 
un respaldo ciudadano –esto es, 
el de los votantes por ese dueto– 
de apenas el 23.4 por ciento de 
los habilitados para sufragar.

Sin duda, Vamos tuvo una mayo-
ría holgada de algo más de medio 

millón de votos frente a la candi-
data de la UNE, lo cual le otorga 
un certificado claro de legalidad 
(importante, habida cuenta de las 
voces que hicieron ruido después 
del 16 de junio alegando “frau-
de electoral”), pero no le alcanza 
para vanagloriarse de contar con 
respaldo popular. Por el contrario, 
su base sociopolítica es verdade-
ramente limitada y fuente de una 
débil legitimidad, sobre todo a los 
ojos de quienes consideran haber 
sido truculentamente marginados 
del proceso.

En la menos mala de las hipótesis, 
esos resultados –y toda la historia 
de la contienda de casi ocho me-
ses de duración– apuntan hacia 
una democracia electoral frágil, 
de la que ahora emerge un gobier-
no electo débil, que contará con 
un respaldo parlamentario tam-
bién insuficiente (su partido con-
quistó 16 curules para la próxima 
legislatura), con limitado espacio 
de maniobra para alcanzar algún 
tipo de coalición legislativa propi-
cia a sus principales proyectos de 
cambio y una eventual oposición 
omnipresente encabezada por la 
mayoritaria UNE, que tendrá 54 
escaños.
Cierto es que aún deben produ-
cirse nuevos acomodos de poder; 
empezando por la interrogante de 
si el partido UNE podrá soportar, 
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sin fragmentarse, el remezón de la 
debacle electoral y el ya iniciado 
proceso penal contra Torres Casa-
nova. 

Salvo las previsibles migraciones o 
cambios de lealtades de alcaldes 
electos con la bandera UNE hacia 
el magnetismo político del nuevo 
Ejecutivo, una eventual ruptura 
en el partido verde no significaría 
el fortalecimiento de un gobier-
no central débil y si, en cambio, 
agregaría un síntoma adicional a 
la crisis del sistema de partidos ac-
tualmente existente: a estas alturas 
se da por hecho que casi una de-
cena de esos partidos terminaría 
siendo cancelada. 

O dicho de otro modo y en una 
perspectiva estratégica nacional, 
del proceso electoral de 2019 (la 
segunda ronda del 11 de agosto 
incluida) el sistema político gua-
temalteco salió debilitado. Pero 
no será solo el futuro gobierno de 
Giammattei-Castillo el débil; ni 
tampoco solamente el Congreso 
de la República fragmentado y dé-
bil; ahora mismo, al momento de 
entregarse esta nota a imprenta, 
existía gran incertidumbre sobre la 
suerte que correrá el proceso de 
elección de la nueva Corte Supre-
ma de Justicia y de las Cortes de 
Apelaciones.

La inercia electoral y el 
fantasma del fraude

No obstante esa tendencia de 
debilidad crónica del modelo de 
democracia electoral, el proceso 
ocurrido en 2019 abrió las puer-
tas hacia una limitada reconfigu-
ración política. Tras de la primera 
y más voluminosa fase de la con-
tienda –las votaciones generales 
del domingo 16 de junio– cabe 
la interrogante sobre si el alinea-
miento indicado por las urnas será 
una base suficiente para atender 
tanto los desafíos crónicos de un 
modelo económico, social y polí-
tico agotado, como las demandas 
de la coyuntura geopolítica regio-
nal, que cabalga acuciantemente 
a lomos de la cuestión migratoria.

En la evaluación de las elecciones 
generales del 16 de junio se corre 
el riesgo de partir de cierta natu-
ralización de sucesos que, en otro 
tiempo y en otras latitudes, serían 
señales de alarma para el sistema 
político-electoral. Pero en la Gua-
temala de 2019, el que “solamen-
te” en dos municipios (Esquipulas 
Palo Gordo, departamento de San 
Marcos, y San Jorge, departamen-
to de Zacapa) se registraran acon-
tecimientos graves es considerado 
como señal de alivio: podría ha-
ber sido peor. Si bien las tensiones 
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y pasiones políticas que estallaron 
en esos municipios, y en más de 
otros 20 después de conocerse los 
resultados de los comicios, tenían 
un carácter local, su eclosión de-
bería ser suficiente para compren-
der que algo está fallando en el 
sistema político. Y puesto que la 
suspensión de las elecciones en 
algunas localidades, así como 
las protestas postelectorales, se 
ha convertido en parte del fol-
clore político cada cuatro años, 
lo menos que debería decirse es 
que el sistema está cuestionado 
en cuanto a los mecanismos de 
alternabilidad en el poder local. 
Simplistamente, podría pensarse 
que eliminando la posibilidad de 
la reelección en las alcaldías el 
problema podría superarse, pero 
hay suficientes evidencias de que 
el cacicazgo político –ahora pre-
ocupantemente mezclado con el 
narcotráfico– sigue siendo un mal 
endémico hacia el cual debería 
mirar con atención la postergada 
reforma política que el país re-
quiere.

Del mismo modo que esas expre-
siones más graves –suspensión 
de elecciones y protestas violen-
tas por los resultados– forman ya 
parte de “lo acostumbrado”, los 
comicios generales tampoco es-
tuvieron libres de otras prácticas 

antidemocráticas, típicas de lo 
que empezó a llamarse “la vieja 
política”, como el traslado de vo-
tantes (el “acarreo”), la compra de 
votos (en algunos lugares se habla 
de pagos de entre Q300 y Q500 
por sufragio), el clientelismo y el 
macro soborno de ofertas electo-
rales como los programas asisten-
cialistas. Tal es el uso de las “za-
nahorias electorales”, en un país 
cundido de pobreza y pobreza ex-
trema. Uso que caracterizó la jor-
nada de votaciones del domingo 
16 de junio y que fue completado 
por el extendido uso de llamados 
o inducción del voto a través de 
las redes sociales.

Si bien algunas voces de fuerzas 
políticas emergentes llegaron a 
denunciar un fraude electoral –en-
caminado a restarles votos, pero 
no necesariamente a escamotear 
triunfos–, la evidencia disponi-
ble no permite afirmar que haya 
habido tal cosa, al menos en tér-
minos de la experiencia histórica 
nacional y latinoamericana en 
esta materia. Es decir, en 2019 
no ocurrió lo que si aconteció, 
por ejemplo, en 1957, 1974, 
1978 o 1982. Más bien, lo que 
se denuncia como fraude son ma-
nifestaciones de males congéni-
tos del sistema político electoral, 
que con la aplicación de las re-
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formas de 2016 a la Ley Electoral 
y de Partidos Políticos (LEPP) tuvo 
dificultades agregadas: controles 
más estrictos al financiamiento de 
campaña, duración muy acotada 
del período para la promoción de 
los candidatos y sus propuestas, 
ausencia de propaganda en los 
grandes medios de comunicación 
convencionales, proliferación de 
candidaturas y revisión más dete-
nida de cada caso que aumentó 
la incertidumbre sobre inscripción 
y participación de candidatos en 
todos los niveles (corporaciones 
municipales, diputaciones y presi-
dencia de la República).

Cabe subrayar que los comicios 
del 16 de junio estuvieron rodea-
dos de un ambiente de confronta-
ción e incertidumbre que desem-
bocó, entre otros desenlaces, en 
la veda de la participación de dos 
candidatas presidenciales con re-
conocidos caudales de simpatías 
ciudadanas, además de la can-
celación (por diversas razones) de 
al menos otros tres aspirantes a la 
primera magistratura. Si bien en la 
historia electoral contemporánea 
de Guatemala no es esta la prime-
ra vez que se cierra por vía judicial 
el camino de candidatos, nunca 
antes, desde que está vigente la 
actual Constitución Política de la 
República, había ocurrido de la 

manera impactante como fue en 
2019.

Todo lo anterior suma para 
un balance del proceso, que 
no puede circunscribirse al 
día mismo de las elecciones, 
y del cual resultan señales in-
equívocas sobre la necesidad 
de un nuevo ciclo de reformas 
a la LEPP, ahora en condicio-
nes y correlaciones de fuerza 
diferentes a las existentes en 
2016. Si bien la jornada del 16 
de junio dejó el sabor amar-
go de muchas dudas, la par-
te positiva sigue siendo que 
constituyó la forma para ca-
nalizar la voluntad política de 
la ciudadanía. 

Cuando se escriba la historia del 
proceso electoral 2019, sin duda 
saltará entre los asuntos relevantes 
la controversia sobre lo que cons-
tituyó la expresión más clara de la 
crispación y polarización política 
vivida por el país a lo largo de los 
últimos años: la acusación de que 
hubo “fraude” electoral. Por pri-
mera vez, desde 1985, la certeza 
sobre la limpieza de los comicios 
y la credibilidad de sus resultados 
fueron puestas gravemente en 
duda. Las dos semanas transcurri-
das entre el domingo 16 de junio 
y el lunes 1 de julio, se vivieron 
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como una realidad onírica en la 
que Guatemala hubiera dado un 
salto atrás en su traumática histo-
ria política y estuviese replicando 
episodios como los de los años ya 
mencionados, esos sí derivados 
de elecciones amañadas. 

Diversos mecanismos de observa-
ción del proceso, tanto nacionales 
como internacionales, concuer-
dan en que no hubo tal cosa como 
un “fraude electoral”, al menos no 
en términos de aquellos como a 
los que hemos hecho referencia, y 
en los cuales facciones del poder 
oligárquico disputaban con malas 
artes en arquitecturas electorales 
viciadas de origen. Hay suficientes 
señales de que este no fue el caso, 
pero está más que claro que todo 
el proceso y los bochornosos tro-
piezos de comunicación y de in-
formática en el tramo final de los 
comicios generales, dejaron en 
evidencia el agotamiento del sis-
tema cuya reforma, transparente y 
democrática, se pone de nuevo en 
la agenda nacional.

Y si no hubo fraude, en el sentido 
que se ha dicho, ¿cómo leer la as-
paventosa agitación –desde el más 
alto poder del Estado– para desa-
creditar los comicios y sus resulta-
dos? Más tarde o más temprano 
saldrán a luz las interioridades de 

un intento fallido, casi desespera-
do, de alterar el orden constitucio-
nal, ya de por sí deteriorado por la 
inobservancia del presidente Jim-
my Morales de resoluciones de la 
Corte de Constitucionalidad. Pero 
lo que debe consignarse son al-
gunos hechos: a) el fracaso de la 
movilización social intentada por 
las expresiones más radicales de 
la derecha extrema guatemalteca; 
b) la defensa de la institucionali-
dad electoral –que nunca estuvo 
exenta de justificadas críticas al 
TSE por sus graves deficiencias– 
desde la sociedad civil, desde los 
mecanismos de observación y au-
ditoría ciudadana y desde la aca-
demia; c) el significativo respaldo 
de la comunidad internacional a 
esa institucionalidad.

Todo esto contribuyó a aislar la 
inviable solicitud de nulidad del 
proceso y transformando toda la 
agitación en torno al presunto 
“fraude” en municiones cargadas 
que terminaron en el fracaso de la 
pretensión de llevar esos reclamos 
hasta un extremo de ruptura de 
la institucionalidad; pero el daño 
causado a la legitimidad del pro-
ceso en el imaginario de amplios 
sectores sociales ya estaba hecho. 
No solamente las maquinaciones 
desde el oficialismo y sus aliados 
de la derecha extrema, sino tam-
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bién los crasos errores del TSE y 
el recurso a la judialización de la 
política con ostensibles propósitos 
de bloqueo a candidaturas presi-
denciales, tiñeron la contienda y 
minaron su credibilidad.

El mapa del Legislativo

El próximo gobernante tendría que 
reconocer esa realidad y de algún 
modo alentar una nueva gene-
ración de reformas a la LEPP. Las 
posibilidades de que esas y otras 
reformas que el país necesita pue-
dan avanzar pasan por la reconfi-
guración del mapa de partidos y 
fuerzas políticas. Los resultados de 
las votaciones de junio llevan al 
ocaso de varios partidos (que no 
alcanzaron el mínimo establecido 
por la LEPP ni lograron alcanzar 
representación parlamentaria), así 
como la emergencia de nuevos 
actores partidarios y, principal-
mente, la consolidación y más que 
sobrevivencia de las formaciones 
representativas de “la vieja políti-
ca”, como se verá: es esto último 
lo característico de la muy tenue 
mudanza del mapa político-parti-
dario nacional.
Entre los primeros, esto es, los que 
pierden el registro de conformidad 
con el inciso b) del Artículo 93 de 
la LEPP, se cuentan siete agrupa-
ciones: Avanza, Unidos, Produc-

tividad y Trabajo, Fuerza, Libre, 
Convergencia y Encuentro por 
Guatemala. 

En contraste con esos partidos que 
agotaron su ciclo vital, emergen 
ahora algunas nuevas formacio-
nes partidarias que ocupan espa-
cios vacíos en el espectro ideoló-
gico-político; por la izquierda es 
el Movimiento para la Liberación 
de los Pueblos (MLP), de amplia 
base campesina y del proletaria-
do rural, cuyo planteamiento cen-
tral gira en torno a la refundación 
del Estado y es usualmente con-
siderado como la única expresión 
antisistema de los partidos con re-
gistro legal. Más hacia el centro 
–y sin quedar totalmente claro si 
se calzan el guante de “izquier-
da”– emerge también el partido 
Movimiento Semilla, que en su 
momento abanderó la frustrada 
candidatura de Aldana. Si bien la 
ausencia en la carrera presiden-
cial afectó su desempeño y no se 
puede comparar con quienes sí tu-
vieron presencia en esa elección, 
es claro por sus resultados en la 
elección del Legislativo que es una 
fuerza en ascenso, especialmen-
te en el área metropolitana de 
Guatemala y los municipios del 
departamento del mismo nombre, 
donde –en medio de una enorme 
dispersión de opciones– se con-



21

REVISTA ANÁLISIS DE LA REALIDAD NACIONAL

virtió en el partido que obtuvo la 
primera mayoría.

También aparecen como parti-
dos emergentes, esta vez en el 
centro-derecha y la derecha, res-
pectivamente, los partidos Huma-
nista de Guatemala (PHG) y su 
candidato presidencial Edmond 
Mulet, y el ya citado Vamos, de 
Giammattei. Entre ambos partidos 
emergentes (Vamos y PHG) suman 
el 25 por ciento de un electorado 
inclinado del centro-derecha a la 
derecha promilitar, desplazando 
de esas posiciones a los partidos 
de la “vieja política”, algunos de 
los cuales subsisten con disminui-
das representaciones parlamenta-
rias. Ambos habrían capitalizado 
al menos una parte de los votantes 
dejados al garete por la veda de 
participación que tuvo Zury Ríos y 
su partido Valor (el cual, por cier-
to, logró ganar nueve curules par-
lamentarias).

Pero es la consolidación y hasta la 
ampliación de los partidos de “la 
vieja política”, el dato más rele-
vante, especialmente aquellos que 
van de la derecha al centro del es-
pectro, empezando por el partido 
UNE que tendrá la mayor bancada 
en la legislatura a instalarse el 14 
de enero de 2020. También, de 
manera sorpresiva para muchos, 

no solamente mantuvo y amplió 
su representación parlamentaria 
el partido Unión del Cambio Na-
cional (UCN), que tendrá 12 curu-
les y formará la tercera mayoría en 
el nuevo Congreso. Resultado que 
llama la atención porque UCN 
finalmente corrió sin candidato 
presidencial, pues su abandera-
do, Mario Estrada, fue retirado de 
la contienda luego de haber sido 
capturado en Estados Unidos por 
una acusación de vínculos con el 
narcotráfico. Otro tanto puede 
decirse del partido Compromi-
so, Renovación y Orden (CREO), 
cuyo candidato presidencial –Julio 
Héctor Estrada– no alcanzó una 
votación significativa, pero de al-
gún modo contribuyó a mantener 
una bancada (seis diputados) que 
lo convierte en potencial bisagra 
en las alianzas necesarias para 
darle gobernabilidad al próximo 
Legislativo.

Subsisten, con representaciones 
parlamentarias disminuidas, los 
partidos que formaron el núcleo 
duro del llamado “Pacto de Co-
rruptos”, esto es, aquellos que 
fueron soporte político principal 
en el Congreso de la República 
para el presidente Jimmy Morales, 
en su lucha por el cese anticipado 
de la actividad de la CICIG. Entre 
las cuatro agrupaciones que for-
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man ese núcleo duro del bloque 
anti CICIG (el oficialista FCN-Na-
ción, Todos, Unionista y Avanzada 
Nacional) sumarán 20 curules.

Completan el cuadro del Legisla-
tivo– la sobrevivencia de partidos 
que ya tienen presencia parlamen-
taria, como la URNG (que tendrá 
tres diputados), el Movimiento Po-
lítico Winaq (con cuatro curules) y 
el estreno parlamentario del MLP 
con un diputado. A la derecha de 
ellos, entre el centro y la derecha, 
pero hipotéticamente en el cam-
po pro reformista, se colocarán 
los legisladores del partido BIEN, 
cuyo líder más visible es el expre-
sidente Alfonso Portillo (quien una 
vez más fue vedado de participar 
como candidato a diputado). Esta 
expresión política tendrá ocho le-
gisladores. A su derecha se ubi-
carán los seis diputados del PHG 
y más a la derecha los siete que 
logró colocar el partido Visión con 
Valores (VIVA).

Garrote, zanahoria y 
ayuntamiento

Y mientras en Guatemala se des-
hojaba la margarita electoral, 
en Estados Unidos no se quitó el 
dedo del renglón del complica-
do asunto migratorio, que pasó 
a ser un tema definitorio de las 
relaciones bilaterales y subregio-

nales mesoamericanas, en medio 
de un conflicto entre el Ejecutivo 
republicano presidido por Donald 
Trump, y la mayoría demócrata en 
la Cámara de Representantes del 
Legislativo estadounidense.

Pugna que se proyectó durante 
todo este período a Guatemala, a 
los otros dos países del norte de 
Centroamérica (Honduras y El Sal-
vador) y a México, naciones que 
fueron objeto –cada cual según 
sus dimensiones y/o las fortale-
zas-debilidades de sus respectivos 
gobiernos– de parte de la admi-
nistración Trump, empeñado en 
contener los flujos migratorios de 
indocumentados hacia su país.

Las realidades de la geopolítica 
regional y global pasaron, nue-
vamente como en 1954, una pe-
sada factura a Guatemala. Otra 
vez, como en aquel aciago año, 
la vida y el futuro de nuestro país 
son determinados por el garrote 
–bajo su contemporánea forma 
de amenaza de sanciones eco-
nómicas– esgrimido por el actual 
ocupante de la Casa Blanca, en 
Washington. Poco duró la ilusión 
de que Guatemala podría hacer 
ejercer su soberanía y apoyarse en 
su institucionalidad para decidir, 
autónomamente, cómo condu-
cir sus relaciones bilaterales con 
EE.UU. en el peliagudo asunto de 



23

REVISTA ANÁLISIS DE LA REALIDAD NACIONAL

la política migratoria. El 14 de ju-
lio, como se recordará, la Corte 
de Constitucionalidad (CC) deci-
dió otorgar un amparo provisional 
que señalaba al Ejecutivo la ruta a 
seguir en caso de que pretendiera 
firmar un acuerdo sobre asuntos 
migratorios con la potencia glo-
bal. Uno de los efectos de aquella 
decisión soberana, apegada a las 
normas constitucionales guate-
maltecas, fue la “suspensión” de 
la visita que el presidente de la 
República, Jimmy Morales, debía 
realizar un día después a la capital 
estadounidense para la suscrip-
ción del acuerdo que convertiría a 
Guatemala en “tercer país segu-
ro”, al que se remitirían migrantes 
solicitantes de asilo en EE.UU.

Pese al desaire estadounidense, 
que dejó a Morales en Guatema-
la, una delegación gubernamental 
–formada por el ministro de Go-
bernación, Enrique Degenhart; la 
ministra de Relaciones Exteriores, 
Sandra Jovel, y el titular de Traba-
jo y Previsión Social, Gabriel Agui-
lera– sostuvo reuniones de alto ni-
vel con autoridades de aquel país 
en Washington, mientras a través 
del Twitter el presidente Donald 
Trump lanzaba amenazantes rayos 
y centellas contra Guatemala y su 
gobierno. Era su forma de jugar el 
pendenciero estilo de negociación 

que algunas semanas antes le do-
bló el brazo al gobierno de Méxi-
co. ¿Y si lo hizo con este, cómo 
no lo iba a hacer con un gobierno 
guatemalteco a punto de salir de 
la escena y con el nivel más bajo 
de respaldo social?

La siguiente parte de esta historia 
también es conocida, pero es del 
caso consignarla: doce días des-
pués de la resolución de amparo 
acordado por la CC –la cual, así 
como los interponentes de ese re-
curso preventivo, fue “responsabi-
lizada” por el gobierno del “daño” 
que se pudiera causar al país– el 
ministro Degenhart y Kevin McA-
leenan (titular interino del Depar-
tamento de Seguridad Interior de 
EE.UU., DHS, por sus siglas en 
inglés) firmaron el acuerdo bila-
teral “Relativo a la cooperación 
respecto al examen de solicitudes 
de protección”. Con todo el sim-
bolismo mediático del caso, la 
firma se realizó en la propia ofi-
cina de Trump en la Casa Blanca, 
y a la vista –entre amenazante y 
complacida– del rudo gobernan-
te de EE. UU. Según la triunfalista 
interpretación de Trump, por fin se 
firmó el acuerdo de “tercer país 
seguro” y por arte de magia el 
país que menos de dos semanas 
antes era denostado y tratado con 
los peores epítetos, se convirtió en 
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un “buen aliado”. Así, a su modo, 
Trump se lavó la cara.

Pero la tormenta no amainó en 
Guatemala, al contrario. Aunque 
Degenhart y Jovel sostuvieron que 
el acuerdo firmado no es uno de 
“tercer país seguro”, una elemen-
tal revisión de su contenido no 
parece dejar lugar a dudas de 
que sí tiene ese carácter. Y, por 
consiguiente, el Ejecutivo estaría 
obligado a someterlo a considera-
ción del Congreso de la República 
para su ratificación, a tenor de lo 
establecido en el Artículo 171 de 
la Constitución Política de la Re-
pública de Guatemala, tal como 
lo recordó la CC al otorgar el 
amparo provisional el pasado 14 
de julio. La misma alta corte rati-
ficaría ese punto de vista el 10 de 
septiembre, fecha en que revocó 
el amparo provisional que había 
otorgado el 14 de julio pasado 
a solicitud de varios ex ministros 
de Relaciones Exteriores, el cual 
prohibía al gobierno suscribir un 
acuerdo –entonces genéricamen-
te denominado de “Tercer país 
seguro”. 

En su resolución de septiembre, la 
CC señaló que “las circunstancias 
que propiciaron el otorgamiento 
de la protección interina han va-
riado, toda vez que tanto el pre-

sidente como la ministra de Rela-
ciones Exteriores han expresado 
que cumplirán los procedimientos 
establecidos en la Constitución”. 
Pero es en este último punto, que 
la CC asume con optimismo ju-
rídico-formal, donde salta nue-
vamente el roce entre el tribunal 
constitucional y el Ejecutivo, cuyo 
titular se aferra a su punto de vis-
ta: el gobierno, en tanto responsa-
ble de la política exterior del país, 
tiene la potestad de suscribir el 
acuerdo y la CC se excede en sus 
funciones al indicar cuál es el ca-
mino a seguir. Y, por supuesto, lo 
que enoja al mandatario saliente 
es que ese camino incluye el paso 
de la ratificación legislativa.

Como resultado, Guatemala si-
guió caminando en el filo de la 
navaja de la ruptura del orden 
constitucional: al menos habría 
una nueva como flagrante des-
obediencia gubernamental a una 
indicación de la CC, si es que opta 
por no llevar el asunto al Legisla-
tivo. De lo que no queda duda, 
sin embargo, es que EE.UU. está 
decidido a imponer a Guatemala 
un compromiso en aplicación de 
su política migratoria que, como 
también es sabido, está amarra-
da a la carrera para la reelección 
presidencial de Trump, quien no 
parece dispuesto a aflojar. Así 



25

REVISTA ANÁLISIS DE LA REALIDAD NACIONAL

lo corroboran las reiteradas visi-
tas de McAleenan a Guatemala; 
confirmación, además, de que la 
política exterior estadounidense 
hacia nuestro país sigue pasan-
do de forma decisiva por las ra-
zones de Estado de la seguridad 
interna de EE. UU. Lo que llama 
a sonrojo, por decir lo menos, es 
que en lugar de que fuera el go-
bierno de Guatemala quien reali-
zase una necesaria explicación a 
la sociedad guatemalteca sobre 
los alcances del acuerdo, sea un 
emisario de Trump quien venga a 
reunirse con diversos actores na-
cionales para hablar del asunto, 
incluidos los, para entonces, dos 
candidatos a le elección presiden-
cial de segunda vuelta. 

¿A qué vino McAleenan? Segu-
ramente a dar la visión de Was-
hington, pero también a dejar 
bien marcada la cancha, con el 
infaltable recordatorio de que lle-
gó amparado por la sombra del 
garrote imperial. Pero más allá de 
los argumentos de fuerza utiliza-
dos por EE. UU., y de las sutilezas 
jurídicas domésticas, en una parte 
deliberante de la sociedad arraigó 
profundamente la convicción de 
la inviabilidad de que Guatema-
la pueda ser “tercer país seguro”, 
aunque ello sea una necesidad 
para la estrategia estadouniden-

se de contención de las corrientes 
migratorias principalmente origi-
nadas en los países del llamado 
triángulo norte de Centroamérica.

Aunque persiste la indefinición so-
bre el carácter del convenio bilate-
ral negociado entre los gobiernos 
de Guatemala y Estados Unidos, si 
Guatemala adquiere la condición 
de “tercer país seguro” ello impli-
ca que el Estado guatemalteco se 
compromete a la recepción tem-
poral de migrantes (centroame-
ricanos o de otros orígenes) que 
busquen acogerse a las leyes es-
tadounidenses en materia de asilo 
o refugio, en tanto las autorida-
des de EE.UU. resuelven en cada 
caso. Entre otras implicaciones, el 
Estado guatemalteco se obligaría 
a aplicar el principio de recipro-
cidad de la Convención sobre el 
Estatuto de los Refugiados que ga-
rantiza a los migrantes recibir trato 
igual al que se otorga a cualquier 
otro extranjero. 

Desde la sociedad civil, medios 
de comunicación social, entida-
des especializadas en la defensa 
de los derechos de los migrantes 
y entidades académicas, prolife-
raron las expresiones de recha-
zo a un eventual acuerdo de esa 
naturaleza. Se aducen, en primer 
lugar, argumentos relativos a las 
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limitaciones estructurales que el 
Estado guatemalteco tiene para 
garantizar las condiciones de 
bienestar a que se comprometería 
en virtud de la Convención sobre 
el Estatuto de los Refugiados. De 
hecho, se recuerda, la falta de 
garantía del goce de los derechos 
económicos, sociales, culturales y 
ambientales, es una de las cau-
sas estructurales profundas que 
explican el continuado y creciente 
éxodo de guatemaltecos hacia el 
norte continental, especialmente 
EE.UU. Esas condiciones domésti-
cas no solamente no tienen visos 
de corregirse en mediano y largo 
plazos, sino que se verían agrava-
das con la recepción de una carga 
demográfica adicional, a la cual 
el país tendría que ofrecer míni-
mos en materia de acceso a la ali-
mentación, vivienda, educación, 
asistencia pública, trabajo, pro-
tección laboral y seguridad social.

A ese macro argumento se añade 
otro sobre la capacidad institucio-
nal del Estado guatemalteco para 
atender la avalancha de solicitu-
des de asilo o refugio temporal 
de quienes tienen la mira puesta 
en llegar a EE.UU. Como prueba 
de ello se aduce que la Comisión 
Nacional para los Refugiados (Co-
naref, prevista en el artículo 177 
del Código de Migración, decreto 
número 44-2016) ha sido disfun-

cional y durante 2018 solamente 
recomendó otorgar el estatuto de 
refugiado en 20 casos sobre casi 
un centenar de solicitudes. En 
2019, la Conaref no se había reu-
nido ni una sola vez y todas las so-
licitudes del estatuto de refugiados 
elevados al Instituto Nacional de 
Migración (INM) se encuentran sin 
ser resueltos. La pregunta/reparo 
a la idea de convertir a Guatema-
la en “tercer país seguro”, a la luz 
de esa experiencia, es: si hay tal 
incapacidad de resolver algunos 
cientos de casos, ¿cómo podría 
esperarse una mejor respuesta del 
INM con un flujo previsible que se 
contaría por miles? De acuerdo 
con datos del Alto Comisionado 
de Naciones Unidas para los Re-
fugiados (ACNUR), solamente en 
2017 (último año para el cual hay 
cifras) los hondureños solicitantes 
de asilo en otros países fueron 59 
mil 788, en tanto que los solici-
tantes salvadoreños sumaron 60 
mil 272.

También se argumenta que, desde 
el punto de vista de la seguridad 
e integridad de los centroameri-
canos que busquen refugio, Gua-
temala no puede considerarse un 
país “seguro”. Se recuerda los vín-
culos transnacionales de los gru-
pos criminales que operan en los 
tres países en ilícitos como trata 
de personas, tráfico de migrantes 
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(coyotaje), tráfico de armas y nar-
cotráfico. En particular se enfatiza 
que las pandillas, como la Sal-
vatrucha o Barrio 18, son orga-
nizaciones con conexiones en los 
otros países que forman el trián-
gulo norte centroamericano, por 
lo cual Guatemala no garantiza la 
protección de los migrantes cen-
troamericanos asilados persegui-
dos por las maras. Sería exponer-
los a las amenazas de los países 
de origen.

Fin de ciclo

Es de sobra conocido que desde 
2017, cuando Morales se sintió 
afectado (primero por su familia, 
luego por su partido y finalmen-
te él mismo) por la labor de in-
vestigación y persecución penal 
conjunta del MP y la CICIG, la 
lucha por sacudirse a esta última 
se convirtió en un contenido fun-
damental –rayano en lo obsesivo– 
del qué hacer del Ejecutivo. Este 
espacio es insuficiente para rese-
ñar con detalles cómo esa lucha 
anti CICIG permeó el conjunto del 
acontecer político nacional, pero 
cabe decir que los sucesivos rea-
lineamientos frente a la CICIG y 
frente al MP en su momento dirigi-
do por Thelma Aldana, dan con-
tenido a la vida política nacional 
de por lo menos los últimos tres 
años. La polarización sociopolíti-

ca, el reavivamiento del viejo dis-
curso anticomunista, las triquiñue-
las para lograr convenientes vedas 
electorales y el ayuntamiento de 
la política exterior guatemalteca 
a la del presidente Trump (entro 
otros indicios) están unidos –de un 
modo u otro– por la argamasa de 
la lucha anti CICIG. 

El período a que se refieren estas 
notas cubre, precisamente, el del 
tramo final de un ciclo de la histo-
ria nacional que tuvo en su epicen-
tro al sistema de justicia –fuente 
inmediata y latente de la polari-
zación entre las elites nacionales– 
con su cauda de confrontación en 
torno a la independencia judicial, 
la corrupción y la continuidad de 
la lucha contra la impunidad. En 
torno a esos asuntos, que fueron 
centrales en la demarcación de 
posiciones durante la mayor par-
te del gobierno de Morales, sigue 
habiendo un claro antagonismo 
entre los defensores y los detracto-
res del ente internacional, que ca-
ducó el 3 de septiembre. Ni duda 
cabe que triunfaron aquellos últi-
mos, dando lugar a la expectativa 
de que el país está a las puertas 
de la restauración de la “justicia” 
según las prácticas previas a abril 
de 2015. Ataviado con una retó-
rica nacionalista (ausente en todo 
lo relativo al acuerdo de Tercer 
país seguro) el propio presiden-
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te Morales lo dijo en un discurso 
pronunciado el domingo 1 de 
septiembre en la Escuela Politécni-
ca: “Gracias a Dios los echamos 
y nunca más debemos esperar ni 
permitir que quieran venir a piso-
tearnos”, en referencia al cierre de 
la CICIG.

Pero esta no se fue en silencio. 
Durante la mayor parte de sus 
últimos meses de vida institucio-
nal, desplegó un intenso trabajo 
de entrega de informes públicos, 
en los cuales dejó plasmada su 
visión de los desafíos que tiene 
por delante el sistema de justicia 
en Guatemala, así como sobre los 
logros que considera haber alcan-
zado durante los 12 años de ope-
ración, según su propio balance: 

Visualizando la calidad, can-
tidad e impacto de los casos 
desde 2008 al 18 de julio de 
2019, han sido sindicadas 
más de 1,540 personas en 
los casos MP-CICIG. Como 
resultado de las investiga-
ciones conjuntas, a julio de 
2019, más de 660 personas 
están procesadas, de las cua-

les aproximadamente el 70% 
goza de medidas sustitutivas.

Lo anterior significa que la gran 
mayoría de los sindicados enfren-
tan sus procesos en libertad respe-
tando los derechos fundamentales 
de las personas de acuerdo con 
los estándares internacionales, 
siempre que esto no implique una 
obstaculización a la investigación 
o un riesgo de fuga, como señala 
el ordenamiento guatemalteco.

El MP y la Comisión investi-
garon e identifi caron más de 
70 estructuras criminales de 
alta complejidad. Más de 120 
casos de alto impacto fueron 
judicializados y cerca de 100 
solicitudes de antejuicio re-
cibieron la colaboración de la 
CICIG.1

De esta forma se cerró el ciclo y 
Guatemala entra a uno nuevo: el 
período post CICIG.

1. Véase, CICIG: Presentan el informe final de labores de la CICIG: el legado de 
justicia en Guatemala. Accesible en https://www.cicig.org/cicig/informes_cicig/infor-
me-de-labores/informe-final-de-labores/ 
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Reacomodo 
de Estado: el 
legado de la 
coyuntura 2015Cristhians Castillo

Resumen
El desenlace de la crisis político-institucional y de hegemonía en que derivó el 
periodo post 2015, ha legado a la sociedad guatemalteca una restauración 
conservadora de poder que devuelve a los capitales tradicionales la posición 
hegemónica de conducción del Estado guatemalteco.  El momento de transi-
ción representa una oportunidad para la concreción de un pacto de goberna-
bilidad, que se sustente sobre los esfuerzos de diversos sectores sociales que 
han hecho propuestas para salir de la crisis sin romper el marco constitucional 
vigente y, a la vez, que atienda las profundas brechas sociales que atizan la 
polarización, la conflictividad y la exclusión. El cambio de época política puede 
tener más oportunidades que amenazas para la profundización de la demo-
cracia, el combate a la corrupción y las estructuras criminales, sin abando-
nar los esfuerzos por modernizar la institucionalidad que incida en la calidad 
de vida de la población y oriente hacia el desarrollo sostenible; todo ello, si 
como sociedad, damos un salto cualitativo para alcanzar un acuerdo político 
interelitario capaz de dotar de legitimidad al nuevo gobierno hacia una efectiva 
conducción política del Estado hacia el desarrollo sostenible.

Palabras clave
Sistema político, sistema electoral, restauración conservadora, contrarreforma 
de Estado, reforma electoral, democracia.
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Consideraciones iniciales

La coyuntura política post 2015 se cerró. La tercera 
gran coyuntura vivida en el país durante el periodo de 
la apertura democrática inició luego de los aconteci-

mientos que llevaron la revocatoria de un gobierno democráti-
camente electo; la crisis fue producto del rompimiento de las 
relaciones de poder impuestas por el actor dominante, inte-
grado por actores emergentes lícitos e ilícitos, que instrumen-
talizaron el Estado para el benefi cio de nuevos capitales, los 
cuales basaron sus reproducción y privilegios en un sistema 
de corrupción que cooptó a los partidos políticos y capturó las 
instituciones del Estado. 

Abstract
The outcome of the political-institutional and hegemony crisis in which it led to the post-
2015 period has bequeathed Guatemalan society a conservative restoration of power that 
returns to the capital and traditional the dominant position of leadership of the Guatemalan 
State. The moment of transition represents an opportunity for the realization of a gover-
nance pact, which will be based on the efforts of various social sectors that have made 
proposals to get out of the crisis without breaking the existing constitutional framework 
and, at the same time, to address the deep social gaps that stoning polarization, conflict 
and exclusion. The change of time policy may have more opportunities than threats to the 
deepening of democracy, the fight against corruption and the criminal structures, without 
abandoning the effort to modernize the institution that focuses on the quality of life of the 
population and east toward sustainable development; all this, if as a society, we take a 
qualitative leap to reach a political agreement among the elites capable of providing legi-
timacy to the new government towards an effective political leadership of the State towards 
sustainable development.

Keywords
Political system, electoral system, conservative restoration, state counter-reform, electoral 
reform, democracy.

Los eventos desencadenantes de 
la coyuntura estuvieron asociados 
a excesos en el uso de poder y el 
cinismo de la clase política en fun-

ciones, que obtuvo el control de 
lo público mediante la elección 
del Partido Patriota y la imposición 
de un modelo de gestión pública 
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de control total, que evitó la fis-
calización institucional y el control 
cruzado propio del modelo repu-
blicano.  

El reemplazo de las autoridades 
corruptas de la cúpula patriota y 
su alianza con el partido Lider para 
buscar la continuidad del modelo, 
abrió un espacio de oportunidad 
para un cambio en las correlacio-
nes de fuerzas políticas en el país; 
el relevo se dio dentro del marco 
constitucional mediante una susti-
tución secuencial de autoridades 
en el Ejecutivo, se completó el 
mandato de gobierno evitando un 
rompimiento constitucional que 
pusiera en riesgo las elecciones de 
autoridades para un nuevo perio-
do democrático institucional.

El resquebrajamiento de la lógica 
político-institucional que domi-
nó el Estado guatemalteco des-
de inicios del siglo XXI fracturó 
las estructuras acostumbradas a 
controlar la estatalidad desde el 
financiamiento de los partidos po-
líticos, que recibieron importantes 
aportes para costear campañas 
electorales clientelistas y endosa-
ban la capacidad de decisión de 
las autoridades electas a intereses 
de sus financistas.  Esta ruptura 
de poder desencadenó la tercera 
gran coyuntura de la era demo-

crática del país, que al término de 
cuatro años tuvo su desenlace.

En artículos anteriores he referido 
que el país ha tenido tres grandes 
coyunturas, a saber: el origen del 
periodo institucional que vivimos 
se alcanza luego de transitar hacia 
la democracia y el orden constitu-
cional producto de la “coyuntura 
de transición a la democracia”, 
que inició en el año de 1983 con 
la legislación del nuevo modelo 
electoral, la cual, además de ser 
la génesis del actual sistema de 
partidos políticos inauguró la era 
institucional, en la que el relevo de 
autoridades se ha concretado ex-
clusivamente por procesos electo-
rales universales que han evitado 
que por la vía de facto, asciendan 
autoridades al control del poder 
público.  La elección democrática 
de la Asamblea Nacional Consti-
tuyente y la primera elección ge-
neral bajo el nuevo modelo, le-
galizaron y legitimaron el retorno 
al orden constitucional que entró 
en vigencia en 1986, permitiendo 
la estabilización del régimen so-
ciopolítico en el país.

La estabilidad no duró mucho y 
luego del traspaso de poder al 
segundo periodo de gobierno 
democrático, la crisis se reactivó 
de mano de la debilidad política 
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del gobierno del presidente Jorge 
Serrano Elías, quien no pudo dar 
conducción política a las faccio-
nes de poder que operaban en el 
Ejecutivo y en el Legislativo, y no 
tuvo el liderazgo para encausar el 
proceso de paz en la región, ini-
ciado en las cumbres de Esquipu-
las I y II. El auto golpe de Estado 
perpetrado por Serrano desató 
un nuevo reacomodo de poder 
dando origen a la segunda gran 
coyuntura: la de transición a la 
paz 1993-96, periodo en el que 
además de la salida constitucional 
al auto golpe, viabilizó la depura-
ción del Congreso de la época y la 
única reforma constitucional que 
ha tenido nuestra carta magna. El 
desenlace de la coyuntura se da 
luego de reencauzar el proceso de 
paz y la firma de los acuerdos que 
permitieron que todos los sectores 
de poder asumieran sus cuotas y 
posiciones dentro de la institucio-
nalidad estatal, que transitó del 
Estado contrainsurgente al Estado 
neoliberal.

Los sectores tradicionales de po-
der en el país compitieron con 
sus candidatos orgánicos en las 
elecciones de 1996 y, luego del 
triunfo, condujeron la recupera-
ción del control del Estado por la 
vía de las recetas del Consenso de 
Washington, que luego de con-

cretadas las privatizaciones de las 
empresas estratégicas heredaron 
al gobierno siguiente un Estado 
reducido para atender las profun-
das brechas sociales, las cuales 
no fueron resueltas ni por la vía 
de la lucha armada, ni por la co-
yuntura de transición a la paz.  El 
proceso de paz, si bien permitió 
cerrar el capítulo de la historia del 
conflicto armado interno, no logró 
desestructurar los cuerpos ilegales 
y aparatos clandestinos de segu-
ridad (CIACS), que continuaron 
ejerciendo dominio sobre porcio-
nes operativas del Estado en la 
institucionalidad post conflicto.

El reacomodo de estructuras mi-
litares, burocráticas y crimina-
les que operaron impunemente 
durante el periodo del conflicto 
armado interno, mutaron hacia 
fuerzas paralelas que operaron en 
los vacíos y la porosidad del nue-
vo estado de derecho, no solo in-
fluyendo en la operatividad de los 
órganos de justicia, sino además 
irrumpieron en la administración 
de los recursos del Estado.  

Ya para los inicios del siglo XXI, la 
democracia formal y el régimen 
constitucional de derecho habían 
demostrado que gobernar con 
tantos frentes de poder activos 
provoca cíclicas crisis de goberna-
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bilidad y tensión en la gobernanza, 
principalmente para la élite de tur-
no en la administración del poder 
público, que tenía que cogobernar 
con actores y estructuras de poder 
lícitas e ilícitas.  Es así que duran-
te el gobierno de Alfonso Portillo, 
llevado al poder Ejecutivo por el 
partido Frente Republicano Gua-
temalteco (FRG), se levanta el de-
bate de la necesidad de investigar, 
desarticular y prevenir la rearticu-
lación de los CIACS que siguieron 
operando luego de la transición a 
la paz.  El FRG invocó la cláusu-
la de subsidiariedad internacional 
reconociendo la incapacidad del 
sistema de justicia guatemalteco 
para combatir la impunidad con 
la que operaban estas estructuras, 
se eliminó el Estado Mayor Presi-
dencial y promovieron el proyecto 
de la Comisión Investigadora de 
Cuerpos Ilegales y Aparatos Clan-
destinos de Seguridad (CICIACS), 
a la que se le otorgaban en sus 
orígenes poderes tales, que inclu-
sive la CC declaró inconstitucio-
nales.

Seis años llevó enmendar la pro-
puesta y lograr la instalación del 
ente creado mediante un acuerdo 
entre el Gobierno de Guatemala 
y la Secretaría General de las Na-
ciones Unidas, cuyo mandato fue: 

Apoyar, fortalecer y coadyuvar 
a las instituciones del Estado 
de Guatemala encargadas 
de la investigación y la per-
secución penal de los delitos 
presuntamente cometidos con 
ocasión de la actividad de los 
cuerpos ilegales de seguri-
dad  y aparatos clandestinos 
de seguridad y  cualquier otra 
conducta delictiva conexa con 
éstos que operan en el país; 
así como en la determinación 
de sus estructuras, activida-
des, formas de operación y 
fuentes de financiamiento, 
promoviendo tanto la desar-
ticulación de dichas organiza-
ciones como la sanción penal 
de los partícipes de los delitos 
cometidos. 

Su eficacia no fue inmediata. Los 
primeros casos en generar resul-
tados de interés colectivo se die-
ron hasta en el Gobierno del Pre-
sidente Álvaro Colom, cuando el 
escándalo del Caso Rosenberg 
catapultó a la Comisión interna-
cional Contra la Impunidad en 
Guatemala (CICIG), como un 
actor definitorio en los temas de 
interés de país.

Las controversias en torno a la 
figura de la CICIG se remontan 
inclusive al proyecto de su nunca 
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creada predecesora, la CICIACS. 
Los tres periodos de los diferentes 
comisionados estuvieron envuel-
tos en controversias, al punto que 
en el caso del último comisiona-
do, el Sr. Iván Velásquez Gómez, 
su mandato concluye en medio de 
una confrontación directa con el 
Presidente de la República Jimmy 
Ernesto Morales, quien tomó la 
decisión de dar por terminado el 
mandato de manera anticipada y 
unilateral desde un año antes que 
concluyera la quinta prórroga que 
el mismo Morales solicitó y firmó.

La aversión a la CICIG por parte 
de funcionarios del gobierno de 
Morales, de políticos y legislado-
res, de estructuras burocráticas 
opacas, de algunos actores tra-
dicionales de poder y del crimen 
organizado en el país, estuvo mo-
tivada por los resultados positivos 
en la develación de casos de alto 
impacto presentados por el Minis-
terio Público (MP) y respaldados 
por la gestión de Iván Velásquez 
al frente de la comisión, muchos 
de ellos basados en el tipo penal 
de financiamiento electoral ilícito, 
que evidenció las tramas de poder 
y corrupción en el manejo de los 
recursos del Estado, así como la 
interrelación entre actores emer-
gentes, crimen organizado, clase 
política y financistas tradicionales 
de los partidos políticos.

Investigar las irregularidades en 
el financiamiento electoral per-
mitió identificar que por lo menos 
el 50% de los recursos para los 
partidos, según el informe Finan-
ciamiento de la política en Guate-
mala” de CICIG, provenía de ca-
pitales emergentes cuya fuente de 
acumulación estaba íntimamente 
relacionada con negocios privi-
legiados con el Estado, del cual 
extraían los recursos vía la corrup-
ción.  Los negocios de los actores 
emergentes los llevó a establecer 
dinámicas de cooptación institu-
cional desde donde interactuaron 
con otros múltiples actores socia-
les, evolucionando de los CIACS, 
a lo que la CICIG denominó redes 
político-económicas ilícitas que 
perpetraron las presuntas defrau-
daciones al Estado.

La contradicción fundamental de 
la tercera gran coyuntura política 
en el país, que con fines acadé-
micos la denominaremos la “co-
yuntura de reacomodo de élites”, 
tuvo como interés central arrancar 
del control del Estado a los acto-
res emergentes y criminales que 
ascendieron al poder público me-
diante el financiamiento de acto-
res electorales, quienes luego del 
triunfo en votaciones, capturaban 
la institucionalidad y sus recursos 
para la protección de sus finan-
cistas. Esta estrategia discurrió 
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paralelamente a la penetración 
territorial de estructuras criminales 
dedicadas a lo que el Programa 
de las Naciones Unidas para el 
Desarrollo ha denominado la eco-
nomía subterránea, que reprodu-
ce capitales a partir de negocios 
ilícitos, tales como contrabando, 
coyotaje, tráfico de estupefacien-
tes, por mencionar algunos.

Estas dinámicas criminales situa-
ron a Guatemala, El Salvador y 
Honduras en el centro de la políti-
ca estadounidence del combate al 
crimen organizado, denominando 
a esta región como “el triángulo 
norte de Centroamérica”. Una 
zona afectada por altos niveles de 
pobreza, principal causa de las 
migraciones, presencia de estruc-
turas dedicadas al narco tráfico y 
una constante inestabilidad políti-
ca, condiciones que le valieron ser 
catalogada como una amenaza a 
la seguridad nacional de Estados 
Unidos de Norteamérica.  La re-
acción a finales de la primera dé-
cada del nuevo siglo fue promover 
un combate frontal al narcotráfi-
co, cuyos principales resultados 
los obtuvo en Guatemala la fiscal 
Claudia Paz y Paz, quien fue suma-
mente efectiva en la investigación, 
captura y extradición de cabecillas 
de estos grupos criminales, los 
cuales amenazaban con convertir 
al país en un narco-Estado. Una 

vez contenidas estas estructuras, 
el segundo nivel de intervención 
para la recuperación del Estado 
de manos de los intereses crimina-
les fue desestructurar a los actores 
emergentes que operaban dentro 
de la institucionalidad pública.

El trabajo de investigación e im-
putación de cargos a las cúpulas 
de los capitales emergentes fue 
el principal resultado del periodo 
de la fiscal Thelma Aldana, quien 
mediante casos penales logró 
contener el avance de los opera-
dores criminales y depurar some-
ramente la clase política vinculada 
a estos intereses. En este propósito 
confluyeron no solo las institucio-
nes de justicia, sino además las 
demandas de la ciudadanía gua-
temalteca y apoyos internaciona-
les, para evitar la instauración del 
narco-Estado.

En esta dinámica los capitales 
tradicionales fueron relegados 
por los emergentes a posiciones 
de cogobierno para administrar, 
desde el gabinete económico del 
gobierno central, la política eco-
nómica que ha sido su principal 
interés; ocuparon esta posición 
durante los gobiernos de la Uni-
dad Nacional de la Esperanza, 
del Partido Patriota y del Frente de 
Convergencia Nacional, teniendo 
en cada uno de ellos más o menos 
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margen de maniobra, pero en los 
tres sometidos a las exigencias de 
quienes, en otras épocas, habrían 
sido sus operadores políticos.

Aunque las acciones para recu-
perar el control del Estado nunca 
fueron abandonadas por las élites 
económicas, sus intentos fracasa-
ron debido a su evidente interés 
de clase, única motivación para 
promover los cambios en la forma 
de la conducción política del país. 
Desde una fallida intentona de re-
forma constitucional, expresada 
en la visión conservadora del pro-
yecto Pro-Reforma, pasando por 
una convergencia táctica con la 
estrategia internacional de com-
bate a la corrupción y la impuni-
dad, hasta la promoción de una 
agenda legislativa abiertamente 
contra reformista, que alcanzó éxi-
tos parciales como la reforma al 
artículo 407 “n” del Código Penal, 
que diferencia entre financiamien-
to electoral ilícito y no registrado, 
hasta llegar a una alianza puntual 
con el gobierno de Morales para 
expulsar a la CICIG, el objetivo 
subyacente pareciera ser siempre 
el mismo, recuperar la posición 
de actor hegemónico y retomar el 
control de lo público.
Mientras que el MP y la CICIG 
eran sumamente efectivos en 
desestructurar a las redes políti-
co-económico ilícitas que habían 

capturado la institucionalidad, y 
la ciudadanía se concentraba en 
confrontar a los actores emergen-
tes como su único oponente polí-
tico, las élites tradicionales aisla-
ban a los actores orgánicos que 
resultaron vinculados a casos de 
corrupción de alto impacto, bus-
cando con ello evitar un desgaste 
mayor, producto de los vínculos de 
los señalados con los sectores gol-
peados por el avance de la justicia 
en el país. 

Poco a poco, el debilitamiento 
del narcotráfico, las estructuras 
criminales y la debacle de la cla-
se política tradicional y sus redes 
de capitales emergentes, fueron 
abriendo un espacio de oportu-
nidad para retomar el control del 
Estado por un actor relativamente 
unificado.  Las elecciones genera-
les de 2019 constituyeron el mo-
mento culmen de una estrategia 
de rearticulación no homogénea 
y mucho menos granítica, pero 
sí instrumental, del empresariado 
nacional para cerrar filas y pro-
mover una opción electoral, que 
sin ser expresión unificada de sus 
intereses, sirvió para derrotar con-
tundentemente a los resabios de 
una época de marginación y pér-
dida de hegemonía política.

Con el triunfo de Alejandro Giam-
mattei en el balotaje de las elec-
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ciones 2019, se cierra la coyun-
tura abierta en el 2015 y da paso 
a una restauración conservadora 
y una probable contra reforma de 
Estado.
 
Una aproximación teórica 
a la resolución de la 
coyuntura

Una coyuntura en términos con-
ceptuales se puede definir como 
un espacio-tiempo en el que se 
rompen las estructuras de poder 
imperantes, y se abre un espa-
cio de oportunidad para que una 
nueva correlación de fuerzas dé 
conducción política y económica 
a la sociedad, mediante el uso 
de la fuerza institucional con que 
cuenta el Estado, para normar las 
relaciones sociales.

En el proceso de ruptura de las 
estructuras decadentes, las élites 
suelen sufrir reacomodos de po-
der, unas abandonan la posición 
privilegiada de dominación y otras 
ascienden al poder público alcan-
zando no solo el manejo de la 
burocracia, sino la capacidad de 
decisión sobre los recursos estra-
tégicos del Estado.  El elemento 
económico está siempre presente, 
siendo el principal incentivo para 
que grupos de individuos con un 
interés pecuniario se organicen, 

se movilicen y promuevan accio-
nes dirigidas a buscar el cambio 
de correlaciones de fuerza.

Las rotaciones de élites y los rea-
comodos de poder suelen ser co-
munes, no obstante una coyuntura 
presenta rasgos particulares que 
pueden modificar el bloque histó-
rico, es decir “alterar el juego de 
relaciones de fuerzas sociales (…) 
e instaurar un cambio significati-
vo en el (…) sistema hegemónico” 
(Olivé, 2014).  Este precisamen-
te parece haber sido el elemento 
desencadenante de la coyuntura 
2015: la ruptura de las relaciones 
sociales de poder, sostenidas so-
bre una estructura axiológica alta-
mente tolerante a la corrupción y 
la impunidad.  El cambio preten-
día lograr un relevo de la clase 
política en el poder, que había 
servido a los interese criminales 
dominantes del Estado guatemal-
teco a lo largo de lo que va del 
siglo XXI.  La pretendida depura-
ción de los actores hegemónicos, 
que impusieron una dinámica 
criminal, altamente difundida y 
aceptada en la sociedad, trastocó 
la naturaleza de las instituciones y 
hundió a los poderes republicanos 
en una parálisis profunda, que ha 
contribuido decisivamente a sumir 
a casi el 60% de la población en 
la pobreza y la pobreza extrema, 
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mientras los recursos y privilegios 
que reparte el poder público se 
seguían concentrando en las élites 
de turno.

La resolución de la coyuntura 
puede ser revolucionaria, de con-
tinuidad, de renovación, o de res-
tauración del viejo orden ante el 
cual se revelan las fuerzas socia-
les que entran en contradicción. 
Sin pretender entrar en un abor-
daje teórico-filosófico e ideológi-
co del contenido de cada una de 
las categorías propuestas para el 
desenlace de una coyuntura, dire-
mos que el contenido del proyecto 
político que asciende al poder en 
el cierre de la coyuntura 2019 en-
carna un ideario de acciones que 
restaurarán las estructuras econó-
micas, políticas, sociales y cultu-
rales que venían reproduciéndose 
en la inercia del periodo previo a 
la crisis coyuntural, al momento 
previo al cambio de siglo, es decir, 
al modelo neoliberal de Estado.

Para el caso guatemalteco, la 
transición al Estado moderno y 
su ulterior desarrollo, ha sido una 
sucesión de proyectos liberales y 
conservadores que han moldea-
do la naturaleza de la estatalidad; 
siguiendo al profesor Edelberto 
Torres en su texto La restauración 
conservadora: Rafael Carrera y 

el destino del Estado nacional en 
Guatemala en el cual describe la 
circulación de élites de un periodo 
a otro como “una pugna crecien-
temente aguda entre una fracción 
de la élite criolla de orientación 
liberal y otra calificada como con-
servadora. El sentido de la disputa 
interesa en relación con el desti-
no de la construcción del Estado 
nacional” haciendo referencia a 
la restauración conservadora de 
1840 (Torres, 2008).  Va a ser 
hasta el periodo 2000-2015 en el 
que la sucesión de élites en el país 
no se da entre facciones criollas, 
sino son sustituidas por los capita-
les emergentes.

La única posible salida revolucio-
naria a una coyuntura en la histo-
ria del país pudo haber tenido una 
orientación rupturista en la resolu-
ción del periodo del conflicto ar-
mado interno, que aunque no ini-
ció de un actor socialista, durante 
su evolución incorporó, principal-
mente en las facciones de la lucha 
armada, un contenido ideológico 
que pudo haber llevado a una re-
solución revolucionaria si por la 
vía de las armas hubieran llegado 
al poder.  Pero la salida negocia-
da al conflicto armado restituyó la 
inercia histórica de rotación de éli-
tes tradicionales de poder, sin una 
amenaza ideológica de izquierda 
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viable.  Fueron los actores crimi-
nales quienes desplazaron del po-
der a las élites tradicionales en la 
conducción del Estado.

Las primaveras revolucionarias 
duran poco en Guatemala. Es 
más rentable vivir bajo las tem-
pestades que el régimen produce 
para recomponer las facciones de 
los poderes tradicionales que se 
rotan en el poder. Luego de cada 
crisis, la estabilización es la salida 
y la renovación o restauración he-
gemónica reproduce la estructura 
axiológica que sostiene el agota-
do sistema socio-institucional.

Las gestas del 2015 abrieron una 
ventana de oportunidad para que 
ascendiera un actor político emer-
gente no subordinado a las élites 
económicas, como el Ejército du-
rante el periodo 1954-84, que no 
fuera orgánico u operador político 
de las mismas élites, como sucedió 
durante el periodo 1986-1999; y 
mucho menos, que procediera del 
crimen organizado, como predo-
minó entre el 2000-2015.  El sis-
ma que generó las movilizaciones 
de calle llegaron al punto de le-
vantar el debate de un cambio de 
valores, que orientara a una nue-
va clase política para darle con-
ducción no solo a la etapa de de-
puración judicial, sino del proceso 

de reforma profunda del Estado, 
que debería continuar luego de un 
eventual desenlace progresista de 
la coyuntura.

Pero nuevamente el temor de los 
sectores conservadores, que no 
son solo las cúpulas económicas, 
prefirieron abortar el proyecto 
progresista y evitar que la clase 
política emergente, nutrida de una 
energía social renovadora, termi-
nara de relevar de la conducción 
estratégica del país a los mismos 
de siempre.  

Sin ánimo de provocar un debate 
ideologizado, la hipótesis del pre-
sente trabajo plantea que la salida 
a la crisis post 2015 va a sacar de 
las altas esferas del poder público 
a los capitales emergentes lícitos 
e ilícitos, contuvo el avance del 
crimen organizado en la captura 
de la institucionalidad y evitó el 
ascenso de un actor político emer-
gente con visión progresista, que-
dando la vía expedita para una 
nueva restauración conservadora. 
El contenido y la significación de 
la vuelta al conservadurismo aún 
está por definirse, puesto que ni 
son todos los mismos liderazgos 
del pasado los que vuelven al po-
der, ni son las mismas condiciones 
históricas en las que se implemen-
tó esta corriente en el pasado, ni 
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es el mismo estado de situación 
de la sociedad sumisa, conformis-
ta y dominada por la fuerza.

Al afirmar que con la victoria de 
Alejandro Giammattei en el ba-
lotaje se cierra la coyuntura y se 
pasa a un periodo de restauración 
conservadora, lo que se describe 
únicamente es cómo los sectores 
tradicionales de poder: empre-
sarios, clase política tradicional, 
caudillos territoriales, iglesias pro-
testantes, facciones del Ejército, 
expresiones de sociedad civil or-
ganizada y algunos intereses inter-
nacionales, se rearticulan frente a 
la amenaza de quedar fuera del 
juego político debido a la profun-
dización del combate a la corrup-
ción o el triunfo electoral de quie-
nes por década y media habrían 
disputado el control del Estado y 
de fracciones del mercado rele-
gando a liberales y conservadores 
a posiciones de cogobierno.  Ante 
la amenaza descrita, una alianza 
táctica les lleva a un irrefutable 
triunfo electoral.

Sería muy aventurado arriesgarse 
a hacer afirmaciones descalifica-
doras del ideario conservador y 
sus repercusiones en la vida na-
cional, tan solo a partir de los le-
gados de la historia; no obstante, 
los movimiento pendulares sobre 
los que se consolida la hegemonía 

en Guatemala, nos llevan a recor-
dar el planteamiento del profesor 
Torres Rivas, al referirse a la res-
tauración conservadora de 1840: 

el momento girondino en 
nuestra historia llegó como 
una restauración, que es 
como el rellano del proceso 
de cambio, una parálisis con 
efectos negativos, la detención 
para nuevos emprendimientos 
regresivos, un intermedio en 
un proceso que iba hacia de-
lante y se detiene. El punto es 
examinar sine ira et studio lo 
que la historiografía nacional 
ha venido diciendo. Restaurar 
señala un regreso a lo que se 
había rechazado; en política, 
entraña una sustitución de lo 
nuevo por lo viejo”.  Citar es-
tas afirmaciones no tiene un 
propósito predictivo, más bien 
son de alerta para evitar como 
sociedad, ser víctima del de-
terminismo histórico. 
(Torres, 2008)

Puntualizaciones 

Para una lectura objetiva del mo-
mento histórico es primordial re-
conocer que no hay absolutos en 
el cambio de época política a par-
tir de la restauración conservado-
ra 2019.  En primer lugar hay que 
diferenciar cúpula empresarial de 
empresariado organizado. Las es-
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pecificidades del empresariado en 
el país hacen mucho más com-
pleja la tarea de identificar a un 
actor hegemónico a partir de su 
actividad económica; las diferen-
cias generacionales, la actividad 
productiva, la ubicación territo-
rial, hasta la fragmentación de la 
súper cúpula aristocrática-oligár-
quica de antaño, hacen necesa-
rio reflexionar sobre los matices 
del liberalismo o conservadurismo 
que puedan impulsar como idea-
rio político-económico los actores 
del empresariado organizado en 
el país que, en algunos casos, han 
flexibilizado posiciones y hasta han 
asumido concienzudamente el rol 
social de su actividad económica, 
teniendo un liderazgo subsidiario 
en la atención a problemáticas es-
tructurales de Guatemala.

Igualmente, reconocer los avan-
ces en materia de combate frontal 
al narcotráfico, a la corrupción y 
la impunidad, no es afirmar que 
estos azotes han sido erradica-
dos de la dinámica de país.  Se-
ría ingenuidad académica ase-
verar que con la sola imputación 
o las sentencias condenatorias 
alcanzadas hasta este punto en 
contra de los cabecillas, capos 
y estructuras dirigenciales de las 
redes político-económicas ilíci-
tas, se ha desarticulado el modus 

operandi de quienes han aprendi-
do a concentrar privilegios y be-
neficios producto del desfalco del 
Estado.  La presencia y acción de 
estas estructuras puede estar ya 
tejiendo vasos comunicantes con 
quienes gobernarán la nueva épo-
ca política, negocios son negocios 
para quienes su único propósito 
es acumular.

Tampoco se plantea aquí la falsa 
imagen de un sector conservador 
unificado en torno a la figura de 
Alejandro Giammattei, a quien no 
necesariamente reconocen como 
su máximo operador político y di-
rigente de los cuadros orgánicos 
que administrarán las diversas 
áreas especializadas del Estado.  
Más bien parece la suma de fuer-
zas conservadoras que buscan la 
protección de sus áreas de influen-
cia y que, en algunos casos, están 
dispuestas a debatir y consensuar 
las especificidades de la política 
pública, para hacer eficiente y efi-
caz la labor de la burocracia, a lo 
que debe incorporarse la urgente 
función de subsidiariedad, princi-
palmente para los sectores más 
empobrecidos del país.

La amplia sinergia de posiciones 
sociales en torno al #RenunciaYa 
aplicado en 2015, se constituyó 
en un hito histórico que demos-
tró que en el país son posibles las 
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amplias convergencias en torno a 
una causa común; por un breve 
momento se rompieron las histó-
ricas barreras de clasismo, etni-
cidad, religiosidad, territorialidad 
y hasta ideología, abriendo una 
brecha de discusiones productivas 
que permitieron, por lo menos, 
escuchar al otro en sus plantea-
mientos y posiciones respecto de 
las prioridades que puedan orien-
tar a Guatemala por una ruta de 
desarrollo incluyente. La etapa fi-
nal de la coyuntura recientemen-
te resuelta, desafortunadamente 
estuvo plagada de polarizaciones, 
sobre todo por la batalla en tor-
no a la CICIG. No obstante, las 
elecciones no provocaron una 
profundización de la polarización 
y la transición de gobierno pue-
de ser el espacio de oportunidad 
para hilvanar propuestas comunes 
planteadas desde todas las élites 
de país, para una agenda com-
partida.

Una de las coincidencias desde 
las múltiples voces de élites indí-
genas, academia, colectivos ur-
banos, movimientos populares, 
campesinado, mujeres, redes de 
jóvenes y sectores tradicionales de 
poder, es que el sistema se agotó y 
que, de continuar con el deterioro 
de la institucionalidad solamente 

se postergará la ruina del mode-
lo criminal de Estado, que operó 
entre el 2000 y el 2015.  Para 
salvar lo avanzado en la institucio-
nalización democrática y depurar 
las fuerzas criminales que captu-
raron lo público, se requiere una 
reforma profunda de Estado que 
rescate los importantes avances 
sociales del marco constitucional, 
pero que rompa con las lógicas y 
espirales de corrupción altamente 
arraigadas en la cultura burocráti-
ca, toleradas y hasta compartidas 
por la sociedad. 

La justicia penal por sí misma no 
garantiza una sana convivencia 
pacífica y armónica en una socie-
dad acostumbrada a vivir al límite 
de la legalidad y el irrespeto al es-
tado de derecho; es fundamental 
romper con el círculo vicioso de la 
ingobernabilidad, la exclusión, la 
viveza criolla, el culto a lo fácil y 
lo rápido, hasta la tolerancia del 
sabotaje a lo público. El relevo 
democrático de autoridades ha 
sido determinante, pero no sufi-
ciente, para fortalecer y profundi-
zar la democracia y llevar la efec-
tividad de la estatalidad al punto 
de atender y reducir las profundas 
brechas sociales que golpean el 
nivel de vida de quienes han sido 
desatendidos por el Estado.
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A manera de conclusión

La restauración conservadora es 
ya un hecho que no debe signi-
ficar necesariamente la vuelta a 
una desarticulación, reducción o 
desinstitucionalización del Estado, 
como las impulsadas en gobier-
nos de corte neoliberal en el pasa-
do.  Las instituciones son la única 
salida en ley a las disputas entre 
privados que buscan maximizar su 
beneficio.  Puede brindar mayores 
réditos alcanzar un pacto de go-
bernabilidad como el planteado 
por el presidente electo Alejandro 
Giammattei, que una contrarre-
forma de Estado que base su éxito 
en un nuevo intento de instaurar 
un modelo de gestión pública de 
control total que fracasó en los 
gobierno del FRG, del PAN y del 
PP. El éxito de la democracia no 
es imponer a las minorías sobre la 
mayorías ni viceversa, sino encon-
trar las rutas comunes que satisfa-
gan las demandas de todos.

Caer en la tentación de sostener la 
transición sobre el uso de la fuerza 
como instrumento de gobernanza 
y gobernabilidad reavivará pola-
rizaciones estériles que inclusive 
llevaron a esta sociedad al enfren-
tamiento armado, que luego de 
tres décadas de muerte y terror no 
llegó a ningún resultado concreto. 

Un mal gobierno conservador 
acelerará las contradicciones que 
dieron origen al descontento con-
tra el sistema político cooptado 
por redes político-económicas ilí-
citas y reavivará el posicionamien-
to de los actores más extremos del 
espectro ideológico que plantean 
una ruptura del marco constitucio-
nal como única salida al laberinto 
de poder en el que hemos estado 
los últimos cuatro años.  

Las autoridades electas tienen el 
reto histórico de no solo gobernar 
para los intereses de clase, sino de 
guiar al país hacia el desarrollo 
sostenible, en el que todos los sec-
tores tenemos algo que aportar.
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La política 
económica y el 
largo alcance: 
2020-2032Edgar Balsells

Resumen
El artículo continúa con la operacionalización de los temas expuestos en la “Agenda 
Estratégica 2020-2024: una propuesta desde la Universidad de San Carlos”, pre-
sentada a la sociedad guatemalteca por el Consejo Superior Universitario (CSU). Se 
acentúan los temas de política económica, buscando no sólo el 2024, sino el año 
2032 visualizado por el Sistema Nacional de Consejos de Desarrollo (CONADUR), 
como un año que completa los Objetivos de Desarrollo Sostenible que, a pesar de 
tener contemplada su finalización en el 2030, las denominadas Metas Estratégicas de 
Desarrollo (MED), institucionalizadas por el CONADUR, han buscado la confluencia 
de ideas y estrategias que vienen desde el Plan Katún 2032 y los Objetivos de Desa-
rrollo del Milenio.

Palabras clave
Plan Katún 2032, Objetivos de Desarrollo Sostenible, Metas Estratégicas de Desarro-
llo, política económica, inversión, empleo, reforma fiscal.

Abstract
The article continues with the operacionalización of the topics exhibited in the “Stra-
tegic Agenda 2020-2024: a proposal from the University of San Carlos”, presented 
to the Guatemalan society for the University Higher Council (CSU). Economic policy 
issues are accentuated, seeking not only 2024, but the year 2032 visualized by the 
National System of Development Councils (CONADUR), as a year that completes the 
Sustainable Development Goals which, despite having contemplated its completion 
by 2030, the so-called Strategic Development Goals (MEDs), institutionalized by CO-
NADUR, have sought the confluence of ideas and strategies that come from the Katún 
Plan 2032 and the Millennium Development Goals.

Keywords
Katún Plan 2032, Sustainable Development Goals, Strategic Development Goals, 
Economic Policy, Investment, Employment, Tax Reform.
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La economía, los ODS y el plan de país

Tres grandes campos agrupan buena parte de los ODS, 
sobre los cuales se ha reflexionado ampliamente 
desde la construcción de la agenda mínima de la Uni-

versidad de San Carlos, elaborada por el IPNUSAC:1 el econó-
mico, el social y el ambiental.

La agenda mínima está inspirada 
en los ODS y permite desarro-
llar de manera más concreta,  la 
“Agenda Estratégica 2020-2024: 
una propuesta desde la Universi-
dad de San Carlos”, presentada 
a la sociedad en mayo de 2019, 
y para conectarse con el segui-
miento específico de las políticas 
públicas nacionales, se busca adi-
cionalmente la inserción en las 
denominadas por el CONADUR 
y SEGEPLAN, Metas Estratégicas 
de Desarrollo (MED), que consti-
tuyen una simbiosis entre los ODS 
y el plan Katún 2032, que intentó 
empujar los compromisos pacta-
dos en los Objetivos de Desarrollo 
del Milenio (ODM), previos a los 
ODS.

Resulta interesante poner atención 
a las MED porque en base a un 
ejercicio institucional conjunto, 
cada país civilizado comienza a 
jerarquizar las áreas por atender, 
y a definir indicadores, a través de 
un adecuado esfuerzo de planifi-
cación nacional, del cual se habla 
en la Agenda Estratégica, princi-
palmente al referirse a la necesa-
ria coordinación para formular y 
ejecutar el Sistema Nacional de 
Inversión Pública (SNIP).

Siguiendo un  proceso de va-
lidación recomendado por las 
instancias del CONADUR, la SE-
GEPLAN, con el apoyo de GIZ y 
PNUD, convocó a un proceso de 
discusión de  indicadores especí-

1. Ver a este respecto: Agenda mínima de la USAC para un diálogo nacional, Revista 
Análisis de la Realidad Nacional, edición 21, julio/septiembre 2017.
2.  Los indicadores de la mesa económica se presentan al final, y así también fueron 
presentados indicadores para cada meta estratégica; sin embargo, en el resumen que 
se comentará luego, presentado por el Secretario General de Segeplan en Nueva 
York, aún se observa que dicha construcción se encuentra en proceso de diseño, lo 
que resulta urgente de completarse luego de cinco años de vigencia de los ODS. Se 
espera que en el gobierno a instalarse en enero de 2020 se respeten los acuerdos 
técnicos logrados, de lo contrario ello significaría un notable retroceso.



LA POLÍTICA ECONÓMICA Y EL 
LARGO ALCANCE: 2020-2032 48

ABRIL / AGOSTO 2019EDICIÓN 28AÑO 8

ficos2 que sustentan las diez MED, 
y que se explicarán más adelan-
te. Se habló además de un pro-
ceso de consolidación por parte 
de la tecnocracia de SEGEPLAN; 
así como de la elaboración de 
un reporte que se presentó en el 
Consejo Económico y Social de 
las Naciones Unidas, como parte 
de la modalidad de reportes vo-
luntarios de los países miembros, 
en julio de 2019.

La sesión en donde participó el re-
presentante guatemalteco Miguel 
Moir, titular de SEGEPLAN quién  
afirmó que Guatemala ha incor-
porado 99 de las 169 sub metas 
en el plan nacional de desarrollo, 
mientras que anunció una reforma 
fiscal comprensiva para movilizar 
recursos financieros, además de 
una estrategia nacional sobre el 
papel de los actores involucrados  
(stakeholders) en la implementa-
ción de los ODS, y esfuerzos para 
reducir la corrupción. Ambas de-
claraciones dejan mucho para la 
imaginación sociológica.

Luego de un retraso en la pre-
sentación del documento, en la 
última semana de septiembre se 
recibió de SEGEPLAN un resumen 
de lo presentado, que lleva el tí-
tulo: Resumen Revisión Nacional 
Voluntaria 2019: El camino hacia 
el desarrollo sostenible. 

Ese documento se analiza en este 
artículo en lo referente a dos de 
las diez grandes prioridades na-
cionales  (MED), y que se refieren 
al impulso de la inversión y el em-
pleo y la reforma fiscal, que son 
los grandes temas relacionados 
con el campo de la política econó-
mica, sin descuidar por supuesto 
la necesaria interacción que debe 
existir entre la política económica 
y la social y entre estas con el de-
sarrollo sostenible.

En lo referente al complejo tema 
de la reforma fiscal, el discurso 
gubernamental, de acuerdo al re-
sumen, presentó lo siguiente:

Sobre las Metas Estratégicas 
de Desarrollo

De acuerdo a los consensos lo-
grados a través del CONADUR, 
que es la instancia que le ha dado 
aposento institucional a los ODS,  
la simbiosis lograda comprende 
diez metas estratégicas que deben 
articular la planificación operativa 
institucional y territorial: 

1. Protección social y disminución 
de la pobreza

2. Acceso a servicios de salud
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3. Acceso al agua y gestión de los 
recursos naturales

4. Impulso de la inversión y el em-
pleo

5. Seguridad alimentaria y nutri-
cional

6. Valor económico de los recur-
sos naturales

7. Transparencia y fortalecimiento 
institucional

8. Educación

9. Reforma fiscal

10. Ordenamiento territorial

En el campo de la política econó-
mica nos quedamos con la 4 y la 
9, siendo así un desafío de primer 
orden que el CONADUR se haya 
embarcado en el tópico de la re-
forma fiscal, sobre la que hasta el 
momento no hace falta implemen-
tar un esfuerzo investigativo com-
plejo, para determinar que más 
bien lo que hoy hay es un retro-
ceso manifestado en el indicador 
de carga tributaria, que luego se 
explicará.

En relación con la meta 4 se 
acuerda  lo siguiente:4

“En 2032, el crecimiento del PIB 
real ha sido paulatino y sostenido, 
hasta alcanzar una tasa no me-
nor del 5.4%: a) Rango entre 3.4 
y 4.4% en el quinquenio 2015-
2020; b) Rango entre 4.4% y 5.4% 
en el quinquenio 2021.2025; c) 
No menor del 5.4% en los siguien-
tes años, hasta llegar a 2032.” Se 
añade además que dicho creci-
miento debe ser inclusivo y vin-
culado a enfoques sostenibles de 
desarrollo.

Ahora bien, en el tema de la re-
forma fiscal (meta 9), y siguiendo 
los compromisos nunca cumplidos 
de los Acuerdos de Paz, se propo-
ne que “la carga tributaria o fiscal 
ha superado el nivel observado 
en 2007, equivalente al 12.1%, 
y el gasto social ha superado el 
nivel del 7% del PIB, obtenido en 
2010”. Se busca así superar los 
niveles de tributación actuales y 
el gasto en inversión social con 
respecto al PIB. Se habla expresa-
mente que la tributación se destine 
a inversión social, lo que conecta 
este componente a la política so-
cial y ambiental.

4. Ver a este respecto el denominado acordeón de MED: SEGEPLAN (2017) Metas 
Estratégicas de Desarrollo, Guatemala.
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Gráfi ca1. tasa de variación del PIB en términos reales –Base 2001-

Fuente: elaboración propia con base en datos del Banco de Guatemala

Veamos inicialmente los datos de 
estas dos metas generales, para 
pasar luego al menú de indicado-
res discutidos en la mesa econó-

to. Es decir, no podemos transitar 
hacia un proceso unilineal de cre-
ciente dinamismo en el producto, 
y de la inversión, el consumo, el 
ahorro y demás. La tendencia a 
la crisis es un valladar que debe 
sistematizarse y prever, para anti-
ciparse y amortiguarla, y diseñar e 
implementar políticas macroeco-
nómicas anticíclicas.

En los aportes de la etapa post cri-
sis de 1998, Hyman Minsky tiene 
una frase lapidaria al respecto de 
la crisis económica: “la estabili-
dad –aún la de una expansión– 
es desestabilizante, en el sentido 
que más financieros aventureros 
reciben buena paga, y muchos se 

Nótese que la dinámica del cre-
cimiento económico guatemalte-
co se trata de un proceso cíclico. 
En diversos artículos y estudios 
hemos insistido en el vaivén en 
el comportamiento macroeco-
nómico y las crisis económicas. 
Dedicamos todo un número de la 
Revista de Análisis de la Realidad 
Nacional al tema de la Economía 
de la Incertidumbre (edición 21, 
julio/septiembre 2017). Además, 
la propia teoría económica nos 
alumbra que existen crisis y ciclos 
en la actual dinámica económica 
internacional, regional y nacional, 
como parte de una ley inexorable 
e ineluctable del proceso de pro-
ducción capitalista en su conjun-

mica conformada durante el taller 
de referencia supra. Enfoquémo-
nos entonces en la tasa de creci-
miento del PIB real.
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añaden al negocio”. (Wray, 2016, 
pág. 1).

El problema corre así, de acuer-
do con un análisis minskyano, no 
hay tales de un equilibrio general, 
tampoco hay una mano invisible 
operando en esa línea. Lo impor-
tante es entender que hay perío-
dos de notable inestabilidad se-
guidos de períodos de estabilidad, 
siendo las políticas anticíclicas de 
carácter fiscal y monetario indis-
pensables para esto último.

Un problema muy claro de los 
participantes en el mercado, y que 
nos hace empujar el análisis hete-
rodoxo, es que los fervientes cre-
yentes del libre mercado hacen las 
del avestruz cuando de efectuar 
salvatajes públicos de las finanzas 
privadas se trata. Es decir, cuando 
los banqueros están al borde de la 
quiebra por sus excesos, ellos bien 
saben que su actuar es estratégico 
y clave para los mercados, y en-
tonces el riesgo moral se amplía 
cuando se está en la fase expan-
siva, a sabiendas de que el fisco 
suele salvarlos de la quiebra. Ran-
dal Wray, un amplio conocedor 
de Minsky, dice: “los participantes 
de los mercados financieros van a 
ajustar sus expectativas incluyendo 
los salvatajes del gobierno si algo 
va mal. Entonces, irónicamente, 

el éxito de las intervenciones au-
menta el riesgo en la economía”. 
(Wray, 2016, pág. 41).

En tal sentido, a partir de esa serie 
histórica de ciclos cada vez más 
cercanos, el propio Minsky habla 
de la necesidad de reformar el 
capitalismo, por lo que muy bre-
ve pasamos revista a este tópico 
que engloba buena parte de nues-
tras preocupaciones a partir de la 
agenda ya mencionada.

Primero: el gobierno debe contar 
con la fuerza suficiente y el poder 
regulatorio para ejecutar políticas 
contracíclicas. El gasto de gobier-
no debiera ser incluso más grande 
que la magnitud de la inversión de 
un país. Recordemos que la inver-
sión privada en planta y equipo es 
la más volátil. La estabilización de 
la demanda agregada es enton-
ces una prioridad. El presupuesto 
debiera no ser menor del 20 por 
ciento del PIB. Minsky incluso ha-
bla de la eliminación del ISR a las 
empresas, más no así a las perso-
nas, y del impuesto a las planillas.

Segundo: Debe contarse con una 
estrategia de empleo. Las priori-
dades del gasto están lideradas 
por la política de empleo, aspecto 
con el cual concordamos ciento 
por ciento, en virtud de que los 
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verdaderos problemas se ubican 
en la economía real y en la políti-
ca social y previsional. Programas 
de empleo como las transferen-
cias monetarias focalizadas en la 
niñez, de infraestructura pública y 
fuera de la defensa son los reco-
mendados. Sin embargo, Minsky 
apunta en contra de los progra-
mas populistas de cupones para 
comida y las compensaciones por 
desempleo.

Tercero: la reforma corporativa, 
evitando la especulación princi-
palmente en los activos de lar-
go plazo. El mercado accionario 
debe ser un vehículo para facilitar 
la producción y no precisamente 
de especulación y de inflación de 
activos fijos. Eliminar el Impuesto 
sobre la Renta a las empresas es 
un avance, evitando el sesgo de 
endeudamiento sobre capitaliza-
ción de empresas. Es decir, políti-
cas que mejoren la relación de la 
estructura del capital, y que favo-
rezcan el trabajo sobre el capital; 
o sea, buscar inversiones más in-
tensivas en trabajo también. Alto 
nivel de empleo es, por lo tanto, 
un objetivo central de una política 
estabilizadora de corto plazo, que 
busque engarzarse hacia el largo 
alcance que proponemos.

Cuarto: el poder de mercado. 
Resulta necesario que las firmas 

y los bancos no lleguen al derro-
tero inevitable de la quiebra, aun 
cuando estimamos que en una de-
mocracia ello resulta ser un tema 
polémico y complejo.

Las condiciones que favorecen 
los monopolios son perjudiciales, 
afirma Minsky, en virtud de que las 
firmas son muy grandes para caer 
(too big to fail). Entonces, hay que 
desincentivar las políticas que fa-
vorezcan el incentivo a engrande-
cer y monopolizar.

Un sistema bancario descentrali-
zado debe estar correlacionado 
con un enjambre de empresas in-
dustriales pequeñas y medianas. 
Debe eliminarse así la segmenta-
ción de actividades, promoviendo 
bancos no muy grandes y concen-
tradores, con alta relación entre 
capital/activos. En este juego, la 
política industrial tiene un papel 
fundamental, sobre la cual gira 
buena parte de nuestras propues-
tas en torno a la producción gua-
temalteca nacional.

¿Por qué acudi a las teorizacio-
nes heterodoxas actuales de los 
mercados desarrollados? Sencilla-
mente porque estamos invadidos 
y dominados por  sus empresas, 
franquicias, marcas y modos de 
vida: McDonalds, Mercedes Benz, 
Toyota, Samsung, Huawei, etc. 
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Todo ese entorno moldea nues-
tras vacilaciones y fijezas en el 
mundo de la política económica, 
y es por ello valioso evaluar las 
nuevas propuestas que se vienen 
planteando a partir de una coyun-
tura compleja: la reelección posi-
ble de Donald Trump, el Brexit, la 
venidera  recesión económica in-
ternacional, la guerra comercial y 
demás temas alejados del roman-
ticismo económico neoliberal y su 
mundo ideal de los mercados.

El Financial Times del 20 de agos-
to, publica una columna que en su 
traducción en español libre nos in-
dica: “Los negocios deben actuar 
en torno a un nuevo propósito 
corporativo”, y ello lo subrayamos 
a propósito de las recomendacio-
nes sobre la estructura del capi-
tal de Minsky. Un objetivo dicen, 
debe ser la maximización del valor 
del tenedor de acciones (share-
holder), y ello toma en cuenta a 
otros actores involucrados (stake-
holders) con diferentes intereses 
en torno a la firma.

Nos referimos a intereses de los 
trabajadores, el medio ambiente y 
los clientes, por ejemplo. El Finan-
cial Times añade que ello debiera 
traer una forma más inclusiva de 
ver el capitalismo; es decir, una 
forma más integral en torno a los 

intereses colectivos y no sólo los 
individuales del empresario. No se 
trata tan solo de abaratar costos y 
reducir calidad en aras de los su-
perbeneficios.

Resulta claro así, a partir de las 
nuevas visiones de gobernanza 
corporativa, que sostener tan sólo 
la maximización del beneficio ca-
pitalista, y de los accionistas, sa-
crifica los intereses de otros acto-
res involucrados y crea incentivos 
en relación con el no pago de im-
puestos y la evasión.

La conclusión importante resulta 
ser una que muy bien la sabemos 
en los ambientes sociales fuera 
del frío y egoísta ambiente de los 
negocios: si las firmas se olvidan 
de sus responsabilidades sociales, 
la cosa parece no tener un largo 
alcance que tenga éxito.

El tema en los negocios es simple: 
o se va por explotar y ordeñar el 
estado de resultados, o la preocu-
pación está más bien focalizada 
en un balance general, con acti-
vos de calidad y que perduren en 
el tiempo, y además vayan siendo 
cambiantes, conforme avanza la 
tecnología.
Lo interesante, y ello también 
anima nuestras propuestas para 
Guatemala: promover la cultura 
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de la inversión, en vez del rentis-
mo y la compra venta continua de 
empresas, es lo que cuenta en las 
estrategias de largo alcance.

Cabe afirmar además que, de 
acuerdo a otra nota del Finan-
cial Times en torno a la Business 
Roundtable (Henderson, 2019, 
pág. 1),  los cinco actores involu-
crados o stakeholders que forman 
parte de las conclusiones de la 
mesa son los siguientes: accionis-
tas, clientes, trabajadores, provee-
dores y comunidades. Nos aleja-
mos así del clásico pensamiento 
de Milton Friedman, relativo a que 
los negocios tan solo sirven a sus 
accionistas, y que ha forjado la 
Norteamérica corporativa desde 
los años 70.

Lo importante es que plantearse 
metas de crecimiento sostenido 
y con miras a tasas crecientes 
resulta ser un esfuerzo que ame-
rita revisarse cada trimestre. En 
lo que respecta a la actualidad, 
la tasa debiera estar rozando el 
cuatro por ciento, sin embargo, 

según nota de elPeriódico, la CE-
PAL confirma que se mantiene la 
desaceleración económica. Según 
la actualización que publicó este 
año, Guatemala crecerá 2.9 por 
ciento, y se señala una caída du-
rante 11 trimestres de producción 
minera, que aun cuando no tiene 
una alta ponderación, sí genera 
numerosas expectativas, a la par 
de una marcada conflictividad.

Aun cuando no estamos efectuan-
do análisis de coyuntura, sí es 
pertinente afirmar que las expor-
taciones previstas por el Banco de 
Guatemala estaban en los umbra-
les 4.5-7.5 por ciento. Pero en los 
primeros cinco meses del año, la 
caída acumulada en el ingreso de 
divisas por exportaciones es del 
1.3 por ciento, registrando US$ 
4.7 millones. Vamos con la segun-
da gran variable que se refiere a 
la carga tributaria:

De acuerdo a las últimas cifras de 
análisis de la coyuntura, el com-
portamiento de la carga tributaria 
se ha observado de esta manera:
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Los ingresos que nos interesan son 
los tributarios. Varias considera-
ciones merecen efectuarse llega-
dos hasta aquí:

• A diferencia de casos como el 
ecuatoriano, el boliviano o el 
mexicano, Guatemala carece 
de una fuente significativa de 
ingresos no tributarios que son 
determinantes en tales realida-
des. El sector de hidrocarburos 
o gas es sumamente modesto 
por estos lares, y es una astrin-
gencia más cuando hablamos 
de los mecanismos de finan-
ciación de los ODS y las metas 
estratégicas de desarrollo.

• Recordemos que esquemas y 
políticas sociales en el sur, ta-
les como los vinculados con el 
Buen Vivir, han estado atados a 

la venta de gas natural, petró-
leo y otros productos primarios.

• Nótese que la carga tributaria, 
como clásicamente se le cono-
ce, ha quedado anclada en un 
10 por ciento en el 2010, des-
pues de haber logrado incluso 
un 11 por ciento luego de las 
acciones del Ministerio Público 
y CICIG a raíz del caso La Lí-
nea I y La Línea II. Lo decep-
cionante del caso es la caída 
de la recaudación tributaria en 
el primer trimestre de 2019, 
a niveles menores del 10 por 
ciento, significando ello un re-
troceso al año 1995, en plenos 
tiempos del ajuste estructural y 
de la inestabilidad provocada 
por la salida de Jorge Serrano 
Elías.

Gráfi ca 2. Carga tributaria

Fuente: Ministerio de Finanzas
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En tal sentido, la gran meta tam-
poco se está cumpliendo.

Indicadores para las MED

Durante la validación de las MED 
se presentaron un conjunto de 
indicadores que no han sido del 
todo desarrollados, pero que su-
ponen una tarea de los investi-
gadores para el monitoreo de los 
ODS, puesto que a través de estos 
se mueve y orienta el presupuesto 
por resultados, y los demás meca-
nismos de financiación, incluyen-
do los aportes privados.

1) Empleo en la manufactura 
como proporción del empleo total: 
Se espera una meta modesta, sin 
embargo, la escogencia de este 
indicador, junto a los numerales 
que se explicarán luego, todos tie-
nen que ver con la economía real, 
y van en la línea de que mientras 
mayor proporción del empleo se 
genere en las ramas industriales, y 
el producto industrial tenga mayor 
peso, más desarrollo socioeconó-
mico posee un país. La meta bus-
ca un modesto incremento hacia 
un 14.8 por ciento del empleo in-
dustrial para 2032.

Los datos provienen de le Encues-
ta Nacional de Empleo e Ingresos. 
América Latina presenta datos de 

alrededor del 22-24 por ciento 
del empleo industrial.

4) Porcentaje de recursos del Esta-
do destinados a la investigación: 
se propone en Chile es 0.36, en 
México, en Colombia 0.244, en 
la Unión Europea 2.03, en Ale-
mania 2.9. Como se observa, lo 
destinado a investigación, que va 
muy vinculado al desarrollo de la 
tecnología y al enfoque denomi-
nado Investigación & Desarrollo, 
es sumamente bajo, equivalente a 
96 veces menos que lo destinado 
por Alemania.

8) Proporción de la energía re-
novable en el consumo final de 
producción eléctrica: el indica-
dor guatemalteco, comandado 
por la hidroeléctrica Chixoy es del 
57.9%, mientras que Costa Rica 
está superando por cuarto año 
consecutivo el 98%. La meta es 
ambiciosa, si se tiene en cuenta 
que el mercado mayorista, que 
domina el sector eléctrico, no ha 
implementado inversiones signifi-
cativas de generación renovable, 
y adicionalmente existe en el me-
dio un alto nivel de conflictividad 
en relación con el desvío de ríos 
y su aprovechamiento para este 
giro de negocios. Recientemente 
la Junta Directiva del INDE ha ve-
nido efectuando algunos intentos 
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en materia de producción de 110 
Mw de energía fotovoltaica. El 
sector empresarial, aglutinado en 
el mercado mayorista de electrici-
dad, y la Asociación Nacional de 
Municipalidades, se han opuesto 
a la operación.

Llamamos la atención en torno 
a este proceso de licitación, en 
virtud de que siendo la inversión 
en capital un tema fundamental 
en la reactivación económica, o 
en cualquier intento contra cícli-
co o de largo alcance productivo 
futuro, la anemia de la inversión 
pública se debe, entre otros fac-
tores, a la obsolescencia de los 
instrumentos de armado de licita-
ciones, concesión de obra públi-
ca, implementación de procesos 
BOT (construir, financiar, operar 
y transferir), así como figuras APP, 
de alianzas público privadas.

Dentro de los esquemas de mo-
dernización del Estado, el servicio 
civil y las adquisiciones y contra-
taciones  juegan un papel fun-
damental, y cualquier intento de 
acelerar el crecimiento pasa nece-
sariamente por estas dos grandes 
reformas.

9) Intensidad energética, medida 
en función de la energía primaria 
y el PIB. Se refiere a un indicador 

de la eficiencia energética de una 
economía, y se calcula como la 
relación entre el consumo energé-
tico (E) y el PIB; de un país. Cuan-
do hablamos de energía primaria 
estamos hablando de la energía 
consumida. Dicho consumo co-
rresponde a los recursos natura-
les disponibles en forma directa 
o indirecta que no sufren ninguna 
modificación química o física para 
su uso energético. Las principales 
fuentes normalmente considera-
das por los balances energéticos 
de los países de América Latina y 
el Caribe, según CEPAL. Los paí-
ses medianos y grandes de Amé-
rica Latina están entre cinco y seis 
de coeficiente o relación.

10) Inversión en eficiencia energé-
tica como porcentaje del PIB y del 
monto de la Inversión Extranjera 
Directa –IED- en transferencias 
financieras destinadas a infraes-
tructura y tecnología con el fin de 
prestar servicios al desarrollo sos-
tenible: se trata de un indicador 
sumamente sofisticado que ini-
cialmente pareciera expresarse en 
porcentaje, en virtud de que así lo 
dice en su primera parte, sin em-
bargo, luego habla de montos de 
IED vinculada al desarrollo soste-
nible, tema sumamente complejo 
de medir. Por ejemplo, una inver-
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sión de la empresa Z Gas, ¿está 
orientada al desarrollo sostenible, 
por ser un sustituto del consumo 
de leña? En el taller de valida-
ción este indicador ni siquiera fue 
tratado, y tan sólo se muestra en 
este artículo para ilustrar sobre las 
complicaciones de medición del 
plan guatemalteco, en donde no 
se ha encontrado suficiente infor-
mación para su llenado. 

11) Valor agregado de manufac-
tura, como proporción del PIB y 
per cápita. Este sí que es un indi-
cador clásico del salto del desa-
rrollo, y es que los países del sur 
se caracterizan por pasar de una 
población rural, agrícola, a una 
urbana, con mayor educación y 
prestando servicios de calidad, a 
través de corredores logísticos y 
buscando hoy en día algunos de 
los eslabones de la cuarta revolu-
ción industrial.

De acuerdo con las cuentas na-
cionales, Guatemala ha manteni-
do una estructura de PIB industrial 
estancada, notándose además un 
proceso de desindustrialización, 
que es contrarrestado y viaja a 
contrapelo de la liberalización co-
mercial. Resulta difícil competir en 
tecnología y economías de escala 
con los grandes polos: China con-
tinental y EE.UU. Los empresarios 

aglutinados en la Cámara de In-
dustria parecieran haber, simple-
mente aceptado la derrota de sus 
sectores, tornándose en rentistas, 
bodegueros o bien monopolistas 
de compartimientos estancos y de 
marcas, patentes y derechos de 
autor, como el caso clásico de la 
cerveza, en donde la Cervecería 
Centroamericana, no solo ha ab-
sorbido a su rival La Cerveza Ca-
bro, sino monopoliza las marcas 
de las cervezas importadas, junto 
a otras filiales de la familia Casti-
llo, secularmente vinculados a las 
bebidas gaseosas y la provisión de 
agua pura.

Nótese incluso que en las últimas 
dos décadas lo ocurrido es la pre-
sencia de un proceso de desin-
dustrialización nacional, bastante 
bien sistematizado por autores 
que hemos venido estudiando en 
los trabajos preparatorios de la 
Agenda Estratégica 2020-2024, 
tal es el caso de las investigacio-
nes econométricas de Luis René 
Cáceres para El Salvador y Gua-
temala.

En el cuadro utilizado por SEGE-
PLAN el indicador se presenta en 
montos de valor agregado indus-
trial y peso del mismo en el total 
de la actividad económica, pero 
a nuestro juicio no contiene una 
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medición acertada. Para 2032 de-
biera ser llegar a un PIB industrial 
del 25%, pero ello debiera conlle-
var un esfuerzo serio de política 

productiva y principalmente una 
política comercial de nuevo cuño, 
dados los fracasos de la ronda 
Doha y los efectos de la guerra 
comercial sino-estadounidense.

Gráfi ca 3. PIB medido por el origen de la producció 2001
Porcentaje

Fuente: elaboración propia con base en datos del Banco de Guatemala.
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13) Tasa de crecimiento anual de 
PIB real per cápita.  Es un indica-
dor clave en la interacción entre 
política económica y social. Ve-
mos que hay intenciones de em-
pujar un PIB real hasta una diná-
mica del 6%; sin embargo, en la 
historia reciente de esta variable 
es de notar que el PIB per cápi-
ta va rezagado, lo que no es más 
que una expresión de la depaupe-
rización y mayor desigualdad en el 

país. En el reporte de consulta del 
artículo IV del Fondo Monetario 
Internacional (FMI), se asevera lo 
siguiente con respecto al PIB per 
cápita:

La mejora del nivel de vida 
sigue siendo el principal reto 
que enfrenta Guatemala. Du-
rante la última década, el in-
greso per cápita creció a una 
tasa promedio de 1%, la cual 
no es suficiente para reducir 

Gráfi ca 4. PIB medido por el origen de la producción 2018
Porcentaje

Fuente: elaboración propia con base en datos del Banco de Guatemala
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significativamente los eleva-
dos niveles de pobreza en la 
actualidad (60% de la pobla-
ción). Durante los dos últimos 
años, a pesar de que los sig-
nificativos ingresos por reme-
sas contribuyeron a sustentar 
el consumo privado, el creci-
miento se desaceleró debido a 
la merma de la confianza, una 
insuficiente contribución del 
gasto presupuestario al creci-
miento, suspensiones de acti-
vidades mineras por mandato 
judicial, y las desfavorables 
condiciones externas. Esta 
desaceleración es generaliza-
da como se manifiesta en el 
empleo, el consumo privado y 
el crecimiento crediticio. (FMI, 
2018, p.3)

15) Servicio de la deuda como 
proporción de las exportaciones 
de bienes y servicios. Como bien 
se sabe, Guatemala tiene un peso 
total del endeudamiento dentro 
del PIB bastante aceptable, cer-
cano al 25 por ciento. Mientras 
tanto, el servicio de la deuda y su 
proyección a 2032, se considera 
moderada, acorde con la lógica 
de la estabilización macroeconó-
mica ya bastante comentada en 
análisis oficiales y académicos. 
La relación sobre las exportacio-
nes permite llegar a cerca del seis 

por ciento en 2032, tema que se 
relaciona con la estabilidad ma-
croeconómica que ha reinado en 
Guatemala desde hace décadas.

16) Tasa arancelaria promedio 
aplicada a productos manufac-
turados importados: este es sin 
lugar a dudas uno de los indica-
dores más polémicos. El discur-
so de la apertura para combatir 
los monopolios locales, adquirir 
productos de más calidad y a un 
precio menor por la vía de la li-
beralización comercial se ha po-
pularizado, tanto como el control 
de la inflación por la vía moneta-
ria y la contención del déficit fis-
cal. Sin embargo, el tema ame-
rita reflexión y más investigación  
porque una economía pequeña 
y abierta como la guatemalteca, 
con exportaciones de bajo valor 
agregado, induce a pensar en 
la mejor consolidación industrial 
que empezó con la integración 
centroamericana en la década de 
los sesenta. La mayoría de indica-
dores comentados están ligados, 
en su mejora, con un proceso de 
urbanización, industrialización y 
búsqueda de mayor valor agre-
gado. Sostenemos que la libera-
lización comercial brusca, sin ha-
berse completado la Ronda Doha 
en la Organización Mundial de 
Comercio (OMC), conlleva en el 
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largo plazo profundas asimetrías 
con respecto a los avances logra-
dos por los países más grandes y 
complejos con los que Guatema-
la sostiene relaciones comerciales 
bilaterales.

17) Índice de competitividad tu-
rística. Este es un índice focali-
zado por FUNDESA, que es una 
fundación empresarial. Se centra 
en la protección del patrimonio 
natural y cultural. El cuadro apor-
tado por SEGEPLAN indica que el 
valor máximo es seis, sin embar-
go, nuestras investigaciones nos 
muestran que es siete. Guatemala 
se encuentra en el rango 97 de 
140 países. En México, Panamá y 
Costa Rica es cercano a 4.5.

18) Proporción del presupuesto 
nacional financiado con impuestos 
internos. El mismo es un importan-
te indicador de la gran meta de re-
forma fiscal. Se persigue acercar-
se al 80 por ciento, sin embargo, 
muy bien sabemos que 2019 será 
crítico en materia de ejecución de 
ingresos tributarios, siendo vagas 
aún no sólo las propuestas actua-
les, sino las del presidente electo, 
Alejandro Giammattei. Pareciera 
así que, en un gobierno de cor-
te conservador, con los ministros 
del Gabinete Económico ya nom-
brados, los aires de una reforma 
tributaria están lejanos, a menos 
que se venga una verdadera crisis 
de los impuestos internos vigen-
tes, y las propuestas florezcan de 
nuevo. 
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Tabla 1. Indicadores económicos que sustentan la política económica de 
largo alcance

No.

1

2

3

4

5

6

7

8

Indicador

9.2.2 Empleo en la 
manufactura como 
proporción del em-
pleo total

8.5.2 Tasa de des-
empleo, desglosa-
da por sexo, edad y 
personas con disca-
pacidad

8.5.1 Ingreso me-
dio por hora de 
mujeres y hom-
bres empleados, 
desglosado por 
ocupación, edad y 
persona con disca-
pacidad

Porcentaje de los 
recursos del Estado 
destinados a la in-
vestigación

8.10.1 Número de 
sucursales de ban-
cos comerciales 
por cada 100,000 
adultos

8.10.1 Número de 
cajeros automáticos 
por cada 100,000 
adultos

17.6.2 Suscripcio-
nes a Internet de 
banda ancha fija 
por cada 100 habi-
tantes desglosadas 
por velocidad

7.2.1 Proporción de 
la energía renova-
ble en el consumo 
final total de ener-
gía eléctrica

2015 13.1

2015 2.7

2015 2080

2015 0.03

2015 34.4

2015 34.6

2015 2.83

2015     57.93

Línea de base
Año Valor

Unidad 
medida

Porcentaje

Porcentaje

Moneda (Q)

Porcentaje

Porcentaje

Porcentaje

porcentaje

porcentaje

2017

13.8

-

-

-

32.5

36.1

3.14

-

2018

14.2

-

-

-

-

-

-

-

Meta
2019

13.8

2.75

≥2,437

0.06

40.3

42.3

3.9

69.89

Meta
2024

14.3

2.5

2735.1

0.11

46.3

52.4

5.3

78.07

Meta
20301/
20322

14.8

2.1

3309.5

≥0.11

56

68.7

7.7

80.97

1/

2/

3/

4/

5/

6/
7/
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9

10

11

12

13

14

15

16

7.3.1 Intensidad 
energética medida 
en función de la 
energía primaria y 
del PIB

7.b.1 Inversiones en 
eficiencia energéti-
ca como porcentaje 
del PIB y del monto 
de la inversión ex-
tranjera directa en 
transferencias finan-
cieras destinadas 
a infraestructuras y 
tecnología con el fin 
de prestar servicios 
para el desarrollo 
sostenible

9.2.1 Valor agrega-
do por manufactura 
como porción del 
PIB y per cápita

9.2.1 Valor agrega-
do por manufactura 
como porción del 
PIB y per cápita

8.1.1 Tasa de creci-
miento anual de PIB 
real per cápita

8.2.1 tasa de cre-
cimiento anual del 
PIB real por persona 
empleada

17.4.1 Servicio 
de la deuda como 
proporción de las 
exportaciones de 
bienes y servicios

17.10.1 Tasa aran-
celaria promedio 
ponderado aplica-
da por Guatemala 
a productos manu-
facturados impor-
tados

2015 2.09

2015 35.7

2015     2616.5

2015 17.6

2015 1.76

2015 0.25

2015 4.8

2015 1.52

porcentaje

Número

Moneda (Q)

Porcentaje

porcentaje

porcentaje

porcentaje

porcentaje

-

-

2643

17.6

1.21

-

-

-

-

-

-

17.6

1.38

-

-

-

2.13

27

2644

17.1

1.19

1.7

5.27

0.54

2.11

27

2689.3

16.5

1.48

≥1.70

5.32

0

2.08

27

2761.8

15.5

3.75

3.14

5.4

0

11/

12/

13/

No. Indicador Línea de base
Año Valor

Unidad 
medida

2017 2018 Meta
2019

Meta
2024

Meta
20301/
20322
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Fuente: taller de validación previo a la presentación del informe Resumen Revisión 
Nacional Voluntaria 2019: El camino hacia el desarrollo sostenible, agosto, 2019.

1/Fuente: ENEI 2017 y 2018
2/Fuente: Banco Mundial base de datos https://bit.ly/2YEmWHl  
3/Fuente: Banco Mundial base de datos https://bit.ly/2GJlxZT 
4/Fuente: Banco Mundial base de datos https://bit.ly/2KjWU75  
5/Fuente: elaboración porpia con datos del Banguat, PIB por ramas de actividad y datos 

del INE
6/Fuente: elaboración porpia con datos del Banguat, PIB por ramas de actividad
7/Fuente: elaboración porpia con datos del Banguat, PIB base 2001
11/Fuente: Fundesa http://fundesa.org.gt/blog/2014/12/
12/Fuente: elaboración porpia con datos del Minfin, presupuestos aprobados
13/Fuente: Minfin, ingresos tributarios como porcentaje del PIB

Nota: los espacios con “-“ no se encontraron datos de 2017 o 2018
Nota2: Los datos de llenado o actualización que aparecen en los numerales corresponden 
a los años 2017 y 2018

No. Indicador Línea de base
Año Valor

Unidad 
medida

2017 2018 Meta
2019

Meta
2024

Meta
20301/
20322

17

18

19

Índice de competiti-
vidad turística

17.1.2 Proporción 
del presupuesto 
nacional financiado 
con impuestos in-
ternos

Carga tributaria 
como porcentaje 
del PIB

2015 3.5

2015 70.3

2015 10.2

Valor estimado 
del indice (de 1 
a 6)

Porcentaje

Porcentaje

3.5

75.32

10.2264

-

75.3282

10

3.5

75.3

10.3

3.5

76.5

11

3.5

≥78.5

>12.1
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Abstract
This article refers to the absence of rural development in Guatemala; it introdu-
ces its national definition rules and, according to international agencies, its link 
with sustainable livelihoods. Statistics and interpretations of the situation of rural 
people are then recorded and a brief review of the structural and conjunctural 
causes that have not made it possible to strengthen rural development, stressing 
that migration towards the foreigner of the younger generation is one of its shoc-
king consequences. On the other hand, the difficulties that have caused the Na-
tional Comprehensive Rural Development Policy are addressed and the causes 
are interpreted so that the State has not taken it with the priority that is needed.

Keywords
Peasant economy, national development, rural development, poverty.

Desarrollo rural 
en el olvidoDarío Monterroso 

Resumen
Este artículo se refiere a la ausencia de desarrollo rural en Guatemala; se intro-
duce su definición nacional normativa y, de acuerdo a organismos internacio-
nales, su vinculación con los modos de vida sostenible. Luego se anotan esta-
dísticas e interpretaciones de la situación en que se encuentra la población del 
área rural y se hace un breve repaso de las causas estructurales y coyunturales 
que no han permitido fortalecer el desarrollo rural, destacando que la migración 
hacia el extranjero de las generaciones jóvenes es una de sus impactantes con-
secuencias. Por otro lado, se abordan las dificultades que han hecho tropezar a 
la Política Nacional de Desarrollo Rural Integral y se interpretan las causas para 
que el Estado no la haya asumido con la prioridad que se necesita. 

Palabras clave
Economía campesina, desarrollo nacional, desarrollo rural, pobreza.
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El desarrollo rural integral

Para empezar es necesario defi nir qué es desarrollo rural, en-
contrando en la literatura relacionada diferentes defi niciones 
que aportan elementos de estudio que académicamente re-

sultan interesantes e importantes de analizar; sin embargo, para Gua-
temala, normativamente, conviene utilizar la que se encuentra en la 
literal g) artículo 1 de la  Iniciativa de Ley de Desarrollo Rural Integral, 
identifi cada en Dirección Legislativa del Congreso de la República 
con el número 4084, que dice:

Se entiende como desarrollo 
rural integral, al avance pro-
gresivo hacia una vida digna y 
justa en lo económico, social, 
político, cultural, ambiental 
y espiritual como derecho in-
herente a la persona, a la co-
munidad y a la sociedad rural, 
que implica la participación 
ciudadana en las decisiones 
y en los beneficios de los pro-
cesos socioeconómicos, en el 
contexto de su identidad ge-
nérica y cultural. (Congreso 
de la República, 2009) 

El desarrollo rural integral, no es 
ni más ni menos que el proceso 
constante para lograr que las per-
sonas pobres que habitan en el 
área rural vivan mejor y tengan 
lo que necesitan para realizarse 
dignamente, conservando el me-
dio ambiente, participando activa-
mente en la sociedad, aportando 

y formando parte del desarrollo 
nacional. 

En el ámbito internacional, se 
vincula desarrollo rural con los 
modos de vida sostenible (MVS) 
de las personas pobres del área 
rural y también de estas con las 
actividades agrícolas, principal-
mente con la agricultura familiar.
Esta vinculación pone en el centro 
de atención a las personas y a la 
población, al ambiente y a las re-
laciones con los actores externos 
a la comunidad, pero sobre todo 
deben ser sostenibles desde los 
puntos de vista económico, insti-
tucional, social y ambiental. (FAO, 
s/f) 

Situación de la población 
rural en Guatemala

En este país ni siquiera sabemos 
con exactitud cuántas personas 
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Tabla 1. Demografía

Fuente: Elaboración propia con base en ENCOVI 2014 y ENCOVI 2011

2014 15.6 49.5 50.5 51.5 38.8 38.40 21.09
2011 14.6 48.5 51.5 51.1 40.0 37.80 21.51

Población
Total

Millones
Urbana

%
Rural

%
Mujeres

%
Indígenas

%
Edad -15 

(%)
Edad 15-24

(%)

habitan el territorio nacional, mu-
cho menos conocer en detalle las 
particularidades de esa población 
y, aunque el año pasado después 
de casi dos décadas, por fin se 
hizo un censo nacional, cuyos re-
sultados han despertado dudas 
sobre la realidad de los datos.

Es lamentable que para hacer la 
planificación del desarrollo na-
cional no se tenga información 
actualizada de suficiente garan-
tía del principal capital que tiene 
el país, que es su población, lo 
que resulta en dificultad para la 
elaboración de políticas públicas 
y leyes, así como para la asigna-
ción adecuada de los recursos del 
Estado, lo que indudablemente se 
ha estado haciendo de forma em-
pírica y aproximada, o hasta po-
dría especularse que la situación 

se mantiene de esa manera para 
beneficiar a sectores privilegiados.   
Para tener noción de la realidad 
demográfica y de la situación en 
que vive la población nacional se 
han estado utilizando resultados 
de encuestas oficiales e interpreta-
ciones de organismos nacionales 
e internacionales, que de alguna 
manera aportan algunos datos, 
los que deben tenerse como apro-
ximaciones. 

Una de estas y la que se ha usado 
más profusamente es la Encuesta 
Nacional de Condiciones de Vida 
2014 (ENCOVI 2014). De esta 
y de la Encuesta de Condiciones 
de Vida 2011 (ENCOVI 2011), se 
han tomado los datos de los cua-
dros número 1 al 3, que se mues-
tran a continuación:
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Se escogieron estos datos sola-
mente como un ejemplo, pero hay 
información de proyecciones de 
población que muestran para este 
año (2019) una población consi-
derablemente mayor, en la que se 
mantienen las tendencias mostra-
das. 

En el ejemplo anterior puede ob-
servarse que el país está avanzan-
do en el proceso de urbanización, 
que la población de mujeres supe-
ra a la de los hombres, que quie-
nes se identifican como indígenas 
han disminuido y que actualmen-
te tenemos un bono demográfico 
por el elevado porcentaje de la 
población joven, el que lamenta-
blemente se está desperdiciando 

desde hace décadas y se está tras-
ladando en forma de migración 
hacia otros países, llevando con-
sigo los efectos positivos que pro-
duce esa fuerza laboral. 

Esta radiografía demográfica es-
conde la realidad de la situación 
que viven los sectores vulnerables 
de Guatemala, especialmente la 
población rural, en cuanto a la 
pobreza que padecen, de la que 
se originan otros grandes males 
como la desnutrición crónica in-
fantil y el hambre estacional. 

En la tabla siguiente, se muestran 
estadísticas de pobreza, compa-
rando tres diferentes años: 

A la vista de esos datos se aprecia 
que Guatemala está perdiendo la 
apuesta del combate a la pobre-
za porque, como puede verse, en 
lugar de avanzar en superarla ha 
retrocedido considerablemente.

Año Total (%) No extrema (%) Extrema (%)

2014 59.3 35.9 23.4
2006 51.0 35.8 15.2
2000 56.0 40.3 15.7

Tabla 2. Pobreza nacional en diferentes años

Fuente: Elaboración propia. Tomado de ENCOVI 2014 y ENCOVI 2011  
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De acuerdo a la tabla número 3, 
se puede observar que la pobreza 
se ha radicado en el área rural, 
particularmente en la población 
indígena y, como es obvio, una 
población rural que crece en po-
breza reduce sus oportunidades 
de desarrollo social y económico 
y satisfactoriamente sus necesida-
des básicas. 

¿Por qué no hay desarrollo 
rural en Guatemala?

Con los datos aportados alcanza 
para conocer cómo está el desa-
rrollo rural en Guatemala y dedu-
cir las razones para haber llegado 
a esta lamentable situación. Pero 
aún hay más: en la misma ENCO-
VI 2014 se advierte que el quintil 
más alto (quinto) durante el año 
2014 recibió el 57.3% de los in-
gresos nacionales totales (INE, 
2016). Es decir, que dentro de ese 
quintil está la pequeña mayoría 

que tiene el dinero y el poder po-
lítico. 

En el quinto quintil están los po-
derosos que ordenan y en el pri-
mer quintil los pobres obreros y 
campesinos que obedecen. En los 
quintiles tercero y cuarto los arre-
glos socioeconómicos que se dan 
en parte son reflejo del quinto y el 
primero, más la soberbia y prepo-
tencia de los que también se creen 
poderosos y con derecho de jugar 
con la necesidad de los otros.    

La falta de servicios básicos de 
la población rural es parte de la 
“estrategia de Estado” que ha in-
fluido en el deterioro del desarro-
llo rural, porque una población 
pobre, sin educación y desnutrida 
es mano de obra barata y necesi-
tada que beneficia a los sectores 
privilegiados económicamente y 
a aquellos que aun no siéndolo, 
explotan a los campesinos. 

Cuadro 3. Pobreza y pobreza extrema rural, urbana y étnica

Fuente: Elaboración propia. Tomado de ENCOVI 2014 y ENCOVI 2011

2014 42.1 76.1 79.2 46.6 11.2 35.3 39.8 12.8

2006 30.2 70.5 75.0 36.3 5.3 24.4 27.3 7.8

2000 42.1  74.5 77.3 41.9 2.8 23.8 27.1 7.8

Año

Pobreza Pobreza extrema

Urbana
%

Rural
%

Indíge-
nas
%

No indí-
genas

%

Urbana
%

Rural
%

Indígenas
%

No indíge-
nas
%
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Sin esos servicios básicos, sin 
acceso a recursos productivos y 
sin leyes o políticas positivas que 
beneficien el desarrollo rural, la 
receta está completa para seguir 
teniendo un país sumido en el 
atraso y en la desesperación de la 
mayoría de guatemaltecos, en es-
pecial, se recalca, de la población 
del área rural y de esta, los cam-
pesinos e indígenas.

No hay que buscarle otras expli-
caciones a la migración masiva de 
guatemaltecos, ni echarle la culpa 
a otros, las causas están acá y sa-
bemos quiénes son los culpables. 
Lo demás solamente es retórica 
fina para justificar la debilidad del 
Estado, intereses económicos y 
gremiales o intereses ideológicos.

La sombrilla estatal continúa sien-
do la principal fuerza económica 
para que algunos se enriquezcan 
y se continúe ensanchando la bre-
cha de la pobreza.

Ahora bien, este mal como se ha 
dicho siempre, es estructural y su 
historia comienza desde antes de 
la independencia de Centroamé-
rica. Es decir, no es nada nuevo y 
que no se conozca porque se ha 
repetido incesantemente; todos 
saben que mientras unos pocos lo 
disfrutan la gran mayoría rural lo 
sufre, pero se ha hecho poco para 

resolverlo y consecuentemente el 
problema sigue estando presente 
y creciendo ante nuestros propios 
ojos, porque a muy pocos afortu-
nados les interesa el infortunio de 
otros. 

La explicación de este fenómeno 
es que Guatemala tiene un go-
bierno sujetado, que para movili-
zarse depende de la voluntad de 
la oligarquía, de políticos neófitos 
sin los conocimientos necesarios 
para el impulso de políticas y le-
yes que favorezcan ese desarrollo 
y, para colmo de males, de una 
sociedad civil desorganizada que 
no logra ponerse de acuerdo para 
exigir los cambios necesarios. 

A nivel de Estado, esa sujeción, la 
falta de conocimientos de los polí-
ticos e indolencia de las autorida-
des, ha permitido que no se obe-
dezcan los mandatos contenidos 
en marcos nacionales principal-
mente de la Constitución Política 
de la República, de los Acuerdos 
de Paz y del Plan Nacional de 
Desarrollo: K’atun Nuestra Gua-
temala 2032 (K’atun); asimismo, 
se han ignorado o trabajado muy 
poco los acuerdos internaciona-
les, principalmente los Objetivos 
de Desarrollo del Milenio (ODM) 
y los Objetivos de Desarrollo Sos-
tenible(ODS).
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En el caso de la Constitución Políti-
ca de la República es evidente que 
no se están cumpliendo los man-
datos relacionados al desarrollo 
rural, entre otros, los artículos 1) 
Protección a la persona; 2) Debe-
res de Estado; 4) Libertad e igual-
dad; 47) Protección a la familia; 
71) Derecho a la educación; 94) 
Obligación del Estado sobre sa-
lud y asistencia social; 100) Se-
guridad social; 101) Derecho al 
trabajo; 119) Obligaciones del 
Estado, principalmente la literal j) 
Impulsar activamente programas 
de desarrollo rural que tiendan a 
incrementar y diversificar la pro-
ducción nacional con base en el 
principio de la propiedad privada 
y de la protección al patrimonio 
familiar. Debe darse al campesino 
y al artesano ayuda técnica y eco-
nómica; 127) Régimen de aguas 
y 130) Prohibición de monopolios. 

No hay que ser jurista o experto en 
desarrollo rural para darse cuenta 
que cada uno de estos artículos, 
si no se cumplen con el espíritu 
con que fueron creados o con el 
verdadero espíritu de derechos 
humanos y políticos que deben te-
ner, no será posible el desarrollo 
nacional, vale decir que sin de-
sarrollo rural no habrá desarrollo 
nacional.

Relacionado con los Acuerdos de 
Paz, es necesario mencionar que 
no se está cumpliendo el Acuerdo 
sobre Identidad y Derechos de los 
Pueblos Indígenas que promueve 
la participación a todos los nive-
les reconociendo que “los pueblos 
indígenas han sido marginados en 
la toma de decisiones en la vida 
política del país, haciéndoseles 
extremadamente difícil, si no im-
posible, su participación para la 
libre y completa expresión de sus 
demandas y la defensa de sus de-
rechos.” (Secretaría de la Paz, s/f). 
Tampoco se ha cumplido el Acuer-
do sobre Aspectos Socioeconómi-
cos y Situación Agraria que en sus 
Considerandos dice:

Que la aplicación del presen-
te acuerdo debe propiciar que 
todas las fuerzas sociales y 
políticas del país enfrenten en 
forma solidaria y responsable 
las tareas inmediatas de la lu-
cha contra la pobreza, la dis-
criminación y los privilegios, 
construyendo así una Guate-
mala unida, próspera y justa 
que permita una vida digna 
para el conjunto de su pobla-
ción. (Secretaría de la Paz, s/f ) 

En cuanto al K’atun, aunque es un 
plan de desarrollo nacional a lar-
go plazo, desde ya se puede decir 
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que está fracasando porque no 
se están cumpliendo las metas de 
corto plazo. El presupuesto de la 
nación, las políticas sectoriales y 
la institucionalidad en general no 
están trabajando coordinadamen-
te para hacerlo una realidad y, sin 
lugar a dudas, puede decirse que 
solamente lo han utilizado como 
un estandarte político pero dema-
gógico. 

En el K’atun se establecen
cinco ejes prioritarios: 1. Gua-
temala urbana y rural, 2. Bien-
estar para la gente, 3. Rique-
zas para todos y para todas, 
4. Recursos naturales para 
hoy y para el futuro y 5. Es-
tado garante de los derechos 
humanos y conductor del de-
sarrollo. Estos cinco ejes diri-
gen la formulación de todas 
las políticas públicas, el gasto 
fiscal, y la orientación geográ-
fica y sectorial de la inversión 
pública y privada. (SEGE-
PLAN, 2014) 

El capítulo 6 del K’atun se deno-
mina El K’atun y el desarrollo ru-
ral integral y en este se propone 
con muy buena intención o tal 
vez demagógicamente, “Resolver 
la problemática rural y agraria es 
un propósito central del K’atun, 
pues ello cobra relevancia funda-
mental en Guatemala si se espera 

alcanzar el desarrollo nacional.” 
(SEGEPLAN, 2014). Pero nada de 
esto está sucediendo o con la ve-
locidad que sería necesaria.

Respecto del incumplimiento de 
los ODM, que debieron haberse 
cumplido en 2015, la Secretaría 
de Planificación y Programación 
de la Presidencia (SEGEPLAN) lo 
justifica por la alta vulnerabilidad 
del país frente a los fenómenos 
meteorológicos, particularmente 
al cambio climático y a 

la insuficiencia permanente 
de recursos financieros por 
parte del Estado que fue la 
constante. Esta situación es 
resultado de la baja carga tri-
butaria que no ha permitido 
cerrar las brechas de desarro-
llo que motivaron el conflicto 
armado interno y que siguen 
aquejando a buena parte de 
la población. Esta situación 
impuso serias restricciones en 
el gasto social necesario para 
compensar las desigualdades 
provocadas por la dinámica 
económica y asegurar mejores 
retornos en materia de desa-
rrollo. (SEGEPLAN, 2014). 

Después del fracaso nacional en 
hablar del cumplimiento de los 
ODS 2030, es una aventura de 
pronóstico reservado y no queda 
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La PNDRI fue emitida como acuer-
do gubernativo número 196-
2009 y coincide con los años de 
la elevación de la pobreza general 
y, particularmente, de la pobreza 
rural. Y si bien no es por culpa de 
esta política, también es cierto que 
el Estado no la ha asumido con 
la  seriedad que debe tener. Si el 
Consejo Nacional de Desarrollo 
Urbano y Rural (CONADUR) y el 
Ejecutivo no accionan para que 
realmente sea tomada como po-
lítica de Estado, los ministerios 
correspondientes continuarán 
aplicando sus políticas sectoriales 
unilateralmente sin ninguna coor-
dinación interinstitucional y por 
consiguiente, los problemas del 
área rural continuarán incremen-
tándose.

Se considera que después de una 
década de emitida esta política, 
es necesario revisarla a la luz de 
sus pequeños logros y sus grandes 
contratiempos, para reajustarla a 
la realidad nacional actual. Es el 
momento de dejar de soñar con 
lograrlo todo de una sola vez y 
avanzar, aunque sea con pasos 
cortos, pero no dejar de ir para 
adelante. 

Una de sus grandes fallas es que 
no hubo consenso nacional para 
aprobarla, porque finalmente so-
lamente estuvieron los sectores 

más que esperar que por fin el Es-
tado asuma con dignidad su papel 
rector para el desarrollo nacional.

Después de los Acuerdos de Paz 
e imbuidos por su espíritu y apro-
vechando algunos intersticios de 
oportunidad que muy raramente 
se presentan para el desarrollo 
rural, se ha trabajado, aún con 
las dificultades y tropiezos que en 
Guatemala gratuitamente suce-
den cuando se trata de este tema, 
y de esa manera se han logrado 
planteamientos de políticas pú-
blicas e iniciativas de ley, unas 
sin éxito y otras que han logrado 
avanzar y son ya una realidad. De 
estas se hará una breve descrip-
ción a continuación. 

Política Nacional de 
Desarrollo Rural Integral 
(PNDRI)
Aunque molesta, coloquialmente 
se ha escuchado decir que “ya 
aburren con la PNDRI y nada han 
logrado, porque aún con ella el 
desarrollo rural continúa dete-
riorándose”. Esta expresión nos 
debería poner a reflexionar en 
que es lo qué está pasando para 
buscarle una adecuada solución 
y no es que sea un planteamien-
to académico, sino, como ha sido 
demostrado es una realidad na-
cional.  
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que la quieren, pero no se tuvo la 
capacidad de lograr la aprobación 
de los que se le oponen y, desa-
fortunadamente, ellos son los que 
han dictado las leyes y políticas de 
Guatemala. No se trata de que se 
haga lo que ellos quieran, sino de 
lograr las convergencias que per-
mitan alcanzar acuerdos naciona-
les. Quizá en ese entonces se ra-
dicalizaron las posiciones y no se 
buscaron los puntos medios para 
flexibilizar las posiciones de unos 
y de otros. Ahora es otro tiempo 
y tal vez todos sean más sensatos 
o menos obcecados y se hayan 
atenuado las posiciones políticas 
radicales e innecesarias que tanto 
han perjudicado a Guatemala. Es 
necesario un mea culpa y reiniciar 
poniendo en práctica las lecciones 
aprendidas. 

La PNDRI fue emitida con diez 
políticas sectoriales: 1. Agraria, 
2. Agrícola, pecuaria, forestal e 
hidrobiológica, 3. Económica, 4. 
Social, 5. Laboral, 6. Participación 
social y desarrollo político, 7. Re-
ducción de vulnerabilidad y ges-
tión de riesgo, 8. Soberanía Ali-
mentaria y Seguridad Alimentaria 
y Nutricional, 9. Cultural y 10. So-
cioambiental y,  sin entrar a consi-
derar su contenido ideológico, la 
intención de cada una de ellas o la 
forma de su presentación, es posi-
ble que alguna u otras contengan 

las causas de disenso y de rechazo 
por parte del sector empresarial y 
del Estado que lo apoya. 

Para sumar a la poliactividad que 
debe tener el desarrollo rural y 
aprovechar esa condición al máxi-
mo se considera que la PNDRI de-
bería abrazar con vehemencia y 
esperanza una política de turismo 
rural sostenible, porque en Gua-
temala hay condiciones suficientes 
para aprovechar la biodiversidad 
y la cultura ancestral como ya lo 
hacen con éxitos otros países con 
menores condiciones. 

Iniciativa de Ley de 
Desarrollo Rural Integral 

Una vez aprobada y en vigencia 
la PNDRI, el paso siguiente era 
lograr en el Congreso de la Repú-
blica la aprobación de la ley de 
Desarrollo Rural Integral. La idea 
era blindar a la PNDRI ante los ca-
prichos gubernamentales, porque 
es mucho más difícil derogar un 
decreto legislativo que un acuerdo 
gubernativo. 

Argumentos a favor de una ley de 
desarrollo rural abundan, las es-
tadísticas mostradas y la situación 
descrita previamente deberían ser 
suficientes para que en el Estado 
se tome la iniciativa de hacerlo, 
pero no, no ha sido así. 
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A pocos importa que en el área 
rural haya tanta pobreza y tanta 
desigualdad y ya todos han olvi-
dado cuales fueron las verdaderas 
causas del largo conflicto armado 
que asoló nuestra tierra y no se 
dan cuenta que estas causas se es-
tán incubando nuevamente. Nadie 
prevé que hay que preservar la paz 
social para que las nuevas gene-
raciones hereden un futuro mejor 
y la única manera de hacerlo es 
eliminando, o por lo menos, dismi-
nuyendo la inequidad y las injusti-
cias en el área rural, pero esto no 
es posible sin el mejoramiento de 
la economía campesina y la única 
manera de hacerlo es mediante el 
desarrollo rural.

En 2009 la iniciativa de Ley de 
Desarrollo Rural Integral recibió 
dictamen favorable de la comi-
sión de Agricultura, Ganadería y 
Pesca del Congreso de la Repú-
blica, pero hasta la fecha conti-
núa empantanada esperando ser 
colocada en agenda legislativa 
para ser discutida en tercer deba-
te. Después de tanto tiempo, quizá 
lo recomendable sería rescatarla, 
analizarla nuevamente y volverla 
a presentar como una nueva ini-
ciativa de ley; insistir en que se 
apruebe como está podría signi-
ficar otros diez o más años sin Ley 
de Desarrollo Rural Integral. 

Esta iniciativa desde el principio 
tuvo el problema que encontró 
oposición de las cámaras em-
presariales, particularmente de la 
Cámara del Agro, la que por me-
dio del poder que ejerce en el Or-
ganismo Legislativo logró que no 
se continuara discutiendo, pero 
también, paradójicamente, hubo 
oposición de algunos grupos de la 
sociedad civil; por eso, como se 
dijo anteriormente, es necesario 
flexibilizar las posiciones para dar-
le otra ruta legislativa.

Iniciativa de Ley de 
Agricultura Familiar

Como la iniciativa de Ley de De-
sarrollo Rural Integral yace enga-
vetada en el Congreso de la Repú-
blica y falta voluntad política para 
implementarla efectivamente, co-
lateralmente se han realizado es-
fuerzos para no dejar a la deriva 
el desarrollo rural.

Aupando esfuerzos se conformó 
una Mesa Técnica, integrada en-
tre otros, por la Comisión de Agri-
cultura, Ganadería y Pesca del 
Congreso de la República, repre-
sentación del Ministerio de Agri-
cultura Ganadería y Alimentación 
(MAGA), representación de la Uni-
versidad de San Carlos por medio 
del IPNUSAC y de otras universi-
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dades, miembros de la sociedad 
civil y contando con el decidido 
acompañamiento de FAO, a la 
que se agregaron otras entidades 
de cooperación internacional.

Este grupo multidisciplinario e in-
terinstitucional faccionó el proyec-
to de Ley de Agricultura Familiar, 
el cual recibió dictamen favorable 
de la Comisión de Agricultura, 
Ganadería y Pesca del Congreso 
a principios de 2016. 

Una vez catalogada dentro del 
Congreso como iniciativa de ley 
número 4947, comenzó su aven-
tura legislativa y a pesar de los 
avatares sufridos logró pasar del 
segundo debate y hasta allí ha 
llegado el esfuerzo; se considera 
que esta legislatura ya no la cono-
cerá por lo que habrá que esperar 
hasta 2020 para seguir en la lu-
cha para su aprobación.

Con esta ley se busca que el 
MAGA regrese al campo y cum-
pla con su principal cometido que 
es propiciar la producción de ali-
mentos, que organice a la pobla-
ción y que la capacite en técnicas 
agropecuarias, silvícolas y acuíco-
las y en cadenas productivas y de 
comercialización, para que pue-
dan vender su producción. 

El Programa de 
Agricultura Familiar para 
el Fortalecimiento de la 
Economía Campesina

En el MAGA se continúa traba-
jando el Programa de Agricultura 
Familiar para el Fortalecimiento 
de la Economía Campesina, te-
niendo logros importantes, por 
ejemplo la contratación por el 
renglón presupuestario 011 de un 
extensionista para cada cabecera 
municipal, con la idea de garan-
tizar que de los tres extensionistas 
que hay para cada municipio, por 
lo menos uno no sea removido en 
los cambios de gobierno, para no 
perder la continuidad del trabajo.

La idea de lograr la aprobación 
de la iniciativa de ley de Agricul-
tura Familiar, que contiene este 
programa, es para garantizar su 
permanencia en el MAGA y que 
se cumpla el propósito de su crea-
ción 

Que pretende contribuir al 
bienestar integral de la fami-
lia rural, campesina, indígena 
y ladina, en condición de alta 
y mediana vulnerabilidad a la 
inseguridad alimentaria y po-
breza general (extrema y no 
extrema), incrementando de 
manera sustentable los activos 
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familiares para garantizar su 
ciclo anual de reproducción, 
mediante la innovación, tecni-
ficación e incremento produc-
tivo con mejores prácticas (tra-
dicionales o aprendidas) en 
las restricciones de su territo-
rialidad (lógicas productivas, 
zonas de vida, municipio, co-
munidad y parcelas familiares 
productivas). (MAGA, 2016).

USAC: Agenda Estratégica 
2020-2024

Para aportar a la solución de los 
problemas nacionales, por man-
dato del Consejo Superior Uni-
versitario de la Universidad de 
San Carlos (CSU), el IPNUSAC, 
procedió a convocar a profeso-
res, investigadores, estudiantes de 
posgrado y ex funcionarios públi-
cos,  en un esfuerzo en el que par-
ticiparon 198 personas. Tomando 
como guía los ejes siguientes: 1. 
Estado y Democracia; 2. Desa-
rrollo Incluyente, integral y soste-
nible; 3. Seguridad Democrática, 
Justicia y Legalidad; 4. Salud y 
Seguridad Social y 5. Educación. 
Se procedió a la elaboración de la 
Agenda Estratégica 2020-2024, 
con la intención de proponerla al  
gobierno y diputados al Congreso 
de la República que asumen en 
enero de 2020. (USAC, 2019). 

En la elaboración de la Agenda 
se marcaron pautas esenciales 
e inevitables, para hacer que los 
planteamientos de solución a los 
problemas nacionales abordados 
por cada eje fueran razonables y 
actualizados. Para el efecto se es-
tableció que deberían analizarse 
dentro de los preceptos constitu-
cionales, ser pertinentes con los 
Acuerdos de Paz y el K’atun y ali-
neados con los Objetivos de De-
sarrollo Sostenible.

Dentro del eje número 2: Desarro-
llo Incluyente, Integral y Sosteni-
ble, se incluyó el desarrollo rural, 
que fue tratado desde el punto de 
vista de la realidad presente, para 
evitar que en esos territorios siga 
aumentando la pobreza y la des-
igualdad, se consideró que es de 
urgencia promover y apoyar la Po-
lítica Nacional de Desarrollo Rural 
Integral y promover la emisión de 
la Ley de Desarrollo Rural Integral 
y la Ley de Agricultura Familiar.
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ODS de 
prosperidad 
y el ambienteMagaly Arrecis

Resumen
Los factores ambientales son la base para la existencia de los recursos naturales y 
la vida en el planeta, estos recursos son la fuente de materia prima para las activi-
dades humanas. A pesar de su importancia y la dependencia de los seres humanos 
a estos factores, históricamente en Guatemala y en el mundo ha habido un uso 
inadecuado y excesivo que ha ocasionado deterioro ambiental y contaminación que 
afecta la calidad de vida de la población, particularmente en áreas rurales donde 
las poblaciones pobres e indígenas quedan más vulnerables ante estos problemas. 
En este artículo se describen los resultados del análisis de cinco de catorce Objetivos 
de Desarrollo Sostenible, los cuales apuntan hacia mejorar las condiciones en que 
se aprovecha la energía, el empleo, la infraestructura y las ciudades y comunidades 
sostenibles. 

Palabras clave
Ciudades, comunidades, energía, prosperidad, trabajo, infraestructura.

Abstract
Environmental factors are the basis for the existence of natural resources and life 
on the planet, these resources are the source of raw material for human activities.
Despite their importance and dependence of humans on these factors, historically in 
Guatemala and around the world there has been inadequate and excessive use that 
has caused environmental deterioration and pollution affecting the quality of life of 
the population, particularly in rural areas where poor and indigenous populations 
are most vulnerable to these problems. This article describes the results of the analy-
sis of five out of fourteen Sustainable Development Goals, which aim to improve 
the conditions in which energy, employment, infrastructure and sustainable cities and 
communities are harnessed.

Keywords
Cities, communities, energy, infrastructure, prosperity, work.
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Situación ambiental en Guatemala

En ediciones anteriores de la Revista Análisis de la 
Realidad Nacional (RARN)1 se describió un panora-
ma general de los problemas socioambientales de 

Guatemala, el cual sigue vigente y probablemente se ha de-
teriorado más a través de los años. 

1. Tanto las revistas impresas o digitales, como la Agenda Estratégica están disponi-
bles en la página web del IPNUSAC http://ipn.usac.edu.gt/ 

En general, en el país hay degra-
dación y pérdida de los elementos 
del ambiente (agua, suelo, aire, 
clima y biodiversidad), con lo que 
se afecta de forma directa o indi-
recta a la población humana que 
habita tanto en áreas urbanas, 
como rurales, así como al resto de 
seres vivos, todavía presentes en el 
territorio nacional.

Si bien las causas de los proble-
mas socioambientales son diver-
sas, tienen distinta temporalidad y 
forma de enfrentarse. La reflexión 
sobre los mismos sirvió de base 
para la discusión desarrollada en 
las mesas de trabajo realizadas en 
febrero de 2019, para preparar la 
Agenda Estratégica 2020-2024, 
propuesta por la USAC en mayo 
de este mismo año.

La Agenda Estratégica 
propuesta por la USAC y 
los ODS

La Agenda Estratégica describe 
una síntesis de las discusiones y 
propuestas hechas en las mesas 
de trabajo sobre seis ejes: 1) Esta-
do y democracia, 2) seguridad de-
mocrática, 3) justicia y legalidad, 
4) desarrollo incluyente, integral y 
sostenible, 5) educación y 6) salud 
(USAC, 2019).

El eje de desarrollo incluyente, 
integral y sostenible abarcó tres 
subejes: economía, desarrollo ru-
ral y ambiente. La mesa de trabajo 
de temas socioambientales, para 
preparar una propuesta tomó de 
referencia las metas e indicado-
res de los Objetivos de Desarrollo 
Sostenible (ODS) que Naciones 
Unidas planteó para cumplir con 
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la Agenda 2030 para el Desarro-
llo Sostenible. 

Los ODS siguen siendo una guía 
para orientar las acciones que 
deben realizarse con el fin de sa-
tisfacer las necesidades y ojalá 
mejorar el bienestar de las per-
sonas más necesitadas, pero sin 
comprometer los recursos y posi-
bilidades de calidad de vida de las 
futuras generaciones.

De los 17 ODS planteados por 
Naciones Unidas, en la mesa de 
trabajo del subeje ambiente se 
identificaron 14 ODS relaciona-
dos con temas socioambientales, 
a pesar de coincidir en la mesa, 
que todos los ODS son necesa-
rios para alcanzar el desarrollo 
sostenible y que los ODS 16 Paz, 
justicia e instituciones sólidas y 17 
Alianzas para lograr los objetivos, 
complementan las acciones que 
deben realizarse para avanzar en 
los otros 15 ODS.

Durante las reflexiones de la mesa 
también se hizo mención a varios 
instrumentos de política pública 
relacionados con el ambiente y 
sobre las instituciones públicas 
que trabajan temas ambientales, 

que son, hoy por hoy, el funda-
mento para la gestión ambiental 
(ver RARN 158 digital).

El ejercicio realizado en la mesa 
de temas socioambientales consis-
tió en revisar las metas e indica-
dores que inicialmente Guatema-
la analizó para apoyar los ODS y 
posteriormente reflexionar sobre 
los problemas que cada uno abor-
da y plantear soluciones.

Para el efecto se tomó en cuenta 
el esquema de clasificación de los 
ODS en cinco ejes o dimensiones 
fundamentales que orientan el 
desarrollo sostenible: personas, 
prosperidad, planeta, participa-
ción colectiva y paz (conocidas 
como las 5P) (UNSSC, s.f.). 

Según este esquema, cinco ODS 
se orientan al bienestar de las per-
sonas (ODS 1-5), otros cinco se 
enfocan hacia la prosperidad de 
la población (ODS 7-11) y cinco 
se enmarcan en temas relaciona-
dos con el planeta (ODS 6, 12-
15). Además, un ODS se encami-
na a aportar a la paz, la justicia y 
las instituciones sólidas (ODS16) y 
el último se enfoca a las alianzas 
(ODS17) (GVA, 2015).
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Metas e indicadores 
revisados

Siguiendo esta clasificación, y por 
la relación con el ambiente que 
tienen algunas metas de ODS más 
allá de la dimensión planeta, los 
integrantes de la mesa de traba-
jo ambiente sugirieron revisar los 
cinco ODS del Eje Personas: 1 Fin 
de la pobreza, 2 Hambre cero, 

3 Salud y bienestar, 4 Educación 
de calidad y 5 Igualdad de géne-
ro. Este análisis se describió en la 
RARN del 27 de marzo 2019, ba-
sado en el documento de la Secre-
taría de Planificación y Programa-
ción de la Presidencia (Segeplán) 
denominado: Objetivos de Desa-
rrollo Sostenible Metas Priorizadas 
Guatemala (Arrecis, 2019).

Figura 1. Ejes o dimensiones de los ODS

Fuente: elaboración propia con base en información de CIDOB, s.f.; GVA, 2015; 
UN, 2017
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Por el orden de los ODS, en la 
RARN 27 impresa también se in-
cluyeron los resultados del ODS 6 
Agua limpia y saneamiento del Eje 
Planeta y se describió el proceso 
desarrollado en la mesa de temas 
socioambientales, las instituciones 
participantes, así como las premi-
sas que fueron la base para las 
reflexiones: valor de la vida, de-
sarrollo sostenible y el modelo de 
desarrollo económico del país. 

La mesa de trabajo sí revisó du-
rante los talleres, las metas e in-
dicadores de cuatro de los cinco 
ODS del Eje Prosperidad (7 Ener-
gía asequible y no contaminante, 
8 Trabajo decente y crecimiento 
económico, 9 Industria, innova-
ción e infraestructura y 11 Ciuda-
des y comunidades sostenibles), 
cuyos resultados se describen en 
esta edición, junto con las pro-
puestas de solución planteadas.

El ODS 10 Reducir las desigualda-
des, también del Eje Prosperidad, 
quedó fuera de este análisis, debi-
do a que sus metas e indicadores 
específicos estaban poco relacio-
nados con temas socioambienta-
les, pero se considera que en ge-
neral, entre menos desigualdades 
haya, esto reduce el impacto so-
bre el ambiente e incide de forma 

positiva al manejo de los recursos 
naturales y la conservación del 
ambiente.

Además, la mesa revisó e hizo pro-
puestas para los cinco ODS del 
Eje Planeta (ODS 6 Agua limpia y 
saneamiento, ODS 12 Producción 
y consumo responsables, ODS 13 
Acción por el clima, ODS 14 Vida 
submarina y ODS 15 Vida de eco-
sistemas terrestres). Los resultados 
del ODS 6 ya se presentaron en la 
RARN 27 y el resto de ODS de la 
dimensión planeta serán descritos 
en próximas ediciones de la RARN.

ODS del Eje Prosperidad y 
ambiente

El Eje Prosperidad cuenta con 
cinco ODS, previamente mencio-
nados, que constituyen un reto 
porque además de favorecer la 
vida de las personas, al alcan-
zarse sus metas en cada país y a 
nivel mundial, también contribu-
yen con la economía y la salud 
del planeta; principalmente por la 
reducción de emisiones de gases 
de efecto invernadero y porque 
son, precisamente, las actividades 
económicas las que impactan la 
calidad del ambiente y la disponi-
bilidad de recursos naturales en el 
mundo.
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En la Tabla 1 se describen los obje-
tivos de cuatro, de los cinco ODS 
del Eje Prosperidad, cuyas metas 
e indicadores están relacionados 
con temas socioambientales, y 
fueron analizados en la mesa de 

trabajo para preparar la Agenda 
Estratégica. El ODS 10 Reducir 
las desigualdades, no cuenta con 
temas socioambientales relacio-
nados.

ODS 7 Energía asequible y 
no contaminante

La Tabla 2 muestra las soluciones 
propuestas en la mesa de trabajo, 
para orientar las acciones a de-

Tabla 1. Objetivos de los ODS del Eje Prosperidad relacionados 
con temas socioambientales

EJE

Prosperidad

ODS

7 Energía asequible y 
no contaminante

8 Trabajo decente y 
crecimiento econó-
mico

9 Industria, innovación 
e infraestructura

11 Ciudades y comu-
nidades sostenibles

OBJETIVO

Garantizar el acceso a energía asequi-
ble, fiable, sostenible y moderna para 
todos

Promover el crecimiento económico 
sostenido, inclusivo y sostenible, el em-
pleo pleno y productivo y el trabajo de-
cente para todos

Construir infraestructura resiliente, pro-
mover la industrialización inclusiva y 
sostenible y fomentar la innovación

Lograr que las ciudades y los asenta-
mientos humanos sean inclusivos, segu-
ros, resilientes y sostenibles

Fuente: elaboración propia con base en Segeplán. (s.f.). Objetivos de Desarrollo Sosteni-
ble Metas Priorizadas Guatemala.
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PROBLEMAS 
PRIORIZADOS

7.1. Falta de acceso a 
servicios de energía 
asequibles, confia-
bles y modernos

SOLUCIONES

Promover programas de electrificación sostenible 
para que más población tenga acceso a la electri-
cidad

Crear proyectos de energía cuya fuente primaria 
consiste en combustibles y tecnologías limpias para 
atender a mayor población

Subsidiar el uso de energía eólica, solar u otras para 
alumbrado de hogares en áreas rurales de familias 
de escasos recursos

Facilitar la infraestructura oportuna para tener movi-
lidad en bicicletas

Promover el uso de servicios que utilizan energías 
alternativas (solar y eólica) en viviendas, edificios (vi-
vienda y de instituciones públicas), transporte público

Fomentar un sistema de electrificación y estufas con 
energías alternativas en áreas rurales aisladas

Tabla 2. Problemas y soluciones según metas e indicadores del ODS 7, 
Garantizar el acceso a energía asequible, fi able, sostenible y moderna 
para todos, a los que Guatemala inicialmente se enfocó

sarrollar en cuanto a la energía, 
según las metas e indicadores ini-
cialmente analizados por la Sege-
plán.

En general son propuestas técni-
cas que van más allá de pensar 
en negocios que favorecen a unos 

cuantos inversionistas y que bus-
can contribuir a que la población 
que no ha sido atendida con ener-
gía eléctrica, tenga acceso a la 
misma, así como reducir las emi-
siones de gases de efecto inver-
nadero y contribuir a modificar la 
matriz energética hacia energías 
limpias.
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Implementar transporte público con energía eléctrica

Desarrollar programas para ofrecer mayor cantidad 
de energía renovable en el consumo final total de 
energía

Promover el uso de autos eléctricos

Implementar sistemas de carga para vehículos eléc-
tricos con energía solar y eólica

Implementar un ferrocarril eléctrico para carga y pa-
sajeros hacia los puertos

Implementar un ferrocarril eléctrico para la periferia 
de la ciudad

Promover el uso de buses eléctricos (priorizar la im-
portación de vehículos eléctricos e híbridos) y de dié-
sel eficientes

Generar energía eléctrica solar y eólica en edificios y 
viviendas para descentralizar y desconcentrar la ofer-
ta de electricidad

Ampliar la capacidad de generar energía eléctrica
Incentivar el uso de electricidad como combustible 
para vehículos

Financiar centros de investigación para desarrollar 
propuestas de modalidades de consumo y produc-
ción más limpia, sostenible y sustentable para el país

Intensidad energética medida en función de la ener-
gía primaria y el producto interno bruto (PIB)

Fomentar las estufas ahorradoras de energía

Campañas de ahorro y reducción de uso de energía 
eléctrica producida con derivados del petróleo

Fomentar el uso de aparatos eléctricos eficientes

7.2. Poca energía renova-
ble en el conjunto de 
fuentes de energía

7.3. Poca eficiencia 
 energética
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ODS 8 Trabajo decente y 
crecimiento económico

En la mesa de trabajo se coincidió 
que para la realidad de Guate-
mala tratar de alcanzar un 7% de 
aumento del PIB, resulta una ame-

Fomentar el usos de lámparas ahorradoras de 
energía 

Desarrollar campañas de concientización acerca de 
que la eficiencia energética es gastar menos

Proponer y solicitar financiamiento para la adapta-
ción y mitigación al cambio climático de los fondos 
ofrecidos para cambio climático

Fomentar la investigación sobre fuentes alternativas 
para generar electricidad a bajo costo para áreas 
rurales

Investigación y desarrollo de tecnologías para pro-
ducir paneles solares fotovoltáicos

Provocar mayores inversiones en eficiencia energéti-
ca como porcentaje del PIB y del monto de la inver-
sión extranjera directa en transferencias financieras 
destinadas a infraestructuras y tecnología con el fin 
de prestar servicios para el desarrollo sostenible

7.a. Falta de recursos para 
investigar y desarro-
llar las tecnologías 
energéticas no con-
taminantes, inclui-
das las fuentes de 
energía renovables, 
la eficiencia energé-
tica y las tecnologías 
avanzadas y menos 
contaminantes de 
combustibles fósiles

7.b. Escasa infraestructura 
y deficiente tecno-
logía para prestar 
servicios de energía 
modernos y sosteni-
bles para todos en 
los países en desa-
rrollo, en particular 
los países menos 
adelantados y los 
pequeños Estados 
insulares en desa-
rrollo

Fuente: elaboración propia con base en Segeplán. (s.f.). Objetivos de Desarrollo Sosteni-
ble Metas Priorizadas Guatemala y resultados de la mesa de trabajo de temas socioam-
bientales Guatemala 25 y 26 de febrero de 2019.
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naza para la calidad de los ecosis-
temas considerando factores am-
bientales, sociales, económicos y 
legales. Incrementar el PIB podría 
beneficiar a un porcentaje reduci-
do de la población y socializaría 
los problemas ambientales, ya 
que podría traducirse en un mayor 
impacto ambiental que dará como 
resultado aguas contaminadas 
y/o escasa agua segura para las 
poblaciones, suelos contaminados 
y degradados, aire contaminado y 
pérdida de biodiversidad.

Esto, tomando en cuenta las ma-
las prácticas que en el país se rea-
lizan, como la deficiencia en las 
instituciones llamadas a velar por 
un ambiente sano y el uso ade-
cuado de los recursos naturales, 
desde aspectos técnicos, adminis-
trativos y legales.

Por otro lado, también se cues-
tiona que las dependencias que 
son responsables de que las y los 
trabajadores gocen de un trabajo 
pleno, digno y decente, además 
de ser pleno y productivo; real-
mente velen por los derechos de 
todos los elementos en distintos 
sectores productivos.

La Tabla 3 muestra las soluciones 
propuestas en la mesa de trabajo 
de temas socioambientales, para 
orientar las acciones a desarrollar 
en cuanto al crecimiento econó-
mico, el empleo y el trabajo. So-
lamente se tomaron en considera-
ción aquellas metas e indicadores 
priorizados en el documento de la 
Segeplán que estaban relaciona-
dos con temas socioambientales y 
se agregaron otras soluciones que 
están relacionadas y complemen-
tan estos esfuerzos.
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PROBLEMAS 
PRIORIZADOS

8.1. Bajo crecimiento eco-
nómico per cápita de 
conformidad con las 
circunstancias nacio-
nales y, en particular, 
un crecimiento del 
producto interno bru-
to de al menos el 7% 
anual en los países 
menos adelantados

8.5. Falta empleo pleno 
y productivo y el tra-
bajo decente para 
todos los hombres y 
mujeres, incluidos los 
jóvenes y las personas 
con discapacidad, y 
la igualdad de remu-
neración por trabajo 
de igual valor

Poco acceso a empleo ple-
no y productivo y trabajo 
decente en el área rural 
que conlleva a la migra-
ción del campo a la ciudad

SOLUCIONES

8.1.1 Crear las condiciones económicas para incre-
mentar la tasa de crecimiento anual del PIB 
real per cápita

Plantear y desarrollar un modelo de desarrollo eco-
nómico sostenible, inclusivo y sostenido, distinto al 
que actualmente prevalece en el país

Proponer un crecimiento del PIB considerando im-
pactos ambientales, límites de los recursos naturales 
y el bienestar de las personas y de los ecosistemas

Calcular la huella de carbono y huella de agua de 
los centros poblados y de industria 
Reducir la dependencia a combustibles fósiles 

8.5.1.Promover el aumento del ingreso medio por 
hora de mujeres y hombres empleados, des-
glosado por ocupación, edad y personas con 
discapacidad

8.5.2.Aumentar la tasa de desempleo, desglosada 
por sexo, edad y personas con discapacidad

Promover el turismo sostenible en las comunidades 
rurales y en áreas protegidas del país

Ampliar las oportunidades laborales y mejorar las 
condiciones de empleo en las áreas rurales, a la vez 
que se mejoran los servicios de salud y educación 

Mejorar las condiciones de seguridad en zonas urba-
nas, periurbanas y rurales

Tabla 3. ODS 8 Promover el crecimiento económico sostenido, inclusi-
vo y sostenible, el empleo pleno y productivo y el trabajo decente para 
todos

Fuente: elaboración propia con base en Segeplán. (s.f.). Objetivos de Desarrollo Sosteni-
ble Metas Priorizadas Guatemala y resultados de la mesa de trabajo de temas socioam-
bientales Guatemala 25 y 26 de febrero de 2019.
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ODS 9 Industria, 
innovación e 
infraestructura

Posiblemente uno de los ODS 
con más retos es el 9, Industria, 
innovación e infraestructura, por-
que tradicionalmente la forma de 
operar de la industria, la falta de 
innovación y la poca infraestructu-
ra que se ha desarrollado de for-
ma resiliente requieren cambios 
e inversiones responsables, para 

mejorar la manera como operan y 
de forma eficiente lograr ser inclu-
sivas y sostenibles.

La Tabla 4 describe las propuestas 
de solución de la mesa de temas 
socioambientales, para orientar 
las acciones a desarrollar particu-
larmente en cuanto a infraestruc-
tura, según las metas e indicado-
res inicialmente analizados por la 
Segeplán.

PROBLEMAS 
PRIORIZADOS

9.1. Falta de infraestructu-
ra sostenible nacional 
y transfronteriza para 
apoyar el desarrollo 
económico y el bien-
estar humano con 
acceso equitativo y 
asequible para todos

SOLUCIONES

Gestionar infraestructura sostenible para aumentar 
la población rural que vive a menos de 2 km de una 
carretera transitable todo el año

Promover proyectos para tener mayor transporte de 
pasajeros y carga, por medio de transporte sosteni-
ble

Implementar un ferrocarril eléctrico para carga y pa-
sajeros

Implementar un ferrocarril eléctrico para la periferia 
de la ciudad capital

Promover el uso de buses eléctricos (priorizar la im-
portación de vehículos eléctricos e híbridos)

Tabla 4. ODS 9, Construir infraestructura resiliente, promover la indus-
trialización inclusiva y sostenible y fomentar la innovación
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PROBLEMAS 
PRIORIZADOS

11.1. Falta de acceso a 
viviendas y servicios 
básicos adecuados, 
seguros y asequibles 
y mejorar los barrios 
marginales

SOLUCIONES

Desarrollar programas de diseño, urbanización y 
financiamiento para lograr mejores condiciones de 
vivienda para mayor población urbana que vive en 
barrios marginales, asentamientos improvisados o 
viviendas inadecuadas

Tabla 5. ODS 11, Lograr que las ciudades y los asentamientos humanos 
sean inclusivos, seguros, resilientes y sostenibles

Fuente: elaboración propia con base en Segeplán. (s.f.). Objetivos de Desarrollo Sosteni-
ble Metas Priorizadas Guatemala y resultados de la mesa de trabajo de temas socioam-
bientales Guatemala 25 y 26 de febrero de 2019.

Facilitar condiciones y la infraestructura para el des-
plazamiento en bicicletas

Reactivar el uso del ferrocarril para el transporte de 
carga y pasajeros

Mantener en buen estado las carreteras del país para 
garantizar la movilidad de la población, economía y 
turismo

Promover el transporte público seguro

Carreteras en mal estado 
y limitantes para ampliar 
carriles

ODS 11 Ciudades y 
comunidades sostenibles

El ODS 11 busca lograr que las 
ciudades y los asentamientos hu-
manos sean inclusivos, seguros, 
resilientes y sostenibles, aspectos 
en los cuales Guatemala tiene 
muchas carencias y la mesa de 
temas socioambientales consideró 

que las soluciones propuestas en 
la Tabla 5 son básicas para reo-
rientar el trabajo en estos temas, 
considerando elementos de riesgo 
a desastres, ya que las caracterís-
ticas naturales del país hacen que 
sea necesaria la gestión del riesgo 
de desastres de forma integral.
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11.2. Falta de acceso a 
sistemas de transpor-
te seguros, asequi-
bles, accesibles y sos-
tenibles para todos y 
mejorar la seguridad 
vial, en particular me-
diante la ampliación 
del transporte públi-
co, prestando espe-
cial atención a las 
necesidades de las 
personas en situación 
vulnerable, las muje-
res, los niños, las per-
sonas con discapaci-
dad y las personas de 
edad 

11.6. Impacto ambiental 
negativo en la pobla-
ción de las ciudades, 
por la mala calidad 
del aire y la falta de 
gestión de los dese-
chos municipales y de 
otro tipo 

Programas de vivienda popular ecológica y vertical

Promover el diseño ecológico para todo tipo de vi-
vienda, para favorecer la ventilación e iluminación, 
combinación de energías renovables eficientes, ma-
nejo de desechos sólidos con el modelo de econo-
mía circular, agua segura y saneamiento)

Promover el uso de bambú para construcciones en 
zonas cálidas

Desarrollar programas de transporte público seguro, 
asequible, accesible y sostenible para aumentar la 
proporción de la población que tiene acceso conve-
niente y para las personas con discapacidad

Recolectar los residuos sólidos urbanos regularmente 
y asegurar la descarga final adecuada 

Reutilizar, reciclar (economía circular para aprove-
char los desechos sólidos y darles el mejor manejo)
Prohibir el uso de plásticos y duroport y utilizar otros 
materiales menos contaminantes

Establecer límites de emisiones en vehículos, activi-
dades agrícolas e industriales para reducir los niveles 
de contaminación anuales de partículas finas (por 
ejemplo, PM2.5 y PM10) en las ciudades 
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Contaminación por ruido 
en ciudades

11.a. Falta de vínculos 
económicos, sociales 
y ambientales posi-
tivos entre las zonas 
urbanas, periurbanas 
y rurales mediante 
el fortalecimiento de 
la planificación del 
desarrollo nacional y 
regional 

Meta 11.b Para 2020, au-
mentar en un [x]% el nú-
mero de ciudades y asen-
tamientos humanos que 
adoptan y ponen en mar-
cha políticas y planes inte-
grados para promover la 
inclusión, el uso eficiente 
de los recursos, la mitiga-

Mejorar las capacidades del MARN y de los gobier-
nos municipales y dotar de tecnología y presupuesto 
para aplicar la legislación y los modelos de gestión 
de desechos sólidos

Monitorear el avance de los municipios más gene-
radores de desechos y exigir que manejen sus dese-
chos adecuadamente (economía circular)

Implementar el pago de los servicios de colecta y 
tratamiento adecuado de desechos sólidos en em-
presas, instituciones y hogares

Normar los niveles de volumen y horarios en lugares 
públicos y en sectores de viviendas 

Aplicar planes de desarrollo urbano y regional que 
integran las proyecciones demográficas y las necesi-
dades de recursos (autoridades y población residente 
en ciudades)

Preparar e implementar planes de ordenamiento te-
rritorial urbanos y rurales, considerando la reducción 
del riesgo a desastres

Trasladar a la población que habita lugares vulnera-
bles hacia sitios seguros

Vincular de forma obligatoria al SNIP (Sistema Na-
cional de Inversión Pública) a las administraciones 
territoriales (municipalidades) según su planificación 
y ordenamiento territorial

Adoptar y aplicar estrategias de reducción del ries-
go de desastres a nivel local en consonancia con 
el Marco de Sendai para la Reducción del Riesgo 
de Desastres 2015-2030 y la Política y la Estrategia 
para la Reducción de Riesgo a los Desastres

11.b.2.Evaluar y actualizar las estrategias y planes 
de reducción del riesgo de desastres a nivel nacional 
y local 
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ción del cambio climático 
y la adaptación a él y la re-
siliencia ante los desastres, 
y desarrollar y poner en 
práctica, en consonancia 
con el Marco de Acción de 
Hyogo, la gestión integral 
de los riesgos de desastre 
a todos los niveles 

Fuente: elaboración propia con base en Segeplán. (s.f.). Objetivos de Desarrollo Sos-
tenible Metas Priorizadas Guatemala y resultados de la mesa de trabajo de temas 
socioambientales Guatemala 25 y 26 de febrero de 2019.
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Desafíos para 
la política de 
seguridad 
alimentaria 
y nutricionalAdrián Chávez

Resumen
El anuncio del presidente electo Dr. Alejandro Giammattei, respecto a un eventual 
cierre de la Secretariía de Seguridad Alimentaria y Nutricional y el traslado de 
sus funciones al Ministerio de Salud Pública, ha generado distintas reacciones, 
abriendo una ventana de oportunidad para reflexionar sobre la Política de Se-
guridad Alimentaria y Nutricional vigente, y los desafíos que deben enfrentarse 
para su implementación. Entre estos se identifican algunos vinculados al contexto, 
al concepto, a la implementación y al imaginario social, los cuales evidencian 
la urgente necesidad que tiene el país de tabajar la respuesta social de manera 
integrada e integral enfrentando las múltiples formas de malnutrición.  

Palabras clave
Seguridad alimentaria y nutricional, malnutrición, SESAN, desnutrición crónica.

Abstract
The announcement by President-elect Dr. Alejandro Giammattei, regarding the 
eventual closure of the Secretary of Food and Nutrition Security and the transfer of 
her duties to the Ministry of Public Health, has generated different reactions, ope-
ning a window of opportunity to reflect on the current Food and Nutrition Security 
Policy, and the challenges they face in implementing it. These include some those 
linked to context, concept, implementation and social imaginary, which highlight 
the country’s urgent need to address the social response in an integrated and 
comprehensive way by addressing the multiple forms of malnutrition.

Keywords
Food and nutritional security, malnutrition, SESAN, chronic malnutrition.
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Una de las novedades de las elecciones gene-
rales 2019 es que el candidato electo tuvo 
al menos cinco meses para consolidar su 

equipo de trabajo e iniciar un proceso de transición 
ordenado y oportuno.

respuesta social a la desnutrición 
crónica.

De acuerdo con lo publicado en 
uno de los matutinos de mayor 
circulación, el presidente electo 
informó que será por medio del 
Ministerio de Salud Pública y Asis-
tencia Social (MSPAS), el comba-
te a la desnutrición.  “Diecisiete 
programas miran desnutrición 
en Guatemala y los vamos a re-
plantear todos” dijo Giammattei 
(Orozco, 2019).

Estas declaraciones son 
por demás preocupantes, 
ya que, en términos gene-
rales, ponen en evidencia, 
por parte de las futuras 
autoridades, cierto desco-
nocimiento en el manejo 
técnico de un tema tan 
importante.

Alejandro Giammattei, presidente 
electo para el periodo guberna-
mental 2020-2024, ha iniciado 
este importante proceso y socia-
lizado las primeras acciones que 
desarrollará en el ejercicio del po-
der.

Dichas acciones han provocado 
distinto tipo de reacciones y uno 
de los anuncios que más ha lla-
mado la atención es el cierre de 
la Secretaría de Seguridad Ali-
mentaria y Nutricional (SESAN), 
ente responsable de coordinar la 

La SESAN es el ente coordinador 
del SINASAN y tendrá la responsa-
bilidad de la coordinación operativa 
interministerial del Plan Estratégico 
de SAN, así como de la articulación 
de los programas y proyectos de las 
distintas instituciones nacionales e 
internacionales vinculados con la se-
guridad alimentaria y nutricional del 
país (Decreto 32-2005 Ley del siste-
ma nacional de seguridad alimenta-
ria y nutricional, 2005).
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Si bien los resultados logrados a 
la fecha evidencian escasos avan-
ces, y el funcionamiento o alcance 
de la SESAN debe replantearse, 
hay que tener presente que la in-
seguridad alimentaria no debe 
endosársele a un ministerio, consi-
derando que es un problema mul-
ticausal que demanda un esfuerzo 
que sobrepasa las capacidades 
del MSPAS. 

Garantizar la disponibilidad, el 
acceso y la calidad de alimenta-
ción, conlleva al emprendimiento 
de acciones orientadas a la trans-
formación de las condiciones es-
tructurales que condenan a la po-
blación al hambre o al consumo 
de una alimentación inadecuada.

Más allá de la continuidad o la di-
solución de una instancia como la 
SESAN, es imperativo que las futu-
ras autoridades generen un espa-
cio de intercambio, que les permi-
ta discernir con mayor objetividad 
y propiedad, la posición del Esta-
do frente a la malnutrición.

La Grafica 1, resume el largo re-
corrido que ha desarrollado el 
país en materia de SAN, desde su 
inicio en 1974, con el desarrollo 
de políticas de SAN, la aproba-
ción del Decreto 32-2005, Ley del 
Sistema Nacional de seguridad 
Alimentaria y Nutricional (SINA-
SAN) y la aprobación del Decre-
to 16-2017, Ley de Alimentación 
Escolar.
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El Decreto 32-2005 de-
fine al SINASAN, crea al 
Consejo de Seguridad 
Alimentaria y Nutricional 
(CONASAN) y a la ahora 
cuestionada SESAN. 

La lucha por la SAN ha 
sido parte de un proceso 
accidentado, en el que se 
ha sumado una gran can-
tidad de experiencia sobre 
lo que se tiene o no se tie-
ne que seguir haciendo. 
Sin embargo, los escasos 
resultados alcanzados al 
momento, demandan de la socie-
dad guatemalteca en su conjunto, 
desarrollar un ejercicio de profun-
da evaluación de la política de 
SAN y este proceso de transición 
administrativa gubernamental po-
dría visualizarse como una venta-
na de oportunidad para hacerlo.

La Política de Seguridad 
Alimentaria y Nutricional 

La POLSAN aparece publicada 
en el centro de acopio de políti-
cas públicas dentro del sitio web 
de la Secretaría de Planificación y 
Programación de la Presidencia 
(SEGEPLAN).

Está contenida entre las Políticas 
de Desarrollo Social. La SESAN 

es la institución responsable de su 
implementación. Fue formulada 
en el año 2005 y no se registra 
ningún tipo de acuerdo que le dé 
un aval jurídico. Pese a esto, está 
catalogada como una política 
transversal, que integra, articula 
y vincula a un conjunto de institu-
ciones y tiene un ámbito territorial 
definido a nivel nacional.

La Figura 1 detalla el sustento 
legal de la POLSAN en distintos 
niveles, desde los compromisos 
internacionales que previamente 
había asumido el país, hasta el 
marco normativo nacional que 
parte de la Carta Magna, algunas 
políticas públicas de Estado, leyes 
especiales y normas gubernativas.

La POLSAN, tiene como propósito “Es-
tablecer un marco general de coordina-
ción para llevar a cabo las acciones en-
tre el sector público, sector privado y la 
cooperación internacional en materia de 
seguridad alimentaria, por medio de las 
siguientes estrategias: establecimien-
to del sistema nacional de seguridad 
alimentaria, sensibilización de actores 
sobre la magnitud del problema ali-
mentario, concertación y articulación de 
actores, generación de empleo, priori-
zación de acciones en territorios clave y 
articulación con políticas nacionales, en-
tre otras” (Politica nacional de seguridad 
alimentaria y nutricional, 2005).
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Figura 1: Marco legal de la POLSAN

Fuente: Elaboración propia

La POLSAN define como princi-
pios la solidaridad, transparen-
cia, soberanía alimentaria, tute-
laridad, equidad, integralidad, 
sostenibilidad, precaución, des-
centralización y participación ciu-
dadana. Contempla además que 
el ambiente, la priorización de la 
población vulnerable, la salud, 
vulnerabilidad ante desastres y la 
disponibilidad y acceso de agua 
potable y apta para el consumo 
humano, son ejes transversales 
que deben ser aplicados en todo 
el contenido de la Política.

A partir de esto, la POLSAN es-
tablece nueve ejes programáticos 
que corresponden a los campos 
de acción y al funcionamiento del 

Sistema Nacional de Seguridad 
Alimentaria y Nutricional, los cua-
les se describen más adelante en 
la Tabla 1.

Existen distintos enfoques teóri-
co-conceptuales para definir una 
política pública, pero tal y como lo 
establece SEGEPLAN, involucran 
una decisión sobre dar respuesta 
a un problema, la intervención 
de distintos actores, garantizar el 
bien común y el emprendimien-
to de acciones, traducidos en un 
conjunto de programas, proyectos 
e intervenciones públicas.

De esa cuenta, los pobres resulta-
dos alcanzados a la fecha obligan 
a tener mayor claridad de los de-
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safíos para su efectiva implemen-
tación.

Los desafíos para su 
implementación efectiva

Tras un profundo análisis de lo 
que ha sido la POLSAN, se evi-
dencia que dentro de los retos que 
enfrenta para su implementación 
efectiva se identifican desafíos vin-
culados al contexto, al concepto, 
a la implementación y al imagina-
rio social.

El contexto

La POLSAN tiene un interés mar-
cado en la deficiencia alimentaria 
nutricional y poblaciones específi-
cas como mujeres embarazadas, 
lactantes, niños y jóvenes. 

Lo que resulta lógico, consideran-
do que la consolidación de la po-
lítica se desarrolló con experien-
cias recabadas en más de 20 años 
y el contexto que se vivía en esa 
época era marcadamente distinto 
al actual.

Tabla 1. Tendencia del estado nutricional de niños menores de 
cinco años, del año 2002 al año 2015

Índice de masa corporal ENSMI 2002 ENSMI 2014/15

Bajo peso/Edad (desnutrición global) 17.2 12.6
Baja talla/Edad (desnutrición crónica) 54.3 46.5
Bajo peso/talla (desnutrición aguda) 1.8 0.7
Sobrepeso/obesidad 5.6 4.7
Anemia en niñas y niños de 6-59 meses, área urbana 35 33
Anemia en niñas y niños de 6-59 meses, área rural 27 35
Anemia en niñas y niños de 6-59 meses, indígena 42 33
Anemia en niñas y niños de 6-59 meses, no indígena 38 32

Fuente: Elaboración propia con base en datos de la ENSMI 2002, ENSMI 2014/15 (Ministerio 
de Salud Pública y Asistencia Social, Instituto Nacional de Estadística, ICF internacional, 2017)
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La Tabla 1 evidencia las razones 
del particular interés existente 
por la desnutrición crónica sobre 
las otras formas de malnutrición, 
pero, además, muestra que en 
más de 12 años la incidencia so-
bre estos indicadores no es la es-
perada.

La situación actual se ha agra-
vado puesto que además de los 

problemas nutricionales que histó-
ricamente se vienen arrastrando, 
se está pasando por una transi-
ción demográfica, alimentaria y 
nutricional que condiciona a la 
sociedad guatemalteca a enfren-
tarse a nuevos retos, consideran-
do que actualmente son muchos 
los factores que están incidiendo 
en la cantidad de personas afecta-
das por sobrepeso y obesidad, lo 

que constituye un factor de 
riesgo para el aumento de 
la morbilidad y mortalidad, 
vinculada a enfermedades 
no transmisibles como la 
diabetes, enfermedades 
cardiovasculares, renales, 
el cáncer y otras.

El concepto

La POLSAN vigente define 
nueve ejes programáticos 
los cuales se precisan tex-
tualmente en la tabla 2. 

Guillermo Paraje, consultor del Banco 
Mundial, en conferencia titulada De-
manda de bebidas azucaradas en Cen-
troamérica, presentó los resultados de 
un estudio longitudinal el cual demostró 
que en Guatemala la prevalencia del so-
brepeso en niños de 5 a 19 años se incre-
mentó a un ritmo de 4.20% anual, lo que 
signifi ca que de 1975 a 2016, el sobre-
peso infantil se incrementó un 440%; 
mientras que la obesidad infantil, se 
incrementó en un 6.7%, lo que signifi ca 
que de 1975 a 1916, la obesidad infantil 
se incrementó un 1,314%. 
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Tabla 2. Ejes programáticos de la política de seguridad alimentaria y 
nutricional

Ejes programáticos

1. Disponibilidad: Este eje va orientado a facilitar que los alimentos que se produzcan, 
importen, procesen y comercialicen lleguen a toda la población. En tal sentido, se 
impulsará el mejoramiento de la infraestructura vial, transporte, comunicaciones, 
almacenamiento, procesamiento, transformación agroindustrial y comercializa-
ción.

2. Acceso de la población a los alimentos: Se orienta a promover, desarrollar y ga-
rantizar acciones para que la población disponga en el mercado de los alimentos 
que requiere, genere los ingresos para adquirirlos, o los produzca y/o los reciba 
en forma donada. 

3. Consumo de alimentos: Orientado a desarrollar y fortalecer la capacidad de la 
población para decidir adecuadamente sobre la selección, adquisición, almace-
namiento, preparación y distribución intrafamiliar de los alimentos. 

4. Aprovechamiento biológico de los alimentos: Este eje se orienta a promover y 
facilitar un estado de bienestar físico y biológico en la población, que le permita 
aprovechar eficientemente las sustancias nutritivas de los alimentos ingeridos. 

5. Prevención y tratamiento de la desnutrición: Este eje se orienta al mejoramiento de 
la infraestructura y al fortalecimiento de las instituciones y el personal encargados 
del diagnóstico, tratamiento, recuperación y rehabilitación del desnutrido, particu-
larmente de niños y madres lactantes. 

6. Sistema de información, monitoreo y alerta de la inseguridad alimentaria y nu-
tricional: Orientado al fortalecimiento y promoción de un enfoque integral de la 
SAN mediante la recolección, procesamiento, análisis y difusión de la información 
pertinente, para la toma de decisiones políticas y técnicas en los diferentes niveles 
de acción del Sistema Nacional de Seguridad Alimentaria y Nutricional. 

7. Fortalecimiento institucional: Este eje se orienta a consolidar un marco normativo 
e institucional que permita el establecimiento y funcionalidad del Sistema Nacional 
de Seguridad Alimentaria y Nutricional, dotándolo de los recursos financieros, téc-
nicos y humanos que sean necesarios. 

8. Asignación de recursos: Eje orientado hacia la identificación, gestión, negociación 
y asignación de recursos financieros, de distintas fuentes, para la ejecución del 
Plan Estratégico de SAN. 

9. Cooperación internacional: Este eje se establece para coordinar la cooperación 
técnica y financiera de los organismos bilaterales y multilaterales y de las ONG 
internacionales, para la implementación de la política y el Plan Estratégico de SAN. 

Fuente: POLSAN
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Nótese que los primeros cinco 
ejes descritos corresponden a los 
campos de acción propiamente 
dichos, mientras que los cuatro 
ejes restantes están vinculados al 
andamiaje y al funcionamiento del 
SINASAN. Es más, la intención de 
priorizar la lucha contra la desnu-
trición crónica, mencionadas en el 
apartado anterior, motivó a que 
las acciones para la prevención y 
tratamiento de la desnutrición se 
vincularan a un eje programático 
específico.

Pero según las nuevas tendencias 
se entiende que la seguridad ali-
mentaria y nutricional se alcanza 
cuando “todas las personas tienen 
en todo momento acceso físico y 
económico a suficientes alimentos 
inocuos y nutritivos, para satisfa-
cer sus necesidades alimenticias 
y sus preferencias en cuanto a 
los alimentos a fin de llevar una 
vida activa y sana” y a partir de 
esta definición se reconoce que 
cualquier esfuerzo por alcanzarla 
debe implicar actuar en cuatro di-
mensiones detalladas en la figura 
No. 2.

Figura 2. Dimensiones 
actuales, consideradas en 
la lucha por la seguridad 
alimentaria y nutricional.

Fuente: Elaboración propia.

En la tabla 3 se analizan superfi-
cialmente las actividades conteni-
das en cada uno de los ejes pro-
gramáticos incluidas en la actual 
POLSAN, y se compara con las 
nuevas tendencias vigentes.

Disponibilidad Acceso

Utilización Estabilidad

SAN
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Tabla 3. Ejes programáticos de la POLSAN versus las nuevas tendencias

EJE PROGRAMÁTICO

1.Disponibilidad

2.Acceso

3. Consumo

4. Aprovechamiento 
 biológico

5.Prevención y tratamien-
to de la desnutrición

De SAN

CONTENIDO ACTUAL

Abarca una serie de acciones 
orientadas a garantizar la dispo-
nibilidad de proteínas, nutrien-
tes, los mecanismos de conser-
vación y productividad.

Se centra en el desarrollo de una 
serie de intervenciones orienta-
das a mejorar las oportunidades 
de ingreso, la capacidad pro-
ductiva, la asistencia alimenta-
ria, la regulación y a promover 
la auditoría social

Las acciones contenidas en las 
dimensiones están orientadas 
a fomentar decisiones de con-
sumo informadas, promover un 
estado de bienestar físico y bio-
lógico de la población y mejorar 
la capacidad del sistema, para 
asegurar una respuesta social 
adecuada a la prevención y tra-
tamiento de la desnutrición.

NUEVA TENDENCIA

Invitan, además, a considerar 
la dinámica comercial del país, 
que permitan incidir y en algu-
na medida controlar el flujo de 
importaciones y exportaciones 
requeridas e introducir nuevas 
tecnologías que permitan mejo-
rar el almacenamiento.

Promover, además, su vincula-
ción con otras políticas sociales 
como las políticas educativas, 
de salud, inclusión social, la 
promoción de condiciones de 
empleo dignas y las políticas de 
protección social.

Las acciones contenidas en es-
tas tres dimensiones están bási-
camente incorporadas en la di-
mensión de UTILIZACIÓN, que 
pone especial énfasis en mejo-
rar las capacidades de atención, 
incidir sobre las prácticas de 
atención, de alimentación in-
adecuadas, la exposición a en-
tornos domésticos insalubres y 
servicios de salud inadecuados.

Las nuevas tendencias incorpo-
ran la dimensión de ESTABILI-
DAD, orientada a garantizar la 
disponibilidad, acceso y utiliza-
ción de los alimentos para las 
personas y los hogares durante 
todos los días del año.

Esta dimensión incorpora aspec-
tos como la resiliencia, la adap-
tación y la prevención al cambio 
climático y el desarrollo de siste-
mas alimentarios sostenibles. 

Fuente: Elaboración propia con base en información de la POLSAN y Panorama
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Un análisis muy simple de la tabla 
3 basta para entender la brecha 
conceptual existente entre la POL-
SAN vigente y las nuevas tenden-
cias registradas en la respuesta 
(FAO, OPS, WFP, UNICEF , 2018).

La implementación

Las políticas públicas deben ser 
concebidas como el marco de re-
ferencia que orienta la respuesta 
social ante determinada proble-
mática, siendo coherentes se es-
pera que todas las leyes, normas, 
programas o intervenciones vayan 
orientadas a su implementación.

Dentro del contexto guatemalteco 
son muy pocas las políticas con-
cebidas como políticas de Estado 
y son muchas las intervenciones 
que nacen, crecen y terminan en-
gavetadas en la transición de una 
administración a otra.

En la tabla 4 se detallan, del lado 
izquierdo, los ejes programáticos 
contenidos en la POLSAN y en 
el lado derecho, algunas leyes, 
reglamentos, estrategias y pro-
gramas vinculados. Las casillas 
rellenas a color señalan los ejes 
programáticos de la política que 
son abordados en la implementa-
ción de dichos instrumentos.

Tabla 4. La POLSAN y sus instrumentos de implementación

Fuente: Elaboración propia

EJES PROGRAMÁTICOS

1. Disponibilidad de alimentos 

2. Acceso de la población a los 
alimentos 

3. Consumo de alimentos 

4. Aprovechamiento biológico 
de los alimentos 

5. Prevención y tratamiento de 
la desnutrición

6. Sistema de información, 
monitoreo y alerta de la 
inseguridad alimentaria y 
nutricional

7. Fortalecimiento institucional 

8. Asignación de recursos 

9. Cooperación internacional 

Ley y regla-
mento del sis-
tema nacional 
de seguridad 
alimentaria y 
nutricional

Estrategia de 
prevención de 
la desnutrición 
crónica

POA SAN Préstamo
Crecer sano

Ley de Alimen-
tación escolar
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En principio se ve la Ley y Regla-
mento de la SINASAN que regula 
los ejes vinculados al andamiaje y 
el funcionamiento del sistema. 

En la segunda y tercera columna 
se menciona la estrategia de pre-
vención de la desnutrición cróni-
ca, el programa operativo anual 
(POA), y el préstamo del Banco 
Mundial (BM), Crecer Sano, ins-
trumentos orientados para operar 
los programas vinculados a los 
campos de acción de la política. 

Por último se presenta la Ley de 
Alimentación Escolar, que princi-
palmente opera el eje programáti-
co de acceso.

Al momento, la tabla 4 da un pa-
norama bastante alentador pues 
todos los ejes programáticos tie-
nen más de un instrumento para 
su implementación. Sin embargo, 
se consideró importante profundi-
zar en el análisis identificando el 
lugar donde se llevan a cabo esas 
acciones y la cantidad de recursos 
que se orientan para su ejecución.

La tabla 5 describe cada uno de 
los ejes programáticos de la POL-
SAN y la asignación de recursos 
que se orientan para su imple-
mentación. Para su construcción 
se desarrolló un análisis de las 75 
actividades descritas en el ante-
proyecto del POASAN 2020 y se 
vincularon con el eje programáti-
co que mejor correspondía. 

Tabla 5. Ejes programáticos y su asignación presupuestaria

Ejes programáticos

Disponibilidad de alimentos 
Acceso de la población a los alimentos 
Consumo de alimentos
Aprovechamiento biológico de los alimentos 
Prevención y tratamiento de la desnutrición 
Sistema de información, monitoreo y alerta de 
la inseguridad alimentaria y nutricional 
Fortalecimiento institucional 
Asignación de recursos 
Cooperación internacional

Asignación                                  Porcentaje

Q 2,658,759,639.65 33%
Q 2,597,238,091.50 32%
Q 262,016,060.00 3%
Q 342,177,137.00 4%
Q 2,233,158,671.25 27%
Q 5,700,005.14 0%

Q 69,795,848.30 1%
 0%
 0%
  8,168,845,452.84 

Fuente: Elaboración propia con base en datos del anteproyecto POASAN 2020
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Esta tabla evidencia la distribución 
inequitativa de los recursos con-
siderando que, de los nueve ejes 
programáticos, tres son a los que 
se orienta la mayor cantidad de 
recursos (disponibilidad, acceso y 
prevención/tratamiento de la des-
nutrición), mientras que los ejes 
vinculados al aprovechamiento 
biológico y consumo de alimentos 
quedan rezagados. 

Pero esto no es lo único a conside-
rar. En un ejercicio de análisis en 
el que se ordenaron los municipios 
de acuerdo a su índice de vulne-
rabilidad de la SAN y las acciones 
vinculadas al eje programático de 
disponibilidad de alimentos, resul-
ta que de las 30 actividades que 
desarrolla el MAGA, son ocho las 
actividades que se desarrollan en 
casi todos los municipios, sin im-
portar criterios como el índice de 
la vulnerabilidad de la SAN y que 
las intervenciones restantes se dan 
de forma dispersa. 

Lo anterior genera cierta incerti-
dumbre, porque la orientación de 

recursos y la implementación de 
acciones dispersas y sin respon-
der a criterios técnicos, disminuye 
cualquier posibilidad de generar 
el impacto esperado.  

El imaginario social

De acuerdo con lo observado en 
la gráfica 1, desde el inicio de esta 
lucha el país ha concentrado sus 
esfuerzos en la desnutrición cróni-
ca dejando descubiertas las otras 
condiciones que forman parte del 
gran espectro de la malnutrición.

La gráfica 2 ilustra la forma en 
la que las 75 actividades conte-
nidas en el POA 2020 son ope-
radas bajo la responsabilidad de 
los ocho ministerios, cuatro secre-
tarías y cinco instituciones descen-
tralizadas involucradas en la res-
puesta social. Lo anterior devela la 
inequitativa distribución de la car-
ga de trabajo, dejando al MSPAS 
como responsable de la mayoría 
de las actividades programadas 
(22%). 
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Gráfi ca 2. Distribución de la carga laboral a nivel institucional

Fuente: Elaboración propia con base en información del POASAN 2020

El análisis de los desafíos de im-
plementación existentes, en tér-
minos vinculados al contexto, al 
concepto y a la implementación, 
evidencian que a lo largo del 
tiempo los paradigmas se repro-

ducen y mantienen su vigencia en 
una institucionalidad errática que 
dentro de su imaginario continúa:

1. Eludiendo el enterarse de que 
el contexto nutricional y epide-
miológico ha cambiado y que 
la lucha por la SAN se está re-
definiendo.

2. Focalizando esfuerzos en la lu-
cha contra la desnutrición cró-
nica y no a la malnutrición en 
su conjunto.

3. Concentrando los esfuerzos en 
prevenir el efecto (desnutrición 

Por malnutrición se entien-
den las carencias, los excesos 
o los desequilibrios de la in-
gesta de energía y/o nutrien-
tes de una persona. (Organi-
zacion mundial de la salud, 
2016)

MAGA

MARN

MICIV

MIDES

MINECO

MINEDUC

MINTRABMSPAS

SBS

SCEP

SESAN

SOSEP
CONALFA

FONTIERRAS

ICTA INDECA INFOM
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crónica) y no sus causas estruc-
turales.

4. Desarrollando acciones aisla-
das y utilizando mal los recur-
sos.

5. Delegando la responsabilidad 
estatal de garantizar los dere-
chos de las personas a institu-
ciones específicas.

6. Desarrollando acciones incon-
gruentes con la política. 

La POLSAN es una política de Es-
tado y el actuar de todas las ins-
tituciones que lo conforman debe 
ser coherente con la misma, esto 
no solo involucra a las institucio-
nes que conforman los organis-
mos Ejecutivo y Legislativo, sino a 
todas las entidades de la sociedad 
civil, como los pueblos indígenas, 
campesinos, iglesias, sindicatos, 
ONG, mujeres, universidades y 
empresariado, que en algunas 
ocasiones,  pese a estar inmer-
sos en espacios de participación y 
decisión orientados a la solución 
de un problema, terminan, por 
acción u omisión, promoviendo 
acciones contrarias a la POLSAN 
vigente; tal y como ocurriría con 
una propuesta de la cúpula em-
presarial para la disminución del 
salario mínimo que podría ter-
minar perpetuando los ciclos de 
pobreza o hambre y comprome-
tiendo la seguridad alimentaria y 
nutricional del país.

A modo de conclusión

Los desafíos anteriormente descri-
tos evidencian la urgente necesi-
dad que tiene el país de:

1. Trabajar la respuesta social de 
manera integrada e integral en-
frentando las múltiples formas 
de malnutrición.

2. Adecuarse a las nuevas ten-
dencias para garantizar una 
respuesta efectiva, abarcando 
en ella las cuatro dimensiones 
(disponibilidad, acceso, utiliza-
ción y disponibilidad);

3. Asegurar que las leyes, progra-
mas o estrategias estén orien-
tadas a abordar las cuatro 
dimensiones (disponibilidad, 
acceso, utilización y estabili-
dad), asegurando una distri-
bución equitativa de los recur-
sos y una implementación que 
responda a criterios técnicos y 
garantice una respuesta ecuá-
nime, integral e integrada.

4. Renunciar a los paradigmas 
existentes promoviendo el con-
curso de un Estado comprome-
tido con brindar una respuesta 
más integral e integrada, ga-
rantizando la coherencia, la 
responsabilidad y el compro-
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miso de todas las instancias 
que lo conforman, para tener 
la capacidad de incidir en un 
cambio mucho más profundo 
y estructural de las condiciones 
de vida de la población.  

Reflexión fi nal

El cierre de las brechas identifica-
das para la implementación de la 
POLSAN es imperativo, pero un 
requisito indispensable en la ac-
tualización o readecuación de la 
política será su construcción as-
cendente y la concertación desde 
los territorios. Esto no solo garan-
tizará su pertinencia y apropia-
ción, también permitirá su reco-
nocimiento y vigencia como una 
verdadera política de Estado.
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El sistema 
penitenciario 
como dilemaEdgar Celada Q.

Resumen
El artículo revisa la relación que la problemática penitenciaria tiene en 
los ámbitos de la seguridad y la justicia en Guatemala; repasa los fun-
damentos garantistas y de derechos humanos de la legislación nacional 
en la materia, para luego contrastarlos con la realidad del sistema pe-
nitenciario, sin pretender hacer un diagnóstico exhaustivo de su crítica 
situación actual. Luego reseña las propuestas de una agenda en esta 
materia.

Palabras clave
Sistema Penitenciario, crisis, derechos humanos, privación de libertad, 
seguridad ciudadana, justicia.

Abstract
The article reviews the relationship between prison issues in the areas of 
security and justice in Guatemala; it reviews the guarantor and human 
rights foundations of national legislation in this area, and then contrasts 
them with the reality of the prison system, without pretending to make a 
thorough diagnosis of its current critical situation. Then review the pro-
posals for a minimum agenda in this area.

Keywords
The penitentiary system, crisis, human rights, deprivation of liberty, citi-
zen security, justice.
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1. Introducción 

En este artículo se desarrolla la propuesta universitaria 
sobre uno de los asuntos más complicados para el ya de 
por sí difícil ámbito de la seguridad y la justicia en Guate-

mala: el del sistema penitenciario. Este trabajo busca sustentar y 
explicar la propuesta básica que sobre la materia se plantea en el 
documento Agenda estratégica 2020-2024, una propuesta desde 
la Universidad de San Carlos de Guatemala, elaborada como re-
sultado de una reflexión colectiva e interdisciplinaria de expertos 
convocada por la USAC en febrero de 2019. Algunos de los conte-
nidos relativos a la seguridad ciudadana y la justicia se han desa-
rrollado en una edición impresa anterior de Revista Análisis de la 
Realidad Nacional y ahora corresponde secuencialmente abordar 
el ya indicado asunto del sistema penitenciario.

Cabe apuntar que las secciones de 
seguridad y justicia en la agenda 
propuesta por la USAC se orien-
tan por un enfoque global que 
busca expresarse en las temáticas 
particulares, tal el caso del sistema 
penitenciario, que tiene relevancia 
tanto para la justicia como para 
la seguridad ciudadana. En cuan-
to al primero de esos ámbitos, es 
claro que el sistema penitenciario 
se constituye en el destino de quie-
nes han sido hallados culpables 
de la transgresión de las leyes, o 
son presuntos violadores de ellas, 
y en consecuencia son sentencia-
dos a purgar penas de privación 
de su libertad, o bien son privados 
preventivamente de ellas. Al me-

nos en teoría, la existencia de un 
sistema de justicia con capacida-
des para juzgar y sentenciar, esto 
es, imponer una sanción resultan-
te del debido proceso y con plenas 
garantías de ecuanimidad, daría 
lugar a la certeza de que la trans-
gresión de la ley no quedará sin 
castigo, que no habrá impunidad, 
y en consecuencia –siempre desde 
el presupuesto teórico– debería 
desalentar a potenciales transgre-
sores y, como efecto, contribuir a 
mantener o crear un ambiente de 
seguridad. Tal es el nexo de signo 
positivo del binomio sistema de 
justicia-sistema penitenciario con 
la seguridad pública. 
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Pero en la Guatemala contempo-
ránea hay, también, una relación 
de signo contrario: de una parte, 
los índices de impunidad se man-
tienen por encima del 90 por cien-
to –tasa que alude a las falencias 
tanto del órgano de persecución 
penal (el Ministerio Público) como 
de los órganos jurisdiccionales 
responsables de la impartición 
de justicia, pero que por razones 
obvias no entramos a considerar 
en este artículo– alimentando, en 
consecuencia, la deteriorada con-
dición en que se encuentra la se-
guridad ciudadana, precisamente 
porque la certeza de la impunidad 
fomenta la actividad delictiva. Por 
otra parte, la seguridad ciudada-
na se ve afectada por el hecho de 
que en el mismo sistema peniten-
ciario, en los centros de privación 
de libertad, operan grupos crimi-
nales que desde la seguridad de 
la reclusión dirigen actividades 
delictivas, además de que las cár-
celes se convirtieron –según una 
muy difundida expresión– en “uni-
versidades del crimen”. 

De manera que al abordar el 
problema del sistema penitencia-
rio no puede perderse de vista su 
imbricación con las dificultades o 
eventuales avances que tengan lu-
gar en el sistema de justicia, ni su 
incidencia –bajo las condiciones 

actuales más negativas que posi-
tivas– en el ámbito de la seguri-
dad ciudadana. Si bien la vida del 
régimen penitenciario tiene ámbi-
tos filosóficos, jurídicos, políticos, 
económicos, técnicos y logísticos 
específicos, de ningún modo se 
le puede considerar como si fuera 
un ente autárquico; por el contra-
rio, cabe insistir en las reformas 
y medidas urgentes en el sistema 
penitenciario que deben conside-
rarse de forma articulada con los 
cambios que Guatemala necesita 
en los ámbitos de la justicia y la 
seguridad ciudadana. 

2. Vocación garantista 
y derechos humanos 
en la legislación 
penitenciaria

Tanto la Constitución Política de la 
República de Guatemala (CPRG) 
como la Ley del Sistema Peniten-
ciario (Decreto 33-2006) están 
impregnadas por un claro espíri-
tu garantista y un explícito com-
promiso con la vigencia de los 
derechos humanos. Así, la CPRG 
–aparte de su declaración totaliza-
dora contenida en su Preámbulo– 
en su Artículo 19 declara respecto 
del sistema penitenciario que este 
“debe tender a la readaptación 
social y a la reeducación de los 
reclusos”, estableciendo los míni-
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mos respecto del tratamiento a los 
privados de libertad:

a. Deben ser tratados como seres 
humanos; no deben ser discri-
minados por motivo alguno, ni 
podrán infligírseles tratos crue-
les, torturas físicas, morales, 
psíquicas, coacciones o moles-
tias, trabajos incompatibles con 
su estado físico, acciones deni-
grantes a su dignidad, o hacer-
les víctimas de exacciones, ni 
ser sometidos a experimentos 
científicos;

b. Deben cumplir las penas en 
los lugares destinados para el 
efecto. Los centros penales son 
de carácter civil y con personal 
especializado; y c. Tienen de-
recho a comunicarse, cuando 
lo soliciten, con sus familiares, 
abogado defensor, asistente re-
ligioso o médico, y en su caso, 
con el representante diplomáti-
co o consular de su nacionali-
dad (Asamblea Nacional Cons-
tituyente, 1985).

En virtud de lo establecido en la 
CPRG, el Estado es obligado ga-
rante del cumplimiento de toda 
la normativa sobre la materia, al 
punto que en el ya citado Artícu-
lo 19 se establece que “la infrac-
ción de cualquiera de las normas 

establecidas en este artículo, da 
derecho al detenido a reclamar 
del Estado la indemnización por 
los daños ocasionados y la Corte 
Suprema de Justicia ordenará su 
protección inmediata” y se obliga 
al Estado a “crear y fomentar las 
condiciones para el exacto cum-
plimiento de lo preceptuado en 
este artículo”.

A su turno, la Ley del régimen 
penitenciario norma el apego y 
la aplicación de principios ga-
rantistas como legalidad (artículo 
5), igualdad (artículo 6), afecta-
ción mínima (artículo 7), control 
judicial (artículo 8), derecho de 
comunicación (artículo 9), huma-
nidad (artículo 10) y participación 
comunitaria (artículo 11). De ese 
articulado, es ilustrativo de la fi-
losofía que nutre al Decreto 33-
2006 el ya mencionado

Artículo 10. Principio de hu-
manidad. Toda persona re-
clusa será tratada con el res-
peto que merece la dignidad 
inherente a todo ser humano. 
Queda terminantemente pro-
hibido infligirles a las perso-
nas reclusas torturas físicas, 
psíquicas o morales, coaccio-
nes o trabajos incompatibles 
con su estado físico, acciones 
denigrantes a su dignidad o 
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hacerle víctima de exacciones, 
así como también someterlo a 
experimentos científicos (Con-
greso de la República, 2006).

Otras secciones de este decreto 
están igualmente sustentadas en 
esa filosofía de garantía a los de-
rechos humanos, con énfasis en el 
postulado constitucional sobre la 
búsqueda de la reeducación así 
como la reinserción social de las 
y los transgresores de la ley, en lo 
cual destaca todo el Título IV re-
lativo al régimen progresivo, pero 
también el garantismo se percibe 
en los títulos V (redención de pe-
nas) y VI (régimen disciplinario), y 
aun en las disposiciones transito-
rias y finales, uno de cuyos artícu-
los prescribe:

Artículo 96. Readecuación de 
infraestructura. El Organismo 
Ejecutivo deberá adecuar la 
infraestructura de los centros 
de detención preventiva y de 
condena de manera que se 
haga viable la implementa-
ción y aplicación de la presen-
te Ley.

Como mínimo, se deberá con-
tar con un centro de detención 

preventiva en cada departa-
mento, un centro de cumpli-
miento de condena por región 
y dos de máxima seguridad en 
el país.

En casos de sobrepoblación 
en los centros de detención 
preventiva y cumplimiento de 
condena, en los sectores de 
mínima seguridad, deberán 
contemplarse espacios, por 
celda, para un máximo de seis 
personas; en los de mediana 
seguridad un espacio por cel-
da para un máximo de cuatro 
personas y en el caso de los 
centros de máxima seguridad 
un espacio por celda para dos 
personas.

La readecuación a que hace 
referencia este articulo debe-
rá realizarse en un plazo no 
mayor de diez años, a partir 
de la entrada en vigencia de 
la presente ley,1 para el efecto 
deberá realizar la planifica-
ción, diseño y costo de la in-
fraestructura ideal en un plazo 
de seis meses contados a par-
tir de la vigencia de esta Ley 
(Congreso de la República, 
2006). 

1. El Decreto 33-2006 tuvo vigencia a partir del 7 de abril de 2007 (Serrano, 2016).
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3. El abismo 
 de la realidad

La brecha entre los propósitos de 
la letra muerta constitucional y del 
decreto 33-2006 y la realidad del 
SP es abismal. Brecha que se ha 
venido ampliando con el paso 
de los años. Así, en el documen-
to fundamental de la Política Na-
cional de Reforma Penitenciaria 
2014-2024 (Dirección General 
del Sistema Penitenciario, 2015) 
se incluye una sección diagnóstica 
sobre los principales problemas 
que aquejaban al SP hacia finales 
de 2014. Entre otros, ese diag-
nóstico enumeraba los siguientes: 
sobrepoblación de los centros de 
privación de libertad; precarias 
condiciones de vida de la pobla-
ción carcelaria, en un ambiente 
propicio a enfermedades, violen-
cia y contaminación penitenciaria; 
la mayoría de las instalaciones sa-
nitarias, drenajes e instalaciones 
eléctricas habían colapsado por la 
cantidad de internos. Las fuerzas 
de seguridad penitenciaria tampo-
co eran suficientes, ya que hubo 
casos en que la relación entre re-
clusos y efectivos llegó a 400 por 1. 

A causa de la sobrepoblación se 
ven mermadas las oportunidades 
de tratamiento, acceso a atención 
médica, asistencia jurídica y re-

inserción social. En relación con 
este último aspecto, el diagnóstico 
también da cuenta del incremen-
to en el número de personas que 
reingresaban a los centros de de-
tención, en donde anualmente el 
59% de las personas condenadas 
cometían nuevos delitos y regresa-
ban a dichos recintos.

La mayoría de recursos del SP se 
consumía en gastos de funciona-
miento, en tanto que es notoria la 
falta de voluntad política para ga-
rantizar un presupuesto institucio-
nal pertinente, que alcanzara para 
invertir en la infraestructura y en 
otros aspectos clave para el tra-
tamiento penitenciario. El 76% de 
los empleados penitenciarios esta-
ban asignados al área de seguri-
dad, el 13% a labores administra-
tivas, el 6% a rehabilitación y otro 
5% a otras actividades específicas. 
Los rangos salariales eran bajos: 
en promedio Q3 675 mensuales, 
en un contexto en que la canasta 
vital básica costaba Q5 441 y la 
canasta alimentaria básica equi-
valía a un 81% de dichos ingresos. 
Además de los bajos salarios, el 
trabajo en el Sistema Penitencia-
rio es catalogado como uno de 
los más peligrosos en Guatemala, 
con una alta incidencia de fun-
cionarios, empleados y guardias 
fallecidos en circunstancias vio-
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lentas. (Cfr.: Dirección General 
del Sistema Penitenciario, 2015, 
págs. 32-56).

Un monitoreo independiente sobre 
la situación del SP, realizado por el 
Colectivo Artesana, daba cuenta 
en diciembre de 2015 de los que 
consideraba los nueve problemas 
principales encontrados, resumi-
dos de la siguiente forma:

• Falta de personal capacitado 
en los centros carcelarios, es-
pecialmente directores y subdi-
rectores de centros.

• No existe atención médica es-
pecializada para los privados 
de libertad, ni para la niñez que 
vive con sus madres dentro de 
las prisiones.

• No existen instalaciones especí-
ficas para visita conyugal en los 
centros de hombres (excepto en 
Cobán).

• Falta de telefonía pública y el 
costo excesivo no permite el 
fortalecimiento del vínculo fa-
miliar.

• La alimentación es precaria e 
insuficiente.

• No están completos los equi-
pos multidisciplinarios.

• No hay programas de reinser-
ción social y familiar.

• No existen programas post 
cárcel.

• Ningún privado de libertad ex-
tranjero recibe visita consular, 
ni tiene comunicación con fa-
miliares que residen en su país 
de origen (Soy 502, 2015).

Poco menos de cuatro años des-
pués, el Informe Anual Circuns-
tanciado del Procurador de los 
Derechos Humanos de 2019, 
correspondiente a 2018, consig-
naba un panorama de crisis peni-
tenciaria 

que se mantiene, principal-
mente  por la falta de medidas 
eficaces para resolver situa-
ciones como: debilidad en el 
control y la seguridad de los 
centros de detención, lo que 
en 2018 mostró un agrava-
miento; las condiciones de-
terioradas y limitadas de la 
infraestructura penitenciaria; 
altas cifras de sobrepoblación 
y hacinamiento…; debilidad 
en el registro de la población 
penitenciaria; incumplimiento 
con la debida separación de 
personas privadas de libertad, 
de acuerdo con perfiles delin-
cuenciales y situación jurídica 
(cumplimiento de condena o 
preventiva); la corrupción in-
terna, entre otras (PDH, 2019, 
pág. 86).
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De acuerdo con el referido infor-
me “la agudización de la proble-
mática penitenciaria se traduce 
en una continua violación de de-
rechos” de las personas privadas 
de libertad; las graves fallas en 
materia de seguridad penitencia-
ria –añade– no solamente afecta 
los derechos de las y los reclusos 
“sino también los derechos de la 
población en general, especial-
mente en el ámbito de la seguri-
dad ciudadana” (ibídem). Subraya 
el informe del ombudsman la in-
capacidad del Estado para imple-
mentar la ley (Decreto 33-2006) y 
la política pública correspondiente 
publicada en 2015.

Como se reconoció desde la for-
mulación de la política pública 
de reforma penitenciaria, el SP 
prácticamente ha declinado, en 
los hechos, el cumplimiento del 
mandato constitucional de “tender 
a la readaptación social y a la ree-
ducación de los reclusos”; adicio-
nalmente, en el imaginario social 
se haya muy extendida la idea de 
que los centros penitenciarios son 
escuelas del crimen y verdaderos 
centros de dirección de al menos 
una parte del crimen organizado.

El SP tampoco cumple con la ga-
rantía de la integridad y la vida de 
las personas privadas de libertad: 
desde hace varios años en los 
centros de detención se viene de-
sarrollando una no muy silenciosa 
práctica de “limpieza carcelaria”, 
a resultas de la cual, entre enero 
de 2017 y agosto de 2019, han 
perdido la vida de forma violenta 
casi un centenar de reclusos.

En cualquier diagnóstico, aunque 
sea somero, del Sistema Peniten-
ciario, debe considerarse que gran 
parte de sus problemas derivan de 
la falta de norte estratégico de que 
han adolecido los gobiernos de 
turno, los cuales han incurrido en 
prácticas de ensayo y error, mate-
rializadas en una altísima rotación 
de los directores de la entidad. 
Durante las últimas cuatro admi-
nistraciones gubernamentales,2 de 
2008 a 2019, hubo 16 directores 
del SP (entre titulares e interinos), 
incluyendo el más recientemente 
nombrado.3 Aunque algunos de 
estos directores cumplieron más 
de un año al frente del SP, el pro-
medio de duración de estas admi-
nistraciones penitenciarias es de 
nueve meses. 

2. Las de Álvaro Colom y Otto Pérez Molina, la interina de Alejandro Maldonado 
Aguirre, y la de Jimmy Morales. 
3. Se trata de Jonathan Pier Hernández, juramentado en el cargo el 13 de septiembre 
de 2019.
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4. El sistema penitenciario 
y la agenda nacional

En el documento Agenda Es-
tratégica Nacional 2020-2024, 
una propuesta desde la Universi-
dad de San Carlos de Guatemala, 
(USAC, 2019) en el eje temático 
de Seguridad democrática, jus-
ticia y legalidad, ocupa un lugar 
importante lo referente al sistema 
penitenciario así como a los ne-
cesarios procesos de reinserción 
social de quienes han quebran-
tado la ley penal. Aunque la me-
todología seguida en las mesas 
de expertos convocados por el 
Consejo Superior Universitario no 
permitía abundar en la fase diag-
nóstica, en las reuniones efectua-
das el 25 y 26 de febrero de 2019 
hubo una convergencia básica en 
la comprensión de los problemas 
sectoriales y, en consecuencia, la 
dificultad estriba precisamente en 
la definición del qué hacer y sus 
prioridades, así como en la nece-
sidad de encadenar de manera 
virtuosa la atención a los com-
ponentes globales, sectoriales y 
particulares de la problemática a 
resolver. 

La agenda identificada y propues-
ta para la cuestión penitenciaria 
tiene una lógica que va de lo sim-
ple a lo complejo, tratando de im-

pactar en los grandes problemas 
del diagnóstico (IPNUSAC, 2019, 
págs. 19-22). Así, se empieza por 
plantear que es posible descon-
gestionar el sistema penitenciario 
haciendo funcional la Ley de Im-
plementación del Control Telemá-
tico en el Proceso Penal, para lo 
cual cabe destinar el 5% del 18% 
que le corresponde al Ministerio 
de Gobernación sobre lo recau-
dado por la aplicación de Ley de 
Extinción de  Dominio,  para  fi-
nanciar  a los procesados que no 
puedan sufragar el costo del dis-
positivo de control telemático. 

Con el mismo propósito descon-
gestionador se plantea hacer una 
renovada aplicación de la norma-
tiva sobre reducción y redención 
de penas, así como considerar el 
decreto de amnistía para cierto 
tipo de delitos.

Se propone establecer una  comi-
sión  para  reactivar  y desarrollar 
la Política Nacional de Reforma 
del SP 2014-2024, integrada por 
representantes de cada una de 
las instituciones siguientes: MIN-
GOB, SP, SEGEPLAN, Comisión 
de Gobernación del Congreso de 
la República, OJ, sociedad civil, 
MP, Instituto de la Defensa Pública 
Penal y USAC. Los recursos para 
su implementación deben provenir 
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de la reforma al artículo 47, inciso 
5, de la ley de Extinción de Domi-
nio, tomando el 5% del 25% de 
los fondos asignados al Organis-
mo Judicial, que se destinaría al 
SP con cargo estricto a la imple-
mentación y desarrollo de dicha 
política. El MINGOB rendirá infor-
me de los resultados en conjunto 
con la Comisión.

Retomando objetivos estratégicos 
plasmados en el Acuerdo Nacio-
nal para el Avance de la Seguri-
dad y la Justicia (2009, pág. 10), 
se plantea que el  Estado debe 
recuperar el control de las cárce-
les, emprendiendo un proceso de 
reconversión que incluya la depu-
ración, renovación y  ampliación  
del  personal que presta sus ser-
vicios en el sistema penitenciario, 
conforme los parámetros esta-
blecidos en el Decreto 33-2006, 
especialmente en la integración 
y funcionamiento de los equipos 
multidisciplinarios responsables 
del desarrollo del régimen progre-
sivo, dirigido a la reeducación y 
readaptación social de los priva-
dos de libertad.

Se plantea la necesidad de dar 
estabilidad a los cuadros de direc-
ción del SP, a través de procesos 
rigurosos y transparentes de se-

lección, exentos de conveniencias 
o arreglos extra institucionales. 
Debe realizarse la designación del 
director general y otros puestos 
clave, privilegiando la capacidad 
y la formación profesional espe-
cializada. Igualmente, se sugiere 
reformar la Ley del Régimen Pe-
nitenciario y desarrollar los regla-
mentos pendientes, así como apli-
car y/o elaborarse los protocolos 
y reglamentos internos en cada 
centro de privación de libertad, 
como parte de los pasos mínimos 
para mejorar la gestión del siste-
ma penitenciario y no solamente 
administrar la crisis.

Otro de los componentes de la 
agenda propuesta es realizar un 
censo penitenciario, que permita 
establecer la condición real en 
que se encuentra cada privado de 
libertad. Clasificar a la población 
reclusa estudiando los perfiles por 
riesgo social, para establecer pro-
gramas de reinserción, así como 
su estratificación conforme al tipo 
de delito cometido y condena im-
puesta. Esto se puede implementar 
con la participación de estudiantes 
universitarios a través de la firma 
de cartas de entendimiento entre 
el SP y cada universidad. El traba-
jo puede hacerse revisando los ex-
pedientes a través de los jueces de 
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ejecución, a quienes les compete 
ser contralores del cumplimiento 
de las condenas (IPNUSAC).

Se considera muy importante re-
novar la infraestructura peniten-
ciaria, para superar el hacina-
miento y sobrepoblación de los 
reclusorios, así como para viabili-
zar un régimen progresivo orienta-
do a la reeducación y reinserción 
de los privados de libertad. 

Deben construirse nuevos edificios 
penitenciarios, sin desconocer la 
resistencia de las comunidades 
aledañas y logrando acuerdos 
con ellas. Una variante posible es 
construir complejos penitenciarios 
donde actualmente ya existen ins-
talaciones carcelarias. 

Lo anterior requiere de un plan 
de inversiones en infraestructura 
penitenciaria de corto, mediano 
y largo plazos, que incluya la po-
sibilidad de alianzas público-pri-
vadas. Además, debe incluir la 
adquisición de vehículos propios 
y evitar la distracción de la PNC 
en labores de custodia o traslado 
de reos.

La agenda propuesta incluye la re-
novación y actualización del siste-
ma informático del SP, dentro de lo 

cual se sugiere también medidas 
para la interconexión de los cen-
tros de privación de libertad, entre 
sí y con el OJ, todo lo cual ayuda-
ría a dar certeza, agilizar y hacer 
más eficiente toda la gestión del 
sistema carcelario. 

Por último y no por eso es menos 
importante, se insiste en que el 
Sistema Penitenciario, en particu-
lar la Guardia Penitenciaria, debe 
depurar su personal, como una 
de las vías para atacar la corrup-
ción. Aplicar la normativa relativa 
a los controles y sanciones a los 
guardias penitenciarios, al mismo 
tiempo que se desarrolla la carre-
ra del servidor público del SP (ar-
tículo 40 de la Ley del SP) y hacer 
efectivo el funcionamiento de la 
Escuela de Estudios Penitenciarios 
(artículo  41 de la misma ley). 

En paralelo con las medidas ante-
riores deben mejorarse sustancial-
mente los salarios de los guardias 
penitenciarios y otros funcionarios 
del sistema, así como sus condi-
ciones de trabajo.
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La utopía 
del MP 
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Resumen
En este trabajo se analiza la pertinencia de incluir en la reforma constitucional 
la elección de Fiscal General y Jefe del Ministerio Público que parta de un pro-
ceso meritocrático en la carrera del MP. Este análisis pretende contribuir al de-
bate dirigido a consolidar la independencia del ente investigador: la propuesta 
elimina la potestad del Presidente Constitucional de la República de nombrar 
al Fiscal General de la República.
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Reforma constitucional, Carrera fiscal del Ministerio Público, Fiscal General de 
la República, derecho, independencia. 

Abstract
This work discusses the relevance of including in the constitutional reform the 
election of General District attorney and Head of the Public Ministry based on a 
meritocratic process in the career of the MP. This analysis aims to contribute to the 
debate aimed at consolidating the independence of the investigating activity: the 
proposal eliminates the power of the Constitutional President of the Republic to  
name the General District attorney of the Republic..

Keywords
Constitutional reform, Fiscal Career of the Public Prosecutor’s Office, General 
District attorney of the Republic, law, independence.
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De acuerdo con la defi nición que la Academia de la 
Lengua Española, hace de la palabra utopía, encon-
tramos que es un “plan, proyecto, doctrina o siste-

ma deseables que parecen de muy difícil realización”. (2019). 
Como se aprecia, la utopía es un camino difícil de realizar o 
que por diversas razones es difi cultoso alcanzar. 

En este estudio nos centramos en 
el análisis del artículo 251 de la 
Carta Magna vigente, de las pro-
puestas de reforma a la Constitu-
ción Política de la República de 
Guatemala, especialmente las 
iniciativas 4387 y 5179 cuyo es-
píritu es la reforma constitucional, 
aunado al estudio comparado en 
relación al periodo del Fiscal Ge-
neral de la República con algunas 
constituciones de Latinoamérica, 
el ente nominador en cada cuer-
po normativo constitucional, así 
como el nombramiento por ca-
rrera fiscal del jefe del Ministerio 
Público.

Consideraciones al 
Artículo 251 del cuerpo 
normativo constitucional 
vigente

La función del MP se establece en 
el artículo 251 de la Constitución, 
que en su texto establece: 

El Ministerio Público es una 
institución auxiliar de la ad-

ministración pública y de los 
tribunales con funciones au-
tónomas, cuyos fines princi-
pales son velar por el estricto 
cumplimiento de las leyes del 
país. Su organización y funcio-
namiento se regirá por su ley 
orgánica.

El Jefe del Ministerio Público 
será el Fiscal General de la 
República y le corresponde el 
ejercicio de la acción penal 
pública…

Lo anterior se complementa con 
los principios que según la Corte 
de Constitucionalidad (CC)  rigen 
para el MP. En ese contexto la ins-
titución goza de unidad, desde 
luego porque es una institución u 
órgano administrativo integrado 
por diversos funcionarios que rea-
lizan cometidos institucionales, de 
plena autonomía funcional el cual 
es uno de los principios funda-
mentales y que implica que en el 
ejercicio de sus funciones, no está 
subordinado a autoridad alguna. 
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Además, está regido por el prin-
cipio de legalidad, puesto que su 
organización y funcionamiento se 
basa en su ley orgánica, y, por úl-
timo, por el principio de jerarquía, 
ya que su jefe es el Fiscal General 
de la República, única autoridad 
competente para dirigir la institu-
ción. (CC. Gaceta 36 expediente 
662-94. Octubre 1995).

La importancia de la función del 
MP en la persecución e investi-
gación penal es indiscutible, de 
acuerdo a lo que establecen los 
principios citados arriba, los cua-
les refieren que el ente investiga-
dor únicamente está sujeto a la 
Carta Magna y a la ley. En esa 
línea, el Fiscal General de la Re-
pública juega un rol importante en 
la función de la institución, por ser 
quien dirige su actuar y funciona-
miento en lo administrativo y en la 
persecución penal pública. 

El artículo 251 constitucional es-
tablece los requisitos para optar 
al cargo de Fiscal General de la 
República así como su nombra-
miento. Este último punto es el 
principal en el presente estudio.  
El proceso de nombramiento del 
Fiscal General de la República lo 
establece el artículo referido en el 
segundo párrafo:

…Será nombrado por el Presi-
dente de la República de una 
nómina de seis candidatos 
propuesta por una comisión 
de postulación, integrada por 
el Presidente de la Corte Su-
prema de Justicia, quien la 
preside, los Decanos de la 
Facultades de Derecho o de 
Ciencias Jurídicas y Sociales 
de las Universidades del país, 
el Presidente de la Junta Direc-
tiva del Colegio de Abogados 
y Notarios de Guatemala y el 
Presidente del Tribunal de Ho-
nor de dicho colegio.(Corte 
de Constitucionalidad, 2002, 
pág. 197)

Las Comisiones de Postulación 
(CP) surgen con la reforma a la 
Constitución de 1985, realizada 
en 1993. Entre las facultades que 
se les otorga a dichas comisiones 
está la selección de candidatos a 
Fiscal General de la República, 
con el propósito de dar mayor 
certeza jurídica y transparencia al 
proceso, lo cual permitiría el for-
talecimiento e independencia de 
los tres Organismos del Estado y, 
además, robustecería a las institu-
ciones que por naturaleza cons-
titucional están dotadas de auto-
nomía. La normativa referente a 
las Comisiones de Postulación se 
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encuentra en el Decreto 19-2009, 
Ley de Comisiones de Postulación, 
que desarrolla las normas consti-
tucionales, específicamente las CP 
artículo 14 c), de la norma citada. 

Actualmente la Comisión de Pos-
tulación para elegir la nómina de 
seis aspirantes a Fiscal General 
y Jefe del MP se integra de la si-
guiente manera:

• El Presidente de la Corte Supre-
ma de Justicia, quien la presi-
de;

• 12 Decanos de la Facultades 
de Derecho o de Ciencias Jurí-
dicas y Sociales de las Universi-
dades del país;

• El Presidente de la Junta Direc-
tiva del Colegio de Abogados y 
Notarios de Guatemala y;

• El Presidente del Tribunal de 
Honor de dicho Colegio.

En la actualidad el número de 
comisionados oscila en 15 y 16 
integrantes, número que tiende a 
incrementar con la creación de 
nuevas universidades con faculta-
des de Derecho o Ciencias Jurídi-
cas y Sociales. 

La CP funciona como filtro con el 
“propósito de regular y establecer 
mecanismos y procedimientos, 
objetivos y concretos, en cuanto 

a la selección de las nóminas de 
candidatos a cargos que ejercen 
funciones públicas de relevancia 
para el Estado de Guatemala”, 
de acuerdo con el artículo 1 de la 
Ley de Comisiones de Postulación 
(Decreto 19-2009).  El propósito 
que el legislador planteó en la re-
forma a la Carta Magna de 1993 
es claro, establecer el componen-
te que permita acciones transpa-
rentes en los nombramientos de 
funcionarios públicos que ejercen 
actividades fundamentales susten-
tadas en criterios objetivos con el 
fin de fortalecer el Estado de dere-
cho, la democracia representativa 
y participativa, así como el fortale-
cimiento al régimen de legalidad.  

Al principio los cambios en la ley 
máxima tuvieron  resultados positi-
vos que se han ido debilitando con 
el transcurso del tiempo, debido a 
que los intereses políticos, econó-
micos y sectoriales han generado 
una batalla por tener el control del 
MP, así como por acciones al mar-
gen de la ley como la corrupción, 
el crimen organizado y el narco-
tráfico, cuyas redes han motivado 
el interés de garantizarse impu-
nidad convirtiendo al MP en una 
de las instituciones blanco de esos 
grupos de poder, con el propósito 
de pasar desapercibidos ante el 
poder coercitivo del Estado. 
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La elección del Fiscal General y 
Jefe del Ministerio Público, aun-
que lo nombre el Presidente de la 
República, no escapa a los emba-
tes del status quo cuya estrategia 
radica en contaminar las CP uti-
lizando operadores políticos que 
representan sus intereses.

La forma de influir de estos gru-
pos de poder se concentra en la 
ponderación de los perfiles a eva-
luar en la tabla de gradación. Es 
en esta fase del proceso donde se 
acuerdan criterios subjetivos que 
les permiten asegurar en la nómi-
na final integrada por seis candi-
datos, a quienes les representan. 
El plan perverso se consolida al 
momento de definir los perfiles y la 
calificación asignada, más punteo 
a otros requisitos desestimando la 
especialidad, acción que adopta 
una posición desigual al limitar la 
opción de competir a los profe-
sionales del derecho con carrera 
fiscal. 

Esa práctica es recurrente cada 
cuatro años. Los esfuerzos de al-
gunos sectores interesados en la 
lucha contra la corrupción e im-
punidad han llevado a propuestas 
de reforma a la Ley de Comisiones 
de Postulación y a la Constitución 
Política del país. 

Sobre el estudio de las diferentes 
posiciones sobre este tema, se 
concluye que la reforma al Decre-
to 19-2009, Ley de Comisiones 
de Postulación, no garantiza so-
luciones de fondo, derivado que 
el modelo establecido en la Carta 
Magna ha sido objeto de estrate-
gias para corromperlo. Desde esa 
perspectiva se establece que, si no 
se ataca el problema de fondo, no 
se obtendrán resultados positivos. 
Ello no significa que se descalifi-
quen los esfuerzos realizados, al 
contrario, de lo que se trata es 
de aportar al debate y generar 
propuestas que ataquen la conta-
minación de raíz y garanticen so-
luciones certeras. Lo anterior nos 
lleva a la necesidad de plantear 
reformar la CPRG en materia de 
justicia.

A continuación se explica el con-
tenido del artículo citado en la 
CPRG de 1985 con reformas de 
1993 y las propuestas de reformas 
a dicho cuerpo constitucional, 
identificadas con las iniciativas 
número 4387 y 5179. 

Iniciativa de reforma 
constitucional 4387 

Entre el contenido de la CPRG 
vigente y las propuestas de refor-
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mas constitucionales, debe existir 
una relativa denominación del 
Fiscal General de la República. 
En ese sentido, coincidimos que la 
denominación en la Constitución 
vigente, Fiscal General de la Re-
pública, es la correcta. 
Si nos referimos al nombramiento 
del Fiscal General de la República 
y la duración de su gestión, nota-
mos una diferencia con el cuerpo 
normativo vigente y las propues-
tas. La iniciativa 4387 en su texto 
establece que para dicho proceso 
la CP debe integrarse de la si-
guiente manera: 

El Decano de la Facultad de 
Ciencias Jurídicas y Sociales 
de la Universidad de San Car-
los de Guatemala, un repre-
sentante de los Decanos de 
las facultades de Derecho o de 
Ciencias Jurídicas y Sociales 
de las Universidades privadas 
del País. El presidente de la 
Junta Directiva y el presidente 
del Tribunal de Honor del Co-
legio de Abogados y Notarios 
de Guatemala.(Dirección Le-
gislativa, 2011, págs. 17-18)

La propuesta disminuye el núme-
ro de Comisionados a cuatro in-
tegrantes con la representación 
de uno de los decanos de las 

universidades privadas del país. 
Aun con el cambio, la reforma no 
presenta ampliación del periodo 
(cuatro años), dejando la facultad 
de nombramiento y remoción del 
Fiscal General de la República al 
Presidente Constitucional. 

Iniciativa de reforma 
constitucional 5179

Esta iniciativa recoge elementos 
de la 4387, no obstante, fue me-
jorada al asignarle al MP presu-
puesto y personalidad jurídica. 
Establece que la jefatura del Mi-
nisterio Público es ejercida por el 
Fiscal General de la República, 
y además agrega elementos im-
portantes como la experiencia 
en materia penal a los requisi-
tos para ser nombrado, aumento 
del periodo de funciones a seis 
años, reduce la nómina a cuatro 
candidatos para miembros de la 
Comisión de Postulación, confor-
mada de la siguiente manera: dos 
propuestos por el Congreso de la 
República y dos propuestos por la 
Corte Suprema de Justicia. Como 
puede observarse el número de 
candidatos sigue siendo cuatro, 
eliminando la representación del 
decano de la Facultad de Ciencias 
Jurídicas y Sociales o de Derecho 
de la Universidad de San Calos de 
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Guatemala (USAC) y el decano 
que represente las universidades 
del país que tengan Facultades de 
Ciencias Jurídicas y Sociales o de 
Derecho.

Agrega dos elementos interesan-
tes, la suspensión del Fiscal Ge-
neral de la República cuando se 
le dicte auto de procesamiento y 
se le vincule a proceso penal; así 
también, la remoción si se decla-
rare culpable en sentencia ejecu-
toriada. Acotando a una ley espe-
cifica el desarrollo de la carrera 
profesional del MP.

A pesar de que la iniciativa propo-
ne cambios más objetivos, presen-
ta debilidades que pueden influir 
en la limitación de la indepen-
dencia del Fiscal General de la 
República y del MP en el ejercicio 
de las funciones constitucionales 
desarrolladas en su Ley Orgáni-
ca, misma que ha sido objeto de 
crítica y de propuesta de cambio 
en la Carta Magna: la primera ra-
dica en incluir al Organismo Le-
gislativo, un ente eminentemente 
político, con dos candidatos cuyos 
resultados pueden ejemplificarse 
en la politización del proceso de 
elección de Magistrados de Cor-
tes de Apelaciones por el Pleno 
del Congreso de la República de 

Guatemala, tema desarrollado en 
el artículo de mi autoría “El cami-
no para la independencia judicial”  
(Revista Análisis de la Realidad 
Nacional. Edición impresa No. 
27, págs. 69-80). 

En relación al Organismo Judicial 
(OJ), al nominar dos candida-
tos se estaría sometiendo al ente 
investigador a un órgano cuya 
función constitucional es la admi-
nistración de la justicia en función 
de la investigación y persecución 
penal que corresponde al MP, exis-
tiendo una posible vulneración de 
los principios constitucionales de 
autonomía funcional, principio 
de legalidad y el principio de je-
rarquía, desarrollados en este ar-
tículo. 

Modelos analizados en 
algunas constituciones de 
Latinoamérica

En el año 2011 se realizó en el 
Instituto de Análisis e Investigación 
de los Problemas Nacionales de la 
USAC, la propuesta de reforma a 
la Constitución Política de la Re-
pública de Guatemala, en materia 
de justicia y seguridad; en consor-
cio con la Asociación de Estudios 
Sociales (ASIES) y la Universidad 
Rafael Landívar (URL). 
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Durante el proceso se realizó el 
estudio comparado con las Cons-
tituciones de Latinoamérica, ana-
lizando los procedimientos para 
elegir Magistrados de Corte Su-
prema de Justicia (CSJ), Cortes de 
Apelaciones, Fiscal General de la 
República, entre otros.

Por lo extenso del análisis en cada 
cuerpo constitucional, en este 
artículo se hace referencia a las 
siguientes legislaciones constitu-
cionales: México, Chile, Bolivia y 
Perú. 

De las constituciones seleccio-
nadas, en los caso de México y 
Bolivia, estas presentan un mo-
delo para elegir al Fiscal Gene-
ral basado en la teoría de pesos 
y contrapesos, donde interviene el 
Organismo o Poder Ejecutivo y el 
Judicial, en el caso específico de 
México y, la Asamblea Legislativa 
Plurinacional, en el modelo boli-
viano. En la legislación constitu-
cional de Chile existen las figuras 
de Fiscal Nacional y Fiscal Re-
gional, modelo por carrera fiscal 
y especialidad, similar el modelo 
peruano. 

A continuación se citan e interpre-
tan los fundamentos legales de 
cada cuerpo normativo que sus-

tentan la propuesta planteada en 
este artículo, la elección del Fiscal 
General de la República de Gua-
temala en la carrera fiscal del MP.

Elección del Fiscal General 
de la República en la 
Constitución de México

El Artículo 102, literal A, de la 
Constitución Política mexicana, 
con las reformas de 10 de febrero 
de 2014, regula el nombramiento 
del Fiscal General al establecer lo 
siguiente:

Artículo 102. A. El Ministerio 
Público se organizará en una 
Fiscalía General de la Repú-
blica como órgano público 
autónomo, dotado de per-
sonalidad jurídica y de pa-
trimonio propios. …El Fiscal 
General durará en su encar-
go nueve años, y será desig-
nado y removido conforme a 
lo siguiente: I. A partir de la 
ausencia definitiva del Fis-
cal General, el Senado de la 
República contará con veinte 
días para integrar una lista de 
al menos diez candidatos al 
cargo, aprobada por las dos 
terceras partes de los miem-
bros presentes, la cual enviará 
al Ejecutivo Federal.
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Si el Ejecutivo no recibe la lis-
ta en el plazo antes señalado, 
enviará libremente al Senado 
una terna y designará provi-
sionalmente al Fiscal General, 
quien ejercerá sus funciones 
hasta en tanto se realice la 
designación definitiva confor-
me a lo establecido en este 
artículo. En este caso, el Fiscal 
General designado podrá for-
mar parte de la terna. 

II. Recibida la lista a que se re-
fiere la fracción anterior, den-
tro de los diez días siguientes 
el Ejecutivo formulará una ter-
na y la enviará a la considera-
ción del Senado. 

III. El Senado, con base en la 
terna y previa comparecencia 
de las personas propuestas, 
designará al Fiscal General 
con el voto de las dos terce-
ras partes de los miembros 
presentes dentro del plazo de 
diez días. 

En caso de que el Ejecutivo no 
envíe la terna a que se refiere 
la fracción anterior, el Senado 
tendrá diez días para designar 
al Fiscal General de entre los 

candidatos de la lista que se-
ñala la fracción I. Si el Senado 
no hace la designación en los 
plazos que establecen los pá-
rrafos anteriores, el Ejecutivo 
designará al Fiscal General de 
entre los candidatos que inte-
gren la lista o, en su caso, la 
terna respectiva. 

En la elección del Fiscal General 
por vacancia del puesto, corres-
ponde al senado de la República 
integrar la lista de diez candidatos 
interesados al cargo, remitiendo 
la misma al Ejecutivo Federal; este 
elige una terna de la lista envia-
da, una vez concluido el proceso 
lo remite nuevamente al senado 
quien designa por mayoría de dos 
tercios de sus integrantes. 

El modelo mexicano es similar al 
establecido en la CPRG. Pese a los 
filtros que involucran al Senado de 
la República y al Ejecutivo, el pro-
ceso en sus etapas no ha dado re-
sultados positivos de transparen-
cia, meritocracia y publicidad en 
las fases del procedimiento; junto 
a estas deficiencias está la ausen-
cia en definir los perfiles para ele-
gir al Fiscal General. 
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Elección del Fiscal General 
de la República en la 
Constitución Política de la 
República de Chile.

El Artículo 85 de la Constitución 
Política de la República de Chile, 
establece el procedimiento para la 
elección del Fiscal Nacional de la 
siguiente manera: 

El Fiscal Nacional será de-
signado por el Presidente de 
la República, a propuesta en 
quina de la Corte Suprema 
y con acuerdo del Senado 
adoptado por los dos tercios 
de sus miembros en ejercicio, 
en sesión especialmente con-
vocada al efecto. Si el Senado 
no aprobare la proposición 
del Presidente de la Repúbli-
ca, la Corte Suprema deberá 
completar la quina propo-
niendo un nuevo nombre en 
sustitución del rechazado, re-
pitiéndose el procedimiento 
hasta que se apruebe un nom-
bramiento. El Fiscal Nacional 
deberá tener a lo menos diez 
años de título de abogado, 
haber cumplido cuarenta años 
de edad y poseer las demás 
calidades necesarias para ser 
ciudadano con derecho a su-
fragio; durará diez años en el 

ejercicio de sus funciones y no 
podrá ser designado para el 
periodo siguiente. 

En el modelo chileno para elegir 
al Fiscal Nacional tienen compe-
tencia constitucional los tres pode-
res del Estado. Siendo importante 
el rol de la Corte Suprema de Jus-
ticia pue se le da la potestad de 
incluir a un nuevo candidato en la 
quina si el Senado no acepta la 
propuesta presentada por el Pre-
sidente de la República para que 
el Poder Legislativo, representado 
por el Senado, apruebe el nom-
bramiento con el voto de los dos 
tercios de sus miembros.  

Este proceso cumple con el princi-
pio de publicidad cuando la Corte 
Suprema selecciona la quina de 
los candidatos, al establecer la 
convocatoria en concurso abierto 
y una audiencia pública para exa-
minar a los aspirantes al cargo. 

Otro aspecto interesante es la fa-
cultad que la Constitución de ese 
país otorga a los integrantes del 
pleno de votar por tres candida-
tos, garantizando más equidad al 
momento de decidir.

Otro elemento importante en la 
legislación chilena es la posibili-
dad de participación por ingreso 
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de la carrera fiscal al establecer 
en su ley ordinaria  lo siguiente: 
“todas las personas que cumplan 
con los requisitos correspondien-
tes tendrán el derecho de postular 
en condiciones de igualdad a los 
empleos del Ministerio Público” 
(Artículo 10 de la Ley 19640, Ley 
Orgánica Constitucional del Mi-
nisterio Público).

Elección del Fiscal 
General del Estado en la 
Constitución Política del 
Estado de Bolivia  

El modelo que desarrolla la Cons-
titución Plurinacional de Bolivia 
opta por la publicidad al esta-
blecer concurso público y abierto 
durante el proceso de selección 
de los candidatos interesados en 
optar al cargo de Fiscal General 
del Estado considerando criterios 
orientados a la capacidad profe-
sional y méritos de los candidatos. 
No obstante, el procedimiento es 
susceptible a injerencias en su de-
sarrollo al darle competencia a la 
Asamblea Plurinacional, un órga-
no eminentemente de naturaleza 
política. El Artículo 227.I, estable-
ce que: 

La Fiscal o el Fiscal General del 
Estado se designará por dos 

tercios de votos de los miem-
bros presentes de la Asam-
blea Legislativa Plurinacional. 
La designación requerirá de 
convocatoria pública previa, y 
calificación de capacidad pro-
fesional y méritos, a través de 
concurso público.(Asamblea 
Constituyente, 2009, pág. 57)

A pesar de las debilidades del 
modelo, se considera la especia-
lización como uno de los perfiles 
a calificar, el complemento se 
sustentaría si la legislación cons-
titucional boliviana dotara al Mi-
nisterio Público de autonomía y 
un proceso técnico interno en el 
nombramiento de la Fiscal o el 
Fiscal General del Estado. 

Elección del Fiscal de la 
Nación en la Constitución 
Política del Perú

La Constitución Política de Perú es-
tablece en el Artículo 158 las ca-
racterísticas del Ministerio Público 
de la siguiente manera: 

El Ministerio Público es autó-
nomo. El Fiscal de la Nación 
lo preside. Es elegido por la 
Junta de Fiscales Supremos. El 
cargo de Fiscal de la Nación 
dura tres años, y es prorroga-
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ble, por reelección, sólo por 
otros dos años. Los miembros 
del Ministerio Público tienen 
los mismos derechos y prerro-
gativas y están sujetos a las 
mismas obligaciones que los 
del Poder Judicial en la cate-
goría respectiva. Les afectan 
las mismas incompatibilida-
des. Su nombramiento está 
sujeto a requisitos y procedi-
mientos idénticos a los de los 
miembros del Poder Judicial 
en su respectiva categoría.
(Congreso Constituyente De-
mocrático, 1994, pág. 39)

El modelo que establece la Cons-
titución Política del Perú se basa 
en criterios de especialidad desa-
rrollados en la Ley Orgánica del 
Ministerio Público, Decreto Legis-
lativo 052.  

Retomando lo establecido en el 
artículo que antecede, el Fiscal 
de la Nación lo elige la Junta de 
Fiscales Supremos, integrada por 
el Fiscal de la Nación y los Fisca-
les Supremos, este procedimiento 
garantiza la autonomía e indepen-
dencia de la institución, al desa-
rrollar dicha elección en un pro-
ceso meritocrático basado en la 
especialidad y en la carrera fiscal. 

El modelo peruano sustenta la 
propuesta desarrollada en el eje 

Justicia y Legalidad de la Agenda 
Estratégica 2020-2024: Una Pro-
puesta desde la Universidad de 
San Carlos,  referida a la reforma 
constitucional. En la agenda se 
desarrolla la reforma al artículo 
251 de la Carta Magna que lite-
ralmente establece:
6. Ministerio Público 

6.1. Incluir en la reforma 
constitucional la elección del 
Fiscal General y Jefe del Mi-
nisterio Público, eliminando la 
comisión de postulación y su 
nombramiento por el Presi-
dente de la República, propo-
niendo que sea por concurso 
de oposición y dentro de la 
carrera del Ministerio Público 
en un proceso meritocrático, 
que garantice su independen-
cia en el ejercicio de sus fun-
ciones.

 Reformar también la Ley Or-
gánica del Ministerio Público, 
Decreto número 40-94 del 
Congreso de la República. 

6.2. Ampliar el plazo para el 
cargo de Fiscal General y Jefe 
del Ministerio Público, basado 
en estándares internacionales 
de seis a ocho años. 
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Las dos propuestas que an-
teceden serán viables por la 
reforma al artículo 251 de la 
Carta Magna.(Universidad de 
San Carlos de Guatemala, 
2019, pág. 24)

Como se observa, la propuesta de 
reforma en la Agenda Estratégica 
al artículo citado, se sustenta en el 
estudio y análisis de los modelos 
constitucionales desarrollados en 
este artículo. En esa línea de ideas 
se definen cuatro procedimientos 
en la elección del o de la persona 
que será nombrada para dirigir 
los Ministerios Públicos en cada 
país estudiado; ejemplificando los 
siguientes:

1.  Procedimiento que sujeta al 
Ministerio Público al Orga-
nismo o Poder Ejecutivo en el 
nombramiento del Fiscal Gene-
ral de la República o Fiscal de 
la Nación;

2. Procedimiento que sujeta al Mi-
nisterio Público al Organismo 
o Poder Judicial en el nombra-
miento del Fiscal General de 
la República o Fiscal de la Na-
ción;

3. Procedimiento derivado de la 
autonomía del Ministerio Pú-
blico en el nombramiento del 
Fiscal General de la República 
o Fiscal de la Nación.1

4. Procedimiento que sujeta al Mi-
nisterio Público al Organismo 
o Poder Legislativo en el nom-
bramiento del Fiscal General 
de la República o Fiscal de la 
Nación. 

El numeral uno y tres es el proce-
dimiento que desarrolla la Carta 
Magna guatemalteca vigente. 
Además se incluye a la CP re-
presentada por la academia, el 
Colegio de Abogados y Notarios 
de Guatemala y su Junta Directi-
va, que selecciona la nómina. La 
iniciativa 4387 que pretende re-
formar la CPRG adopta el mismo 
procedimiento, reduciendo el nú-
mero de integrantes de comisio-
nados. Por otra parte, la propues-
ta en la iniciativa 5179 hace una 
relación del numeral dos y el cua-
tro al proponer dos representantes 
por la Corte Suprema de Justicia, 
(Organismo Judicial), e igual nú-
mero de representantes por el Or-
ganismo Legislativo. 

1. El término Fiscal General de la República o Fiscal de la Nación se adapta a la 
denominación en cada constitución.
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En relación al incremento del pla-
zo en funciones del Fiscal General 
de la República, las constituciones 
analizadas sustentan la propuesta 
en la Agenda Estratégica, como se 
detalla en la siguiente tabla: 

El incremento del periodo del Fis-
cal General de la República esta-
bilizaría el desempeño y funciona-
miento imparcial de la institución, 
evitaría las negociaciones y con-
dicionamiento por el presidente 
de la República a los candidatos 
que integran la nómina y que fi-
nalmente elija a quien le garantice 
impunidad.

Utopía para la 
independencia del MP

Es importante definir el camino 
que permita enfrentar las falencias 
en el actual proceso o modelo es-
tablecido en la Carta Magna para 
la selección y nombramiento del 
Fiscal General de la República. 

Fuente: Elaboración propia con base en 
las Constituciones de México, Chile, Bo-
livia y Perú.

País  Años 
México 9
Chile 10
Bolivia  6
Perú  3  y reelección 2 años 

El debate debe centrarse en lo-
grar la independencia absoluta en 
la dirección administrativa, en la 
persecución e investigación penal 
del ente investigador. Lo anterior 
se ratifica en la necesidad de re-
formar el artículo 251 constitucio-
nal, introduciendo en la reforma el 
modelo o procedimiento derivado 
de la autonomía del MP que ga-
rantice el nombramiento del Fiscal 
General de la República por la 
carrera del Ministerio Público es-
tablecida en su Ley Orgánica. 

La propuesta garantiza la meri-
tocracia al establecer un proceso 
interno, eliminando la Comisión 
de Postulación y con ello los ca-
bildeos políticos, económicos, fil-
tración del crimen organizado y 
narcotráfico. 

El contenido en este artículo es un 
insumo que busca desarrollar los 
Objetivos de Desarrollo Sostenible 
(ODS), concretamente el número 
16 “Paz Justicia e instituciones Só-
lidas.”, como lo expresa una de 
sus interrogantes “¿Que hay que 
hacer para lograrlo?” a lo cual los 
mismos ODS, responden: 

Para lograr la paz, la justicia y 
la inclusión, es importante que 
los gobiernos, la sociedad ci-
vil y las comunidades trabajen 
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juntos para poner en práctica 
soluciones duraderas que re-
duzcan la violencia, hagan 
justicia, combatan eficazmen-
te la corrupción y garanticen 
en todo momento la partici-
pación inclusiva...(Naciones 
Unidas, 2000, pág. 2)

Constitucionalmente el fin supre-
mo del Estado de Guatemala es 
la realización del bien común, es 
momento que los guatemaltecos 
nos unamos y empecemos a va-
lorar los esfuerzos que buscan un 
cambio propositivo para el país 
y las nuevas generaciones. Para 
avanzar es necesario el cambio 
individual, despojándonos de las 
ideologías, la desigualdad, la dis-
criminación, y enfrentar la corrup-
ción e impunidad con instituciones 
sólidas y fuertes que garanticen el 
principio de legalidad y el estado 
de derecho.
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Tercer país seguro
Guatemala y Turquía, 
más diferencias que 
similitudes
(Primera parte: Turquía)

Marcel Arévalo 

Resumen
Tercer país seguro se ha denominado a aquellos Estados que reciben a los 
solicitantes de asilo, previo a que sean admitidos en los países de destino, y 
donde deberán esperar la resolución a su requerimiento, gozando de todos sus 
derechos según la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados adoptado en 
Ginebra en 1951, en la que se establece como refugiado aquella persona que: 
“debido a fundados temores de ser perseguida por motivos de raza, religión, 
nacionalidad, pertenencia a determinado grupo social u opiniones políticas, se 
encuentre fuera del país de su nacionalidad y no pueda o, a causa de dichos 
temores, no quiera acogerse a la protección de tal país; o que, careciendo 
de nacionalidad y hallándose, a consecuencia de tales acontecimientos, fuera 
del país donde antes tuviera su residencia habitual, no pueda o, a causa de 
dichos temores, no quiera regresar a él”. Desde 2015/16 Turquía, en acuerdo 
con la Unión Europea, adquirió dicho compromiso, pero pasados estos años 
hay muchas voces que cuestionan las graves deficiencias en la atención a los 
refugiados. Guatemala en vísperas de convertirse en una figura similar para la 
migración a Estados Unidos, se ve compelida a analizar las experiencias y las 
dificultades que podrían encaminar una mayor catástrofe humanitaria.

Palabras clave
Turquía, Guatemala,  tercer país seguro, Migración, Refugio, Asilo
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Turquía ocupa un territorio siete veces superior al de 
Guatemala, tiene casi cinco veces más población y un 
Producto Interno Bruto cinco veces mayor. Turquía fi -

gura en el puesto 19 de las economías en el mundo, Guatemala 
está en el puesto 71. (FMI, 2019). Turquía está en el puesto 64 
en el índice de desarrollo humano. Guatemala está en el puesto 
127. (PNUD, 2018).

Abstract
Safe Third Country has been referred to those States that receive asylum seekers, 
prior to their admission to the countries of destination, and where they must wait for 
resolution at their request, enjoying all their rights under the Convention on the Sta-
tute adopted in Geneva in 1951, in which a person who: “because of well-founded 
fears of being persecuted on the basis of race, religion, nationality, membership of 
a particular social group or political opinions, you are outside the country of your 
nationality and cannot or, because of such fears, do not wish to avail protection 
of such a country; or who, lacking nationality and finding himself, as a result of 
such events, outside the country where he was once habitually resident, cannot or, 
because of such fears, do not want to going back there.” Since 2015/16 Turkey, in 
agreement with the European Union, has made this commitment, but after the years 
there are many voices questioning the serious deficiencies in refugee care. Guate-
mala, on the eve of becoming a similar figure for migration to the United States, 
is compelled to discuss the experiences and difficulties that could lead to further 
humanitarian catastrophe.

Keywords
Turkey, Guatemala, Third Safe Country, Migration, Shelter, Asylum

La clase rica y pro modernista que fundó la República turca 
reaccionó a la resistencia de los sectores pobres y atrasados de la 

sociedad sin intentar comprenderlos, sino mediante medidas 
policiales, interdicciones y el ejército. Al fi nal, el esfuerzo de 

modernización quedó a medio terminar, y Turquía se convirtió en una 
democracia limitada en la que prevalece la intolerancia. 

(Pamuk, 2001).
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Mayoritariamente asiática en su 
geografía, un tres por ciento de su 
territorio está en Europa por el es-
trecho del Bósforo, donde se ubica 
la parte europea de la ciudad de 
Estambul, la antigua Constantino-
pla fundada en el siglo IV por Cons-
tantino El Grande.

Rodeado por los mares Negro, 
Egeo, Mediterráneo y Mármara, 
Turquía tiene fronteras territoriales 
con siete países en Asia y Europa. 
Su macizo geográfico forma parte 
de Asia Central en la península de 
Anatolia, dominio sucesivo de grie-
gos, persas, romanos y del imperio 

bizantino. La unificación de las tri-
bus turcas diseminadas por las es-
tepas de Asia Central dio lugar al 
imperio selyúcida, precedente de 
los otomanos, los que llegaron a 
dominar amplios territorios del Su-
deste Europeo, Medio Oriente, el 
Cáucaso, Asia Central y el Norte de 
África. El imperio otomano perduró 
desde el siglo XIV hasta los inicios 
del siglo XX. (Kinder & Hilgemann, 
2003, pág. 218). Entre las naciona-
lidades que comparten el territorio 
de Turquía están armenios, kurdos, 
sirios, árabes, griegos, albanos y 
macedonios.

Durante los siglos XV y XVI la mayor parte del mundo 
musulmán estaba integrada por tres grandes imperios: 
el otomano, el safavi y el mongol. Todos los países de 
habla árabe estaban incluidos en el imperio otoma-
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no, que tenía su capital en Es-
tambul, y las excepciones eran 
algunas regiones de Arabia, 
Sudán y Marruecos; el imperio 
también incluía Anatolia y Eu-
ropa suroriental. El turco era la 
lengua de la familia gobernante 
y de la élite militar y administra-
tiva, formada, sobre todo, por 
conversos al islam que prove-
nían de los Balcanes y el Cáu-
caso; la elite legal y religiosa 
tenían origen mixto, se había 
educado en las grandes escue-
las imperiales de Estambul y 
trasmitía un cuerpo de literatu-
ra jurídica expresado en árabe. 
(Hourani, 2008, pág. 261).

El interés, la presencia y la coloni-
zación de los imperios europeos en 
los territorios de Asia, Medio Orien-
te y África, generó encuentros y des-
encuentros con los regímenes e im-
perios en esas regiones. Durante el 
siglo XIX, en la península de Anato-
lia, ingleses, franceses, alemanes y 
rusos convergían y disputaban entre 
sí y con el imperio otomano, por su 
dominio en un territorio estratégico 
para el paso de mercancías entre 
oriente y occidente.

Hacia mediados del siglo XIX el 
capital inglés era predominante 
en Turquía. Inglaterra financió la 
línea de ferrocarril que iniciaba al 
occidente en la ciudad de Esmir-
na frente al mar Egeo. En 1888 el 
sultán otomano Abdul Hamid II (o 

Abdülhamit) concedió al Deutsche 
Bank las líneas ferroviarias cons-
truidas por Inglaterra y desde 1899 
puertos, aduanas, comercio y la lí-
nea del ferrocarril de Bagdad, des-
de Berlín hasta el golfo Pérsico, en 
medio del proceso expansionista 
alemán en la región. (Luxemburgo, 
2006, pág. 41).

El ferrocarril sería motivo de recelos 
y disputas durante su construcción. 
Con el imperio ruso los alemanes 
habrían de cambiar el curso de la 
línea alejándose de las rutas veci-
nas a la influencia territorial rusa. 
En 1910 y 1911 concedieron la 
participación de capitales ingleses 
y franceses en la construcción, así 
como convinieron zonas de influen-
cia rusa en Armenia y Persia. No 
obstante, la participación y bene-
ficios mayoritarios de empresarios 
alemanes en el ferrocarril y en la 
industria militar les favorecía nota-
blemente. (Ohanian, 1982, págs. 
37-39).

Como parte de las disputas impe-
rialistas el Kaiser Guillermo II, em-
perador alemán y rey de Prusia, y 
el Sultán Abdul Hamid II, del impe-
rio otomano, conciliaron intereses 
contra Inglaterra y Rusia, respecti-
vamente. A inicios de noviembre de 
1889, ambos monarcas sellaron su 
alianza: 

Cuando el yate imperial pa-
saba en la parte más estrecha 
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del Bósforo, desde los castillos 
enarbolaron la bandera alema-
na, las bandas tocaron el him-
no y a ambos lados sonaron los 
101 cañonazos. Después de 
atracar en el Cuerno de Oro, la 
comitiva real alemana fue reci-
bida con todos los honores por 
el Sultán Abdul Hamid II en su 
residencia, el palacio real Yil-
diz. (McMeekin, 2010, p. 7).

El interés económico alemán en 
la zona iba tras la ruta de oriente 
y con el ferrocarril se abría camino 
hacia Persia e India. El pomposo 
festejo real de noviembre de 1889 
estuvo precedido por tratados mili-
tares abiertos por el canciller Otto 
Bismark seis años antes, de mane-
ra silenciosa cuidando no herir las 
frágiles relaciones con Rusia, siem-
pre receloso de su flanco sur en el 
Mar Negro y que tenía fresca aún 
la cruenta guerra entre Rusia con-
tra Turquía (1877-1878) para con-
seguir la salida al Mediterráneo y 
que tuvo como contexto los proce-
sos independentistas de los países 
balcánicos del imperio otomano. 
A instancias del canciller Bismarck 
se concertó en Berlín el fin del con-
flicto, con la participación de todos 
los poderes imperiales de la región.  
(Hall, 2010, págs. 3-4).

El imperio otomano a su vez encon-
tró en Alemania el socio que, a di-
ferencia de Rusia, en la vecindad, 
y Francia e Inglaterra con presencia 

en Siria y Egipto, respectivamente, 
le parecía menos amenazador. En 
tanto también, para el crecimiento 
industrial de Alemania las riquezas 
minerales, petrolíferas y agrícolas 
de Turquía eran además de su po-
sición estratégica, un gran atractivo 
que el ferrocarril a Bagdad comple-
mentaba. (McMeekin, 2010, págs. 
35-37) (Ohanian, 1982, pág. 28).

Los regímenes europeos tomaron 
distancia, adquirieron poder y ex-
pansión de mercados y territorios 
ante la declinación paulatina del 
imperio otomano, que perdía su 
dominio en África, Asia y el Sur de 
Europa e incrementaba su crisis fi-
nanciera y las deudas a la banca 
europea. (Hourani, 2008, págs. 
320-321).

Con este panorama internacional, 
Turquía no estuvo exento de luchas 
internas, conflictos y rebeliones. La 
caída del imperio otomano abrió 
nuevas pugnas religiosas, étnicas, 
entre lo rural y lo urbano y entre el 
mundo occidental y las raíces orien-
tales. De los conflictos resaltan las 
matanzas de armenios (1895/96) y, 
posteriormente, el genocidio arme-
nio (1915/17).

La caída del imperio otomano inició 
con la revolución campesina lidera-
da por los jóvenes turcos en 1908, 
lo que pareció ser el fin de la domi-
nación alemana, pero la incapaci-
dad de gobernar del movimiento de 
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los jóvenes turcos los hizo retroce-
der “a los métodos patriarcales de 
opresión de Abdul Hamid, (…) [y] a 
la alianza con Alemania.” En 1909 
se produce finalmente la caída de 
Abdul Hamid II y su sustitución por 
Mehmed V (1909-1918). El golpe 
de Estado [de 1912] y la abolición 
de la Constitución que afirmaría 
este camino. (Luxemburgo, 2006, 
pág. 45 y 47).

Alemania arrastró a Turquía a 
la [primera] guerra [mundial], 
(…). Quien no hubiera com-
prendido que la guerra mun-
dial fue una guerra puramente 
imperialista, en sus causas y 
puntos de partida, podrá ver, 
por lo menos, en sus reper-
cusiones que la guerra, (…) 
ha de convertirse, (…) en un 
proceso imperialista de repar-
to del mundo. (Luxemburgo, 
2006, pág. 100).

En el ámbito regional, las diferen-
cias, conflictos y guerras estuvieron 
presentes en los siglos XIX y XX: La 
guerra con Grecia (1919-1922) el 
conflicto de Chipre, derivado de 
la separación e independencia de 
Grecia del imperio otomano, pri-
mero administrado por Inglaterra, 
luego colonia y finalmente anexio-

nado en 1923 por el tratado de 
Lausana. A mediados del siglo XX, 
Greco-chipriotas y turco-chipriotas 
entraron en conflicto sobre ane-
xión o no a Grecia, en un conflicto 
que, a pesar de las intervenciones 
de Naciones Unidas y de la Unión 
Europea persiste en la actualidad 
en una isla de Chipre dividida en 
dos territorios, y en el que Grecia 
y Turquía continúan interviniendo. 
(Weber, 2002) (El País, 2019).

La monarquía otomana debilita-
da tras la primera guerra mundial 
cedió finalmente en noviembre de 
1922 a la “revolución kemalista”, 
un movimiento de corte naciona-
lista, populista y laicista liderado 
por Mustafá Kemal Atatürk,2 pri-
mer presidente de la República de 
Turquía (1923-1938), el que final-
mente dominó en una transición de 
elites hacia la democratización. (de 
Cabo Ramón, 2005, págs. 53-55). 
“La hegemonía del partido único, 
el PRP, fue absoluta, (…) en vida de 
Kemal, el régimen político fue una 
dictadura republicana, en la que 
el PRP, cuyo líder indiscutido era él 
[Atatürk], monopolizó los cargos de 
gobernadores de provincias y tam-
bién la representación popular en 
la Asamblea Nacional”. (de Cabo 
Ramón, 2005, pág. 56) (Kinder & 
Hilgemann, 1999, págs. 93, 183). 

2. “Mustafá Kemal Atatürk (1881-1938) (…) creó la República Turca en 1923, abolió 
el califato en 1924 e introdujo el laicismo en Turquía, adoptando el alfabeto latino en 
1928”. (Larrochelle & Demers, 2005, pág. 8).
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Perdedor en la primera guerra mun-
dial junto a los imperios alemán y 
austrohúngaro ante el Reino Unido, 
Francia y Rusia, el nuevo Estado: la 
República de Turquía se integró en 
1945 a los aliados contra Alemania 
e Italia solo al final de la segunda 
guerra. En la posguerra y la guerra 
fría, el régimen turco se alió a Esta-
dos Unidos y a Occidente contra la 
Unión Soviética y los países de Eu-
ropa del Este.

En 1950, después de 27 años del 
dominio del partido único que ma-
nejó, desde el kemalismo, el esce-
nario político turco, emerge el mul-
tipartidismo y la alternancia, con 
el triunfo electoral del Partido De-
mócrata al obtener la mayoría en 
la Asamblea Nacional, un proceso 
influenciado de cerca por los Esta-
dos Unidos mediante la acción del 
Plan Marshall. (Durán, 2013, pág. 
12). Los nuevos alineamientos de la 
política exterior de Turquía la posi-
cionan en 1952 entre los primeros 
miembros de la OTAN, la alianza 
militar intergubernamental de la 
guerra fría en Europa. Nuevamen-
te su situación geoestratégica en el 
mar negro y hacia el mediterráneo 
la convierte en un valioso socio 
para disuadir y frenar posibles ac-
ciones militares soviéticas en el flan-
co suroriental de la alianza.

Los vínculos con la OTAN recompo-
nen antiguos lazos con Europa, en 
los que Turquía sigue siendo atracti-

vo como puente y como muro entre 
oriente y occidente. Los contactos 
con la República Federal Alemana, 
la Alemania del bloque occidental, 
aunque fuertes en la preguerra y a 
la nueva división mundial entre los 
bloques capitalista y socialista, su-
fren deterioro derivado del nuevo 
marco basado en derechos huma-
nos de las relaciones internaciona-
les, especialmente en la Alemania 
post nazi. Entre los casos que han 
marcado este distanciamiento está 
el esclarecimiento y justicia ante el 
genocidio armenio y las presiones 
políticas ante las migraciones con-
temporáneas desde y por medio de 
Turquía.

El interés de Alemania en las cultu-
ras orientales, de Asia Menor y espe-
cialmente de la cultura armenia, se 
remonta al siglo XIX.  “…en 1891, 
después de tres años de labor en 
los yacimientos de cobre de la fir-
ma Siemens en Kedabeg Kalakent, 
Cáucaso, el doctor Waldemar Belck 
reunió notables datos acerca de la 
cultura armenia”. El interés históri-
co-cultural además del económico 
despertó una creciente migración 
alemana a Turquía en disputa del 
tradicional predominio cultural des-
de occidente de los franceses, quie-
nes apadrinados por la Santa Sede 
tenían el protectorado religioso en 
Oriente. (Ohanian, 1982, págs. 
20-21). Entre los intelectuales, his-
toricistas y científicos alemanes se 
alimentó una corriente que consi-
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deró levantar el liderazgo armenio 
como una cultura más homogénea 
y avanzada en Asia Central.

El pastor evangelista Friedrich Nau-
mann, otro destacado pensador de 
esta corriente pangermanista, recor-
dando las matanzas de armenios de 
1890 a 1896 dice lo siguiente: “Si 
simplemente consideramos el brutal 
exterminio de 80,000 a 100,000 
armenios, no hay muchas mane-
ras de opinar; debemos condenar 
con indignación y vehemencia a 
los asesinos y a sus instigadores”. 
(Ohanian, 1982, pág. 375). Sin 
embargo, los intereses alemanes en 
la región fueron más fuertes para 
tomar distancia del imperio otoma-
no y condenar sus atrocidades, de-
jando una imagen de complicidad. 
La barbarie contra armenios radica-
dos en Turquía continuó en medio 
de la primera guerra mundial, en 
una segunda campaña de extermi-
nio como una venganza y chantaje 
contra la Armenia aliada a Rusia. El 
24 de abril de 1915 inició con la 
detención de 600 intelectuales en 
Estambul y hacia 1923 registró más 
de un millón de víctimas de este ho-
locausto.

Estas matanzas estuvieron acom-
pañadas del éxodo en el que miles 
de armenios perdieron la vida en 
el camino de la deportación hacia 
Siria, expulsados bajo la acusación 
de colaborar con el Zar. Según la 
información de cada fuente, ha-

brían muerto entre 600 mil y 800 
mil armenios. Las autoridades ar-
menias consideran que 1.5 millones 
habrían sido el total de víctimas, 
entre quienes fueron ejecutados y 
quienes murieron por hambre, por 
enfermedades o en asaltos durante 
su huida. (El País, 2015).

La migración en la 
República de Turquía

En el año cuando el genocidio ar-
menio terminó se produjo la fun-
dación de la República de Turquía 
el 29 de octubre de 1923, que fue 
precedida por la validación interna-
cional en el Tratado de Lausana (23 
de julio), en el que se delimitaron sus 
fronteras actuales, territorios mari-
nos y garantías a los residentes de 
diversas nacionalidades, así como a 
los turcos que habitaban en Grecia 
y en otras naciones. (The World War 
I Document Archive, 1923).

Como se ha mencionado, la po-
blación turca se forjó durante siglos 
en los territorios que ocupó en su 
expansión imperial desde los selyú-
cidas hasta los otomanos. Su reduc-
ción al espacio del Estado-nación 
actual si bien lo limita en el imagi-
nario del territorio soberano, no le 
reduce su pertenencia e identidad 
asentada a través de la historia 
fuera de sus fronteras, así mismo, 
tampoco puede obviar su identidad 
cultural derivada de las herencias 
multiculturales y su pertenencia 
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forjada entre oriente y occidente. 
“Turquía oscila entre dos polos, en-
tre dos tentaciones”. (Larrochelle & 
Demers, 2005, p. 10).

La actual República de Turquía 
heredó en el ámbito de las migra-
ciones la coexistencia de las nacio-
nalidades que se asentaron desde 
siglos en el territorio de la penín-
sula de Anatolia, pero también de 
aquellas que en el proceso de cons-
tricción del imperio tuvieron que 
abandonar los territorios que se 
independizaron y fueron expulsados 
o prefirieron adquirir plenamente la 
identidad turca en el territorio de la 
nueva república. La mayoría de sus 
habitantes son turcos (unos 60 mi-
llones), seguidos de kurdos (12 mi-
llones), zazas, circasianos, bosnios, 
albaneses (con aproximadamente 
dos millones cada una), entre otras. 
Turquía es un territorio de intensos 
desplazamientos que se producen 
al ritmo de su convulsionada his-
toria, de su ubicación de puente y 
tensión geopolítica, de permanente 
disputa entre intereses económicos 
globales, de la concentración que 
adquiere en el país el fenómeno de 
la globalización y de las presiones 
de la conflictividad bélica en sus 
vecindades y en su propio territo-
rio. (Fundación CIDOB, 2011, pág. 
487).

En la  etapa más cercana a su cons-
titución como república entre los 
siglos XIX y XX, el territorio turco 

concentró el interés de los imperios 
europeos, con lo que entabló víncu-
los hacia un sistema de relaciones 
económicas, políticas y sociales, 
sobre los cuales se cimentó la rele-
vante migración turca a Europa, en 
especial a Alemania que al terminar 
la segunda guerra mundial había 
mermado sus fuerzas productivas 
y requirió desde la reconstrucción, 
especialmente en la década de los 
años 50 absorber la mano de obra 
de trabajadores provenientes del sur 
europeo: “A partir de 1954 el mi-
nistro de economía alemán, Ludwig 
Edhard, negoció con el ministerio 
de asuntos exteriores italiano la ad-
misión de entre 100,000 y 200,000 
trabajadores italianos. El crecimien-
to alemán necesitaba la mano de 
obra (Aürenheimer, 2005: 76)”. (Es-
pinoza, 2007, pág. 11). Los proce-
sos de reclutamiento laboral extran-
jera en Alemania alcanzaron entre 
1955 y 1960 convenios con Gre-
cia, España, Portugal, Marruecos, 
Tunez, Yugoslavia y Turquía. (Fun-
dación CIDOB, 1998, pág. 487).

Turquía y Alemania firmaron el 
Acuerdo de Reclutamiento en 1961, 
denominado como Gastarbeiter 
(trabajador invitado) que pretendía 
satisfacer la necesidad de mano 
de obra para el crecimiento de la 
producción alemana y la reduc-
ción de la presión por desempleo 
en Turquía, así como el logro de la 
capacitación de sus trabajadores. 
Con ese mismo fin Turquía firmó 
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acuerdos con Austria (1964), Fran-
cia (1966), Australia (1967) lo que 
incentivó emigraciones hacia otros 
países como Bélgica, Suiza y los 
Países Bajos.

“Alemania, que a partir de entonces 
se configura como el destino prefe-
ri¬do de la emigración turca, pasa 
de tener 22,065 turcos en su territo-
rio en 1963 a 1.675,000 en 1990. 
Francia que albergaba a 1,500 tra-
bajadores turcos en 1961, se sitúa 
en 1972 con 60,000”. (Fundación 
CIDOB, 1998, pág. 487). La fase 
de reclutamiento de trabajadores 
desde Alemania culminó en 1973-
1974. A partir de entonces inicia o 
se intensifica una etapa de reunifi-
cación familiar de aquellos que es-
cogieron quedarse en Alemania, la 
mayoría en condición de inmigran-
tes “irregulares” más allá del térmi-
no de sus visas, algunos acogién-
dose al asilo y que atrajeron a sus 
esposas, hijos y otros familiares. En 
esta etapa se incrementó la llegada 
de mujeres y niños y adolescentes. 
Hacia 1983 cuando la población 
turca inmigrante había alcanzado 

1 552 328, cerca de la mitad eran 
niños o adolescentes 625 700 y 
386 116 eran mujeres. (Aydin, 
2016, pág. 4).

En la década de 1980 los aconte-
cimientos políticos en Turquía gene-
ran nuevas migraciones a Alemania 
y en 1983 se emite una ley de in-
centivos monetarios, prestaciones y 
apoyo por hasta dos años para el 
retorno a su país de los turcos y sus 
familias, con lo que 250 mil se aco-
gen al programa. Poblaciones kur-
das emigran desde Turquía hacia 
Europa, especialmente a Alemania, 
por los conflictos del gobierno con 
las organizaciones rebeldes kurdas. 
En la década de 1990 inicia un pro-
ceso de migraciones circulares que 
involucran generaciones adultas ju-
biladas de turcos hacia su país. (Ay-
din, 2016, pág. 5).

EVOLUCIÓN DE LA EMIGRACION TURCA EN EUROPA (1976, 7981, 1990) (en miles)

Fuente: OCDE: SOPEMI, Paris, 1976, 1980-82, 1992

1976  582  26  10  35  
1981  1.560  65,2  66,5  105  16
1990  1.675   --  84,9  210,5  40,5

Alemania Austria Bélgica Países Bajos Suiza
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En 2019 casi seis millones de turcos 
son migrantes, lo que equivale al 
7% de su población. Esta importan-
te migración turca tiene como desti-
no principal Alemania. Hacia 2010 
el 44% de los migrantes turcos esta-
ban en Alemania, 12% en Francia, 
10% en Países Bajos, 7% en Estados 
Unidos, el resto en Austria, Arabia 
Saudita, Reino Unido, Dinamarca, 
entre otros. (Aydin, 2016).

En los datos de inmigración en 
Turquía se registraron hacia 2017, 
4 881 966 personas, un 6% de 
su población, procedentes de Siria 
(68%), Bulgaria (12%), Alemania 
(6.7%). Un 53% son mujeres. En la 
atención al refugio y asilo, Turquía 
misma y por personas provenientes 
de países en conflicto ha sido histó-
ricamente receptora de poblaciones 
que huyen de las guerras. Sin em-
bargo, el conflicto bélico en Siria ha 
sido el que más ha incidido en un 
cambio dramático en la atención a 
refugiados y a solicitantes de asilo. 

Turquía se ha constituido como un 
país de emigración, de destino, de 
tránsito, de asilo, refugio y de re-
tornos. El saldo migratorio ha sido 
negativo en tanto que son más los 
turcos que emigran que las inmi-
graciones de extranjeros que llegan 
a residir, aunque es una realidad 
cambiante en la actualidad. 

Diversas son las formas que 
adopta la presencia turca: 
como instalación de importan-
tes colonias (en Alemania), for-
mando pequeños grupos (como 
en París), en espacios conside-
rados de tránsito, que pueden 
en el futuro convertirse en espa-
cios de instalación (Italia, Gre-
cia), o participando en las flui-
das corrientes migratorias que 
caracterizan a Europa Oriental. 
La extensión de la presencia 
turca abarca el continente eu-
ropeo y parte del asiático; la 
estratégica posición de Turquía 
en el Mediterráneo facilita sin 
duda este tránsito. (Fundación 
CIDOB, 1998, pág. 488).

Los lazos migratorios de Turquía con 
Alemania se basan también en las 
fuertes relaciones de intercambio de 
sus economías. Para 2018 el princi-
pal cliente comercial de Turquía se-
guía siendo Alemania con un monto 
de 16 144 millones de dólares por 
exportaciones y el tercer provee-
dor después de Rusia y China, con 
20 407 millones de dólares en im-
portaciones desde Alemania, con 
un déficit en la balanza comercial 
de un poco más de   4 200 millones 
de dólares. (Ministerio de Asuntos 
Exteriores, Unión Europea y Coope-
ración de España, 2019).
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En el ámbito de las remesas, Turquía es un país emisor de 
remesas y los principales destinatarios están en Alemania, 
Bulgaria y Francia. También se reciben en Turquía remesas 
desde Alemania, Francia y Holanda.

2016 2017 %* 2018 %*
13.999 15.119 8 16.144 6,8
11.686 9.603  -17,8 11.113 15,7
7.581 8.473 11,8 9.566 12,9
7.637 9.055 18,6 8.531  -7,8
6.623 8.654 30,7 8.306 -4
4.988 6.302 26,3 7.710 22,3
6.022 6.584 9,3 7.289 10,7
3.589 3.864 7,7 4.778 23,6
2.548 3.151 23,7 3.953 25,4
2.956 3.407 15,3 3.900 14,5
2.671 3.139 17,5 3.877 23,5
1.733 2.734 57,8 3.402 24,4
142.530 156.993 10,1 168.023 7

EXPORTACIÓN. PRINCIPALES PAISES BAJOS

(DATOS EN MILLONES USD)
Alemania
Reino Unido
Italia
Iraq
EE UU
España
Francia
Holanda
Bélgica
Israel
Rumania
Rusia
TOTAL **

2016 2017 %* 2018 %*
15.162 19.514 28,7 21.99 12,7
25.441 23.371  -8,1 20.719  -11,3
21.475 21.302  -0,8 20.407  -4,2
10.868 11.952 10 12.378 3,6
10.218 11.305 10,6 10.154  -10,2
5.757 6.217 8 7.356 21,2
5.320 6.549 23,1 7.446 13,7
7.365 8.071 9,6 7.413  -8 2
4.700 7.492 59,4 6.931  -7,5
6.384 6.609 3,5 6.343 -4
5.679 6.373 12,2 5.492  -13,8
3.944 4.281 8,6 4.124  -3,7
198.618 233.800 17,7 223.039  -4,6

IMPORTACIÓN. PRINCIPALES PAISES PROVEEDORES
(DATOS EN MILLONES USD)
Rusia
China
Alemania
EE UU
Italia
India
Reino Unido
Francia
Irán
Corea Sur
España
Japón
TOTAL **

Fuente: Instituto de Estadística de Turquía
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Turquía: Tercer país 
seguro

Turquía ha recibido hasta 2017, 2.8 
millones de sirios de los que solo 
3 565 habían sido trasladados a 
Europa conforme el acuerdo tam-
bién llamado “tercer país seguro” 
adoptado con la Unión Europea 
en 2015. Un acuerdo que se bus-
có como una de las respuestas a la 

crisis migratoria, una crisis que en 
primer lugar debería considerarse 
especialmente humanitaria, aun-
que también política, social e inter-
nacional, de 2015, que involucra 
como parte de los actores relevan-
tes a Turquía y a Alemania. Acuerdo 
en el que Europa buscó eximirse del 
compromiso de atención a los refu-
giados y Turquía persiguió también 
afianzar su postulación a la Unión 
Europea.

Fuente: Banco Mundial

2016 Turquía: Remesas enviadas 
por país de destino (2017)

2016 Turquía: Remesas recibidas 
por país de origen (2017)

Países

Alemania

Bulgaria

Francia

Serbia

Bélgica

Siria

Austria

Montenegro

Suecia

Suiza

Países

Alemania

Francia

Holanda

Austria

Estados Unidos

Arabia Saudita

Bélgica

Suiza

Reino Unido

Kazajistán

1.637,0M.$

1.085,0M.$

302,7M.$

282,9M.$

249,8M.$

234,0M.$

117,0M.$

81,1M.$

62,8M.$

58,8M.$

503,2m.$

87,3m.$

68,8m.$

53,8M.$

36,7M.$

34,7M.$

32,8M.$

29,0M.$

27,5M.$

26,6M.$

Remesas enviadas (M.$) Remesas enviadas (M.$)
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Fuente: ACNUR (https://www.acnur.org/stats/globaltrends/
5d09c37c4/tendencias-globales-de-desplazamiento-forza-
do-en-2018.html) 

La crisis involucró a más de un millón de personas que 
intentaron cruzar el mar Egeo y el Mediterráneo por me-
dio de las islas griegas e internarse por los Balcanes e 
Italia desde Turquía y Libia y Marruecos y España. El 
costo humanitario desde 2014 a la fecha registra OIM 
en su proyecto de migrantes perdidos (Missing Migrants 
Project) 19 491 víctimas acaecidas en el Mediterráneo. 
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(https://missingmigrants.iom.int/).
Según ACNUR, en la actualidad 
en el mundo hay 70.8 millones de 
refugiados, la mayoría más de 40 
millones son desplazados internos, 
25 millones son refugiados, 4 mi-
llones solicitantes de asilo, 3 mi-
llones de retornados y 3 millones 
de apátridas. Turquía es el país de 
mayor acogida de refugiados en 
el mundo con 3.7 millones de per-
sonas, seguido de Pakistán (1.4 
millones); Uganda (1.2 millones); 
Sudán (1.1) y Alemania (1.1 millo-
nes). La mayoría de los refugiados 
proceden de Siria (6.7 millones); 
Afganistán (2.7 millones); Sudan 
del Sur (2.3 millones); Myammar 
(1.1 millones) y Somalia (0.9 mi-
llones).

El acuerdo de Turquía con la 
Unión Europea se basó en la Con-

vención de Ginebra sobre el Esta-
tuto de los Refugiados de 1951 y 
la deficiencia de las regulaciones 
del acuerdo de Dublín (firmado en 
1990 y vigente desde 1997), así 
como el establecimiento de cuotas 
y procesos para la recepción de 
refugiados. La esencia del acuer-
do radica en el retorno a Turquía 
de las personas que sean intercep-
tadas en el mar Egeo, en las islas 
griegas o que lleguen a Grecia y 
de la retención de los solicitantes 
de asilo en Turquía. (Triandafy-
llidou & Mantanika, 2017, pág. 
10). El reglamento de Dublín ha 
sido actualizado en 2003 (Regla-
mento de Dublín II) y en 2013 (Re-
glamento de Dublín III), pero en el 
fondo se ha mantenido el mismo 
principio que “otorga la responsa-
bilidad del examen de la solicitud 

Fuente: OIM (https://missingmigrants.iom.int/)

Recorded migrant deaths by region
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1,741                               681             523     98                                              3,139                                                    6,280

1,831                                 729         204                                                                                5,143                                                                     8,070

1,034                  519               826          137                                                           4,054                                                               6,584

623            495               825         22              3,283         5,289
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de protección internacional al pri-
mer Estado miembro (…) donde 
se haya presentado la solicitud”. 
(Cabeza, 2018, pág. 61).

La Agenda Europea en materia de 
Inmigración dada a conocer por la 
Unión Europea en mayo de 2015 
y donde se derivan compromisos 
de Jordania y Turquía para la re-
cepción de los solicitantes de asilo 
en sus fronteras de quienes van en 
tránsito o quienes sean retornados 
desde algún país en los límites de 
Europa, ante la ola de atentados 
terroristas y el incremento sosteni-
do de migraciones, da lugar, en 
marzo de 2016 a la Declaración 
conjunta entre los Estados miem-
bro de la UE y Turquía, denomi-
nada como “tercer país seguro”, 
en la que se puntualiza entre otros 
aspectos que: 

…Todos los nuevos migrantes 
irregulares que pasen de Tur-
quía a las islas griegas a partir 
del 20 de marzo de 2016 serán 
retornados a Turquía; (…) Los 
migrantes que no soliciten asilo 
o cuya solicitud se haya consi-
derado infundada o inadmisi-
ble serán retornados a Turquía; 
(…).  Ankara también recibirá 
una primera remesa de 3,000 
millones de euros que debe-
rán ser destinados a mejorar 
la situación de los refugiados 

en Turquía. Además, la UE fa-
cilitará los visados a los turcos 
a partir de junio y abrirá varios 
capítulos para la negociación 
de su adhesión a la UE.  (Cabe-
za, 2018, pág. 62 y 70).

La situación de los migrantes, de 
los solicitantes de asilo y de los 
refugiados, en el contexto de ac-
tos terroristas en diversos países 
de Europa, ha puesto en tensión 
las relaciones entre los países y 
subregiones en la Unión Europea, 
cuestionando incluso la pertenen-
cia como el caso del Brexit en el 
Reino Unido. Además, se han exa-
cerbado las expresiones xenofóbi-
cas, contra pertenencias religiosas 
e identidades étnicas. Las perso-
nas migrantes que, víctimas de 
las guerras o de la pobreza han 
perdido sus derechos, tampoco 
encuentran amparo para la vigen-
cia de los derechos humanos en 
las tierras de destino. La expulsión 
es el patrón en curso de su tránsito 
sin rumbo.

Las víctimas lanzan a la faz de la 
humanidad uno de los desastres 
más graves que se prolonga, se 
extiende y se replica con la inter-
vención de los más oscuros inte-
reses en la trama de las redes del 
tráfico de migrantes, de la trata de 
personas, del mercado de la por-
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nografía, la prostitución, la escla-
vitud y del narcotráfico.

Las diversas evaluaciones sobre 
la atención a los migrantes, so-
licitantes de asilo y refugiados, 
provenientes de la sociedad civil, 
de gobiernos y de los organis-
mos multilaterales, coinciden en 
marcar las deficiencias y la revic-
timización de las personas y de la 
urgente necesidad de revertir sus 
lamentables condiciones.

…los refugiados traen malas 
noticias desde un remoto lu-
gar del mundo hasta nuestras 
casas. Nos recuerdan siempre 
lo que querríamos olvidar o, 
mejor aún, lo que preferiría-
mos que desapareciera. Estos 
nómades, no por elección sino 
por el veredicto de un cruel 
destino, nos hacen pensar, de 
manera irritante, exasperante, 
en nuestra propia posición y en 
la endémica fragilidad de nues-
tro bienestar. (Bauman, 2016). 
(Cabeza, 2018, pág. 73).
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